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Es propósito de la presente investigación reconstruir las narrativas de política de reparación en 
Colombia desde episodios particulares presentes entre 2002 y 2009 en la órbita estatal y en el 
pueblo indígena Wayúu. Los episodios señalados corresponden a los lineamientos de política 
en cuya formulación se encuentran los escenarios controversiales, ejes centrales del análisis 
desarrollado. Al tener como marco de referencia el contraste entre dos narrativas de 
naturaleza diferente, el análisis de política pública presenta nuevos retos y potencialidades en 
el campo de la reparación. La mayor fortaleza del acercamiento temático desde narrativas 
radica en la posibilidad de proponer soluciones desde una mirada contextualizada a los marcos 
controversiales. Así, es posible acoger perspectivas diferenciales desde los argumentos que 
delimitan las narrativas, y proyectarlas hacia nuevas pautas de reformulación de lineamientos 
de política de reparación. 
 






































The purpose of this research is to rebuild reparation policy narratives in Colombia since 
particular episodes between 2002 and 2009, in both, the state orbit and the Wayúu indigenous 
people perspective. The episodes listed here are policy guidelines in the formulation of 
controversial scenarios which are central themes developed in the analysis. By having as 
reference the contrast between two narratives of different kinds, public policy analysis 
presents new challenges and possibilities in the field of reparation. The greatest strength of 
the thematic viewed from narratives, lies in the possibility of proposing solutions from a 
contextualized look to the controversial frames. Therefore, it is possible to pose differential 
perspectives from the arguments that define the narratives, and project them into new 
patterns of reformulation guidelines for the reparation policy.  
 
 













INTRODUCCIÓN ....................................................................................................................... 1 
1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA .................................................................................... 3 
1.1. ¿Por qué y para qué hablar de reparación en perspectiva de política pública? ........... 3 
1.2. ¿Qué analizar para pensar la reparación como política? ................................................ 5 
1.3. ¿Quiénes han hablado de reparación? ........................................................................... 8 
GRÁFICO 1. EVOLUCIÓN DE LA INTENSIDAD DE LA CONFRONTACIÓN EN EL TERRITORIO HABITADO POR 
LOS WAYÚU (2003 -2008) .................................................................................................11 
2. MARCO TEÓRICO.............................................................................................................14 
2.1. Narrativas de política y problematización ................................................................15 
2.2. Perspectiva de Derechos Humanos en políticas públicas ...........................................19 
3. MÉTODO .............................................................................................................................21 
3.1. Episodios en el tiempo. Lineamientos .......................................................................22 
3.2. Las narrativas ..........................................................................................................23 
3.3. La unidad común .....................................................................................................24 
4. LAS NARRATIVAS DE POLÍTICA .............................................................................................25 
4.1. Las narrativas estatales ...........................................................................................25 
4.1.1. El gobierno y la comunidad internacional .............................................................26 
4.1.2. Los congresistas ...................................................................................................28 
4.1.3. Las AUC ...............................................................................................................30 
4.1.4. La Corte Constitucional ........................................................................................33 
4.1.5. Las víctimas .........................................................................................................35 
TABLA 1: COMPARACIÓN DE LAS DEFINICIONES DE LAS CATEGORÍAS DE “VÍCTIMA” Y “REPARACIÓN” 
SEGÚN EL TIPO DE ACTOR RELEVANTE EN LA NARRATIVA DEL ESTADO. .............................................37 
4.2. Análisis de la narrativa estatal .................................................................................39 
4.3. La narrativa Wayúu .................................................................................................42 
4.3.1. La justicia propia en los Wayúu: ¿qué es la reparación? .......................................42 
GRÁFICO 2. ESTRUCTURA DE LA ARMONÍA COLECTIVA EN LOS WAYÚU ...........................................46 
4.3.2. Los arreglos culturales en la sociedad Wayúu .......................................................48 
GRÁFICO 3. DISPOSICIÓN DE RELACIONES CIRCULARES Y DEPENDIENTES EN LA SOCIEDAD WAYÚU ......51 
5. La metanarrativa .................................................................................................................53 
5.1. Entre la excepcionalidad y la impunidad ..................................................................55 
TABLA 3. LOS 16 PUNTOS POLÉMICOS .......................................................................................57 
5.2. La reparación revisada. Encuentros en un lenguaje común .......................................59 





6. CONCLUSIONES ...................................................................................................................64 
BIBLIOGRAFÍA .........................................................................................................................68 
ANEXOS ..................................................................................................................................73 








La Constitución Política de 1991 en su artículo 22 dispone que la paz es un derecho y un deber 
de obligatorio cumplimiento. Pues bien, Colombia es un país que carece de dicho derecho 
mientras añora su permanente cumplimiento. Las iniciativas que han tenido lugar en nuestra 
historia han virado alrededor de Estados de excepción, indultos, legislaciones coyunturales y 
subsecciones de pequeñas guerras haciendo eco en los montes o en los suburbios. 
Sin embargo, cuando se habla de paz emergen posiciones subjetivas acerca de los 
componentes de la misma. Lo que prima y lo secundario son trazos discursivos que se 
reproducen en tanto mecanismos que direccionan las políticas públicas concernientes al tema. 
Precisamente, con la llegada del siglo XXI, nuevos planteamientos como los de la Corte Penal 
Internacional aparecieron en escenarios multilaterales para encaminar los conflictos, las 
transiciones a la democracia, etc., dando un rol especial a las víctimas.De ese modo y como se 
verá, este y otros eventos tuvieron que converger para que la reparación empezara a perfilarse 
en Colombia como un componente esencial para una política de paz.  
Aunque vale la pena preguntarse ¿se ha pensado la reparación como una política en sí misma? 
Desde el enfoque de esta tesis la respuesta es afirmativa, dado que a través de episodios 
claves ocurridos entre 2002 y 2009 se pueden visualizar procesos para la formulación de 
lineamientos de una política pública de reparación. No obstante, luego de identificar estos 
episodios y su pertinencia, resultó imperativo desarrollar un ejercicio de reconocimiento 
cultural entre actores, cuya finalidad fuese denotar la inacabada y variada discusión de la 
reparación como epicentro o no de la paz. Al respecto, las aproximaciones de los pueblos 
indígenas constituyen un marco de referencia indeclinable dada su perspectiva diferencial 
frente al conflicto armado y a la reparación en sí misma, perspectivas ligadas a principios 
comunitarios mayormente afianzados, a diferencia de otros grupos humanos. Aquí se 
visualizará el caso de los Wayúu. 
¿Cómo se relaciona el análisis de política pública y el reconocimiento cultural? La clave está en 
el uso y comprensión de las narrativas como espacios de problematización entre actores para 
la constitución de lineamientos de política, una propuesta de Emery Roe. Así, la pertinencia del 
análisis narrativo está en su enfoque heterodoxo para fundamentar controversias y encontrar 
trascendencia desde los mismos focos problemáticos de una intervención, específicamente si 
se trata de puntos en disputa entre miradas dispares como la estatal y la indígena. Al 
identificar narrativases posible encontrar conflictos que dinamizan el proceso de construcción 
de políticas públicas, permitiendo al analista de política hallar las pautas de solución existentes 
en las argumentaciones que  trascienden a dichos debates.  
El desarrollo teórico de la presente investigación se complementa cuando se remite al uso de 
autores que puntualizan en sus disertaciones la importancia de la argumentación en la 
configuración  de disputas. Así pues, el enfoque de Emery Roe, padre del análisis narrativo, 
será acompañado de miradas como la de Michell Callon y Giandomenico Majone, autores que 
desarrollan a profundidad teorias relacionadas con el posicionamiento de actores en una red y 
el perfeccionamiento de la misma a través del uso de argumentos. 
Cabe señalar que en Colombia, al hablar de paz, los conflictos de opinión siempre están ligados 
a una perspectiva de derechos, que aparecen en todos los discursos para fundamentar la 





diferentes tipos de derechos es la ruta por la cual deambulan las narrativas aquí analizadas, 
tanto por las víctimas como por los victimarios. 
Cabe aclarar que las aproximaciones teóricas desde este tipo de análisis para abordar la 
reparación no son frecuentes, puede decirse que son incluso inexistentes. Una perspectiva de 
diagnóstico es la que prevalece en los informes y documentos de apoyo que hacen  
acercamientos al tema de reparación antes de 2009. Estos se hacen más frecuentes luego de 
2010, y se desarrollan como un horizonte para la que sería proclamada en 2011 como Ley de 
víctimas, cuya dinámica no alcanza a ser parte del presente documento.  
Así pues, el objetivo general es reconstruir las narrativas de política de reparación desde 
episodios particulares presentes entre 2002 y 2009 en el Estado y en el pueblo indígena 
Wayúu. Es de importancia considerar estos momentos como lineamientos en cuya formulación 
residen las controversias que alimentan el análisis. Al tiempo, se verá cómo los argumentos 
entre actores acuden al discurso de derechos humanos desde sus propios lugares para así 
legitimar su posición. Desde esa definición de controversias por actores se determinarán 
pautas a tener en cuenta para la reformulación de otros lineamientos, visibilizando a las 
narrativas de política como una herramienta importante, reveladora y pertinente en la  
elaboración del análisis de políticas públicas. 
La investigación está compuesta por seis partes. El planteamiento del problema involucra el 
tema de reparación como discusión que debe darse y que se ha dado en el Estado colombiano, 
posibilitando hacer mención de la situación del pueblo Wayúu. Allí  se sustentará la 
importancia de hacer de su caso un epicentro valioso para matizar el uso de sus narrativas en 
clave de análisis de políticas. Posteriormente se dará lugar al marco teórico que se ha 
resumido previamente. Lugar seguido se hará una breve descripción del método desarrollado 
para abrir el apartado dedicado a la descripción y análisis de las narrativas estatal y del pueblo 
Wayúu. Luego de haber desarrollado las narrativas, el contraste o comparación de ambas 
miradas tendrá lugar en un capítulo especial para lo que Roe llama la metanarrtiva, que 
determinará las principales controversias encontradas para reiterar las oportunidades que de 
allí emergen en tanto son claves para el desarrollo e inclusión en el tiempo de nuevos 

















1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
La reconstrucción de los momentos y elementos que moldean la perspectiva de reparación,es 
un ejercicio propio que manifiesta la naturaleza del problema: la ausencia de documentación 
que haya desarrollado análisis de política pública en materia de reparación desde la 
delimitación de narrativas. En ese sentido, si bien han existido acercamientos que diagnostican 
la situación de derechos humanos a causa del conflicto en campesinos, indígenas, mujeres y 
otros grupos humanos cuya afectación por el conflicto es diferente, no se han desarrollado 
análisis de la reparación en el marco de una política pública que parta de la concepción de los 
relatos que estos actores aportan en un mismo entorno de debate y definición de pautas de 
acción. 
 
Sin embargo, con el propósito de visibilizar como relato las situaciones que caracterizaron al 
modelo que tuvo lugar durante la primera década del siglo XXI, se desarrollará la delimitación 
de piezas claves en tanto espacios de participación de actores relevantes cuyos argumentos 
son los que han proyectado las posibilidades para nuevos lineamientos de política.La 
identificación de esos espacios se ha hecho en virtud a las controversias en las que está 
presente la consideración de las víctimas directa o indirectamente. En ese sentido cobra 
importancia especificar la concepción de reparación desde diversos focos para posteriormente 
aterrizarla a lo que ha sido su percepción en contextos particulares de victimización como los 
del pueblo Wayúu. 
1.1. ¿Por qué y para qué hablar de reparación en perspectiva de política pública? 
Para empezar, es necesario remitirse a procesos de negociación específicos que permitan 
visualizar como se define el enfoque de la reparación en la práctica desarrollada en Colombia. 
Entre 2002 y 2009, si bien no se habla de la política pública para la reparación en Colombia, se 
dieron diferentes procesos cuyo eje de rotación fue el conflicto armado, y los cambios 
ocurridos en este período de tiempo tienen una influencia significativa en la concepción social 
de víctima y reconciliación, ambos conceptos claves en la configuración de posibles 
lineamientos de política.  
 
Durante el período de tiempo analizado (2002-2009) se presentaron debates con un grupo 
armado específico, las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), siendo la base para pensar la 
reparación en el nuevo siglo al entablar una perspectiva normativa excepcional, cuando la 
resolución No 091 del 15 de junio de 2004 declaró abierto el proceso de diálogo, negociación y 
firma de acuerdos con este grupo armado al margen de la ley. Fue con el gobierno de Álvaro 
Uribe Vélez (2002-2010) que las propuestas para la negociación empezaron a direccionarse. 
La experiencia inmediatamente anteriorse había desarrollado con grupos de izquierda.Esta 
situación tuvo lugar en la zona de distención abierta en el Caquetá para las conversaciones de 
paz con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) bajo el gobierno de Andrés 
Pastrana (1998-2002). Posteriormente, intentos de diálogo aún subsistieron en el 2003, 
cuando se estaban adelantando conversaciones con el Ejército de Liberación Nacional (ELN) en 
La Habana, Cuba. No obstante, ambos episodios fueron infructuosos. 
A pesar de que ninguno de los intentos resultó relevante para la concreción de un escenario de 
posconflicto, las negociaciones que tuvieron lugar entre el gobierno nacional y las AUC, fueron 





reconciliación. Esa iniciativa tuvo diferentes etapas y con ellas, diferentes escenarios de 
confrontación entre actores relevantes en la problematización del conflicto armado.  
 
En 2003 surgió un primer intento de ley cuyo objetivo fue generar condiciones e incentivos 
para las desmovilizaciones de integrantes de las AUC. Se trataba de un proyecto de ley 
estatutaria por el cual se dictaban disposiciones en procura de la reincorporación de miembros 
de grupos armados que contribuyera de manera efectiva a la consecución de la paz. La llamada 
Ley de Alternatividad Penal, fue propuesta en 2003 yplanteaba mecanismos basados en 
sacrificios en justicia frente a los perpetradores de las violaciones de derechos humanos, en 
donde de acuerdo a la exposición de motivos de dicha ley se pretendía: 
 
“[…] explorar fórmulas audaces que no contrapongan la paz a la justicia, fórmulas que permitan 
superar un concepto estrecho de justicia que se centra en el castigo al culpable para acceder a 
un nuevo concepto de justicia que nos permita superar de manera efectiva el desangre y la 
barbarie a fin de reinstaurar plenas condiciones de convivencia”.(Proyecto de ley de 
Alternatividad Penal, 2003) 
 
Sin embargo, múltiples sectores de la sociedad civil, incluyendo las para entonces nacientes 
organizaciones de víctimas se opusieron a este proyecto, argumentando que de ser aprobada, 
la Alternatividad legitimaría la impunidad sin que fuese claro el aporte de los victimarios a la 
paz nacional. Estas organizaciones plantearon que los mecanismos de garantía de no 
repetición no estaban del todo claros, los incentivos para la desmovilización resultaban 
escasos y la política de reintegración y desmonte del paramilitarismo era inexistente. Según 
Eduardo Pizarro, este proceso tuvo grandes dificultades porque en 2002la Corte Penal 
Internacional comenzaba a regir plenamente, y en 2003, en Colombia se acogió el Estatuto de 
Roma, que imposibilitaba indultos en los modelos de justicia transicional que surgieran desde 
ese momento. Frente a esto, el modelo que preveía un sacrificio pleno en justicia tendría que 
replantearse, pues el mundo no estaría dispuesto a reiterar los que había sucedido con las 
transiciones de las dictaduras(Pizarro, 2011). 
De acuerdo con Pizarro, la verdad, la justicia y la reparación se tornaron como elementos 
indispensables para pensar la transición política del conflicto al posconflicto en el siglo XXI, el 
mundo así lo exigió a través de mecanismos internacionales de coordinación institucional para 
la observación de conflictos armados. La presión internacional que recaía sobre el Estado 
colombiano exigía que se dieran las condiciones para reflexionar y sentar las bases de una 
política para la reconciliación, especialmente a partir de la ratificación del Estatuto de Roma 
en el país mediante la Ley 742 de 2002. Este mecanismo implicó que un Estado cuyo gobierno 
tuviera como eje de su gestión una política de seguridad a través de la guerra, también diera 
relevancia al tema de las condiciones para la paz interna. Así pues, formular una alternativa 
que parecía dar prioridad a la acogida de los combatientes y no así a la reparación de las 
víctimas y la verdad, debía revisarse a la luz de las nuevas normativas y exigencias de la 
comunidad internacional y nacional. 
Así pues, en 2004,  cuando aún se discutía la restauración de derechos y de asistencia 
humanitaria en ámbitos de generación de políticas públicas, la Corte Constitucional 
colombiana planteó en la Sentencia T-025 del mismo año, las obligaciones del Estado de 
proporcionar los medios para superar la línea de pobreza agravada para el caso de las víctimas 
de desplazamiento forzado. Emanada como un instrumento de atención colectiva a múltiples 
acciones de tutela presentadas por la población desplazada forzosamente, la Sentencia 
surgióen medio de una interesante paradoja: Mientras se hablaba de la reconciliación como un 
proceso ya en marcha, se estaba reconociendo la continuidad del fenómeno del 
desplazamiento forzado en todo el país. El Estado se veía entonces obligado a generar 





ese momento, específicamente en lo referente a la precariedad en la titularidad de derechos 
por parte de las víctimas. (Sentencia T-025 de 2004) 
 
No obstante, la dirección que el Estado asumió al actuar frente a un actor armado específico se 
resumía en la legalización de esta negociación. En 2005, la denominada Ley de Justicia y Paz 
(Ley 975) trajo consigo formulaciones específicas que determinaron la mirada estatal respecto 
a lo que la reparación debía comprender. Es a través de esta Leyque se consolida la pauta 
desde la cual se valida la primera argumentación del nuevo siglo sobre el deber ser y hacer del 
Estado en cuanto a reparación de víctimas y se establece un contexto en el que la 
reconciliación se determina por ley. 
Ese proceso se dio frente a un conflicto que no había terminado, en el que otros actores 
armados seguían en combate, y aún así se planteó una suerte de justicia transicional en virtud 
a diferentes énfasis argumentados por los actores involucrados. Esas miradas situaron que el 
grupo con el cual se negociaría serían las AUC, y cuyas acciones eran suficientes para reunir un 
grupo de víctimas que de acuerdo a las definiciones de la ley, serían bastante significativas 
para echar a rodar un modelo de reparación. 
 
La reflexión en la agenda pública acerca de la paz aparecía frente a un escenario de 
recrudecimiento del conflicto armado colombiano que había tenido lugar desde la 
proliferación de las AUC en la década de los 90 y los métodos de control social poco ortodoxos 
de este grupo. La gran acumulación de tierras desencadenada en estos episodios de violencia 
sistemática generó el  paulatino incremento de la población víctima de desplazamiento 
forzado y  también el número de personas por debajo de la línea de pobreza.  
 
Estudios retomados por la Comisión de Seguimiento al Desplazamiento Forzado señalaron que 
al 2007, el 94% de los propietarios del país (3.346.445) son titulares de sólo  el 18.7% de la 
superficie (12.683.460 has), equivalente a 2.411.399 predios, cada uno con una extensión 
promedio inferior a 50 hectáreas. Mientras tanto, el 1,4% de los propietarios (48.212) eran 
titulares del 65.4% de la superficie (44.260.931 has), representada en 29.342 predios, cada uno 
con extensiones promedio superiores a las 200 hectáreas.  Además, los resultados presentados 
por la Encuesta Nacional de Verificación ENV-2007 que entre 1997 y 2003 registró cerca de 
1.904.000 personas en situación de desplazamiento, mientras que entre 1986 y 1994 habían 
sido registradas aproximadamente 858.000 (Garay, 2009, pág. 41). 
 
Así pues, las mencionadas brechas generaron una suerte de alerta para el Estado, que se vio 
avivada por los posicionamientos de la Corte Constitucional y al tiempo, por la presión 
internacional existente. En ese sentido, las medidas en materia de política para pensar la paz 
en coherencia o no con las ideas expuestas durante el año 2005 y la Ley de Justicia y Paz, 
mostrarán las bases de lo que al final de esta investigación se denota como la metanarrativa 
de política teniendo en cuenta algunos espacios argumentativos extendidos hasta 2009. 
Además, la generación de otras intervenciones también estatales como las de la Corte 
Constitucional en las sentencias relevantes para generar diferentes aproximaciones al conflicto 
armado también son definitivas para la identificación de los eventos importantes durante los 
años en estudio en tanto lineamientos de política.  
1.2. ¿Qué analizar para pensar la reparación como política? 
 
La reparación como política es la reparación como argumento persuasivo y dominante, que se 
apropia de la reparación como concepto, como significado,desde una perspectiva entre 
muchas otras. Resulta entonces que la comprensión del proceso de formulación de la primera 





segunda (reparación como concepto) en tanto perspectiva particular de quien la define. La 
reparación como política es la que ha definido el Estado a través de la Ley de Justicia y Paz y 
cuyo curso será analizado en páginas posteriores. Sin embargo, la reparación como concepto 
que se asume en esta tesis se relaciona con la propuesta de Martin Beristaín. 
 
El autor mencionado genera pautas interesantes que, antes de hablar de reparación y víctimas, 
ahondan en el concepto de reconciliación, una idea que como se verá, aparece de manera 
reiterada como premisa del discurso gubernamental frente a las acciones de paz. Pensar los 
matices de esta idea equivale a “cuestiones genéricas” como la posibilidad de rescatar la 
convivencia entre grupos enfrentados, reconstruir el tejido social y organizativo fracturado, y 
el establecimiento de un nuevo consenso social después de enfrentamientos armados o de 
regímenes basados en la represión política. (Beristain, 2005, pág. 15) 
 
De acuerdo con el autor, al hablar de reconciliación, se plantea la recuperación de relaciones 
sociales fracturadas, acudiendo a soluciones que aborden acciones en materia de justicia 
económica y la participación política como aspectos intrínsecos el uno a otro. Al respecto, se 
parte de dos preceptos que explican su postulado acerca de una salida eficaz a un ámbito de 
conflicto y son, por un lado, la existencia de estructuras y procedimientos para manejar de 
manera adecuada los temas que dividen a causa del conflicto. Por el otro, se encuentran el 
conjunto de relaciones entre los grupos humanos, cuya cooperación es esencial para la 
generación de nuevas relaciones. (Beristain, 2005, pág. 17) 
 
La reconciliación es una idea que compete a sociedades interesadas en el fortalecimiento de 
sus democracias, y Beristain (2005, pág. 18) señala la importancia pragmática de este tipo de 
procedimientos para la perdurabilidad de concepciones como la de gobernabilidad y la 
integración social. Por esta razón advierte que en sociedades acompañadas de conflictos 
violentos históricos, la reconciliación es además un proceso que requiere de tiempo y un lugar 
en las agendas gubernamentales, a veces presionada por la comunidad internacional. En ese 
sentido, la participación de toda la sociedad civil es fundamental, no solamente la de aquellos 
afectados directamente por la violencia, dado que es un proceso conjunto de reconstrucción 
de lazos afectivos comunitarios incluyendo actitudes, expectativas, sentimientos, visiones de 
mundo, etc. 
 
Teniendo claras estas consideraciones, es posible pensar la triada de verdad, justicia y 
reparación como un complejo entramado de aspiraciones, requerimientos y soluciones al 
alcance de todos los actores que dialogan una política de reconciliación integral. Son en 
conjunto, los valores máximos que deben prevalecer en las dinámicas de construcción de 
acción pública para la paz, y su maniobrabilidad en este tipo de procesos depende 
enteramente de la voluntad política de los actores involucrados. (Beristain, 2005, pág. 19) 
 
De acuerdo con el autor, la reparación es un conjunto de medidas y políticas que buscan 
restituir los derechos y mejorar la situación de las víctimas. Precisamente, ante un conflicto 
armado, o una situación autoritaria, surgen múltiples formas de violación de los derechos 
humanos, que aparecen al lado de rasgos como la débil estructura del estado de derecho, la 
aplicación inadecuada de la ley, la escasa capacidad de administrar justicia y el aumento de la 
violación de derechos humanos, elementos ligados a la desconfianza por la autoridad estatal y 
la debilidad de la economía. (Beristain, 2005, pág. 45) 
 
Frente a un proceso de reconciliación en el que las instituciones prestan su espacio para el 
conocimiento de las formas de victimización que generó el conflicto, es natural que las 
víctimas acudan para obtener el reconocimiento debido de su situación para ser objeto de la 





procedente para darle sentido, la Organización de las Naciones Unidas ha visibilizado el 
principio de reparación como una herramienta que sirve para hacer frente a la incapacidad del 
aparato jurídico de un Estado para hacer frente a la serie de demandas o peticiones judiciales y 
exclamaciones que de ser individuales, harían que este colapse. (OACNUDH, 2006, pág. 15) 
 
Es por lo mismo que se justifica que ante la ineficiencia del Estado y para que sea compatible 
con las posibilidades que este debe plantear, debe visibilizarse de manera extrajudicial, una 
excepción a la ley que permita atender de manera más integral a las víctimas de una realidad 
de guerra, conflicto, o dictadura vivida. En Colombia, estas pautas excepcionales fueron 
argumento para la desmovilización de los combatientes como más adelante se discutirá.  
 
En relación a esto, la construcción del enfoque dado a la reparación se esboza en los 
componentes discutidos por la OACNUDH, claramente identificables  en 5 aspectos: 
restitución, indemnización, rehabilitación, medidas de satisfacción y garantías de no 
repetición. Los debates y percepciones alrededor de estos puntos se diversifica en los 
contextos en los que se busca su aplicación. 
 
La restitución busca restablecer la situación previa de la víctima, sin embargo, como lo han 
planteado Saffon y Uprimny (2010). Esta mirada debe revisarse a la luz de los problemas de 
inestabilidad territorial en el sentido de disputas por el control de la tierra que aún no se han 
solucionado. Además está el inconveniente de aquellas víctimas cuya situación previa a los 
hechos violentos ya reflejaba la ausencia de oportunidades a través del vacío institucional que 
el Estado había generado con su ausencia (Uprimny, 2010). En ese orden de ideas la 
restitución, que involucra un componente básico como el de las condiciones materiales para el 
goce efectivo de derechos, también incluye herramientas para la reducción de la brecha social 
que aviva el conflicto armado. 
 
La indemnización es un componente que al ser también material, involucra aspectos 
referentes a la cuantificación del daño y la generación de una compensación monetaria por 
daños físicos y morales. Al tiempo la rehabilitación incluye medidas en atención médica, 
psicológica, legal y social que permitan enaltecer la permanencia y continuidad de proyectos 
de vida afectados. Las medidas de satisfacción se consideran como una etapa a lograr a través 
de las medidas anteriormente mencionadas, porque implica el deber realizado, el estado de 
derechos garantizado, la verificación de los hechos y el conocimiento de una verdad pública 
que acarree sanciones a los perpetradores, tranquilidad para los afectados y restablecimiento 
de derechos en toda la población. Sin embargo este tipo de elementos no tienen sentido si no 
pervive la garantía de no repetición, una circunstancia clave para considerar el éxito de un 
proceso de reconciliación en el que las relaciones sociales no se vean viciadas por la amenaza 
de la estigmatización permanente y en el que las reformas institucionales restablezcan la 
confianza en los entes del Estado (Beristain, 2005, pág. 21). 
 
Cabe aclarar que la motivación de desarrollar un análisis más profundo en la temática de 
reparación como política en relación a una categoría tan amplia como la de víctimas (en tanto 
población que espera un cambio) es un espacio para generar nuevas aproximaciones a los 
fundamentos previamente enunciados desde las necesidades que ha procurado la escasa 
experiencia en la temática desde un enfoque de análisis de narrativas de política pública en 
Colombia. El sentido que aguarda a la disertación se fecunda en la generación de mecanismos 
que se han desarrollado para cubrir los principios de la reparación y la definición de víctima a 
partir de una perspectiva eminentemente occidental, que además advierte valores 






1.3. ¿Quiénes han hablado de reparación? 
Al entender la reparación como un asunto que despierta múltiples posiciones y que implica 
diferentes iniciativas gubernamentales y no gubernamentales, la construcción argumentativa 
que es relevante en esta investigación se manifiesta en dos perspectivas: Por un lado está el 
campo estatal que piensa el resarcimiento del daño como componente de la paz, haciéndolo a 
través de principios sociales, económicos, jurídicos y culturales occidentales. Desde la otra 
orilla, un segmento de argumentaciones obedece a las recreadas culturalmente en ámbitos 
particulares de socialización como las de los pueblos indígenas.  
 
En el Estado, el universo de actores involucra a los representantes del gobierno que 
intervinieron en las discusiones (comisionado de paz y algunos ministros por un lado). Al 
tiempo, partiendo de una ley, se generaron los mecanismos para pensar la reparación durante 
este tiempo, y revisar los planteamientos de la rama legislativa cobra importancia significativa. 
Losparlamentarios que derivaron su discurso frente al conflicto en un marco jurídico para la 
reparación en Colombia plantean argumentaciones correspondientes con alianzas partidistas o 
con tendencias políticas propias de su rol. 
 
En esos debates, la intervención de organizaciones multilateralesentre 2002 y 2005 jugó un 
papel primordial a la hora de entender los escenarios de discusión para la configuración de los 
mecanismos de intervención. Las reivindicaciones, los acuerdos, las demandas, y en general las  
perspectivas involucradas ocupan un lugar que da orden al curso que tiene la construcción de 
parámetros explícitos para la reparación como los incluidos en la Ley de Justicia y Paz.  
 
A partir de esas controversiasotros de los actores a tener en cuenta son los integrantes del 
grupo para el cual la desmovilización fuese acción excepcional: las AUC.Es clave la intervención 
de los principales líderes de las AUC en el diseño del proceso de desmovilización, cuya 
perspectiva y la de sus abogados fijaron puntos a ser visibilizados y establecidos en las 
propuestas de ley. Evidentemente, se trató de un proceso de negociación que acarrearía 
algunos beneficios para los victimarios. Vale la pena resaltar que su consideración en el 
segmento estatal obedece a la dinámica de la narrativa por ellos expuesta, que como se verá 
más adelante, se caracterizó por afirmar su rol como “defensores de la constitución”. Este 
hecho hizo que no fuesen considerados como criminales políticos y abanderados de los 
beneficios adicionales que obtendrían de haber sido así juzgados (excención de extradición 
especialmente). 
 
Cabe señalar que con la preponderancia de la Sentencia T-025 de 2004 y los Autos de 
seguimiento, es también protagónico el papel de la Corte Constitucional. Su perspectiva se 
vinculó como una directriz parala construcción de lineamientos de la no terminada política de 
reparación en tanto caracterizó a las víctimas teniendo en cuenta factores que las hacen 
diferentes aún al haber sufrido por el mismo conflicto armado. Este hecho supuso la 
importancia de valorar la naturaleza de la victimización como hecho fundamental para la 
aplicación de la Ley de Justicia y Paz, planteando la necesidad de generar acciones diversas y 
de carácter participativo que vincularan a las víctimas en el diseño de los procesos 
subsecuentes. En ese sentido, abrir un espacio para la sustentación de argumentos por parte 
de organizaciones sociales y representantes de víctimas es un hecho factible al seno del 
Estado. 
 
Sin embargo, dentro del universo de las consideradas víctimas existen visiones que no son 





él. Precisamente, cuando se reitera el posicionamiento de los grupos indígenas, la 
problematización se enmarca en una perspectiva tan compleja que su caracterización como 
actor requiere de un espacio diferente de análisis. Este espacio es el de la controversia, 
caracterizada a partir del contraste de un conjunto de miradas de mundo que no están del 
todo en una relación de coherencia con las perspectivas estatales-occidentales. Por eso se 
particularizael caso de los indígenas Wayúu quienes mientras han abrazado tradiciones 
ancestrales han dicho: “primero la nación Wayúu que el Estado colombiano”. 
 
De esta manera, descifrar la percepción de la reparación al interior de los Wayúu requiere 
divisar la especificidad de la convivencia indígena en clave de la construcción de lo social desde 
la tradición y las reglas consuetudinarias. Consecuentemente, para el análisis es fundamental 
entender los arreglos culturales que generan al interior de sus dinámicas sociales, que en su 
particularidad, llega a subvertir los órdenes estatales y a encaminar desde la vivencia de lo 
propio elementos fundamentales para pensar cualquier situación problemática. 
En esos arreglos culturales se incluyen las relaciones de género para tener una óptica 
específica de cómo son las formas de interacción que definen sus miradas de mundo. Son las 
mismas que han sido expresadas en la oralidad, y pueden generar una incidencia para 
problematizar más a fondo los lineamientos que se han construido desde el Estado para la 
política de reparación. Sin embargo, esas pautas pueden ser tan diversas como el número de 
pueblos indígenas reconocidos alrededor del territorio nacional. Por tal razón, los espacios de 
construcción social que han marcado la pervivencia del pueblo Wayúu se han reconocido 
como ciertamente ejemplares y significativos para ilustrar un espacio específico en el que la 
cultura marca la procedencia de la vida.  
Son varias las razones que impulsan esta iniciativa que se especifican a continuación pero que 
se resumen en la estructuración de elementos que los hacen iguales en diversas miradas a una 
organización estatal diferenciada y con mayor anterioridad a la generada por occidente: En 
primer lugar,los Wayúucuentan con una fundamentación oral y escrita del derecho propio con 
gran trayectoria histórica dentro de los grupos indígenas, siendo uno de los pueblos en donde 
la tradición ha sido arraigada y procede firmemente gracias a la existencia de lo que en 
occidente equivale a instituciones mediadoras de justicia (palabreros como se verá más 
adelante). (Guerra, 2001) En segundo lugar, los arreglos culturales que parten de la Ley de 
Origen o Ley primera (equivalente a una Carta Constitucional aunque hablada) plantean la 
importancia de la estructura territorial y familiar, aspectos que se encuentran en circularidad 
constante y que determinan la estructura social de este pueblo (Pimienta, 2011). 
Finalmente está la percepción del conflicto armado y el encuentro que los Wayúu han 
generado con los grupos armados paramilitares en la zona de la Guajira. Son ellos uno de los 
pueblos indígenas que han sentido más de cerca el impacto de estos grupos, y que en el 
período de tiempo entre 2002 y 2009 sufrieron de manera inenarrable atrocidades de todo 
tipo en sus territorios. (Vicepresidencia de la República, 2009 y Ley 975 de 2005) 
Así pues, para generar un acercamiento explícito a los dilemas que la política de reparación en 
su formulación ha acarreado, el caso del pueblo Wayúu resulta pertinente para establecer 
argumentos desde visiones de mundo diferenciadas. Es este un pueblo indígena cuya 
concepción respecto al orden social es divergente al occidental, y al tiempo plantea la 
experiencia de habitar una de las zonas mayormente afectadas por la presencia de las AUC en 









1.4. La incidencia del conflicto armado en el pueblo Wayúu 
Los Wayúu se encuentran ubicados en la península de la Guajira, el punto más alto en las los 
mapas de Colombia y Venezuela. Esta zona es conocida por recursos naturales como el carbón 
y la sal, albergando proyectos mineros de gran envergadura (Cerrejón). Aún contando con una 
geografía ampliamente desértica, es considerada una zona clave para el contrabando y el 
tráfico de drogas. En 2006, un diagnóstico revelador se presentó a una Misión Internacional de 
Verificación sobre la Situación Humanitaria y Derechos Humanos de los pueblos indígenas de 
Colombia. Los asuntos concernientes al pueblo Wayúu fueron desarrollados por el Cabildo 
Wayúu de Wepiapaa en Dibulla, provincia de Guajira y el Cabildo Wayúu Nouma de 
Campamento en Maicao, también en la Guajira.  
 
Debido a su ubicación específica, la península donde habitan los Wayúu es el escenario para la 
poli-residencialidad de este grupo, que varía entre dos países diferentes. Sin embargo, esto se 
suele utilizar como una cortina de humo para ocultar el desplazamiento forzado. Además, los 
circuitos comerciales que forman parte de las experiencias comunitarias, se vieron afectados 
también por los intereses de grupos paramilitares principalmente, cuya presencia fue más 
álgida en la región durante 2003 y 2005, superando escenarios de violencia históricamente 
presenciados (Cabildo Wayuu de Wepiapaa, Cabildo Wayuu Nouma, 2006). 
La exposición Wayuu a los grupos armados se remite a los años 70, cuando lo que se llamó la 
"bonanza marimbera" surgió como un fenómeno de enjambre de cultivos ilícitos que llamaron 
la atención de los grupos armados como las FARC (frentes 41 cacique Upar, Resistencia Wayuu 
19 y 59) y el ELN (Frente Luciano Ariza y Gustavo Palmesano). No obstante, en la Guajira, el 
número de hectáreas dedicadas al cultivo nunca ha sido significativo debido a que su 
importancia ha sido presentada en el establecimiento de un corredor apropiado para el tráfico 
(más que  a la producción) de drogas y el contrabando en las estribaciones de la Sierra de 
Perijá y Alta Guajira (Vicepresidencia de la República, 2009, pág. 12). 
 
Si bien esta situación determinó muchos de los rumbos económicos, sociales y políticos de las 
comunidades Wayuu, en los años 90 las AUC comenzaron las disputas territoriales con la 
guerrilla que antes dominó la zona. Estos conflictos llevaron a enfrentamientos entre las 
estructuras de la policía, de las guerrillas, de las fuerzas militares y paramilitares y hasta de los 
mismos indígenas Wayúu, todos presentes en una zona que no cuenta con claras distinciones 
entre el bien y el mal, los escrupulosos y los corruptos, entre las polarizaciones terroristas y no 
terroristas, diferencias claras e identificables en la sociedad occidental. 
 
Como consecuencia de ello, la inseguridad generalizada y el empobrecimiento fueron sucesos 
que incrementaron a partir de 2003, situaciones que también significaron la falta de garantías 
para el derecho a la seguridad alimentaria, una baja cobertura en servicios tales como la salud 
y la educación, la ausencia de alternativas económicas y productivas, entre otros elementos 
que en conjunto desencadenaron el incremento en la dependencia de la ayuda humanitaria. 
Del mismo modo, más Wayúu buscaron establecerse en territorio venezolano en donde 
finalmente fueron explotados en grandes haciendas, algo proporcional a un fenómeno de 
pérdida territorial y cultural que incluyó el debilitamiento de las autoridades tradicionales, 
fractura de redes de cooperación y de apoyo económico y el daño a ecosistemas considerados 








GRÁFICO 1. EVOLUCIÓN DE LA INTENSIDAD DE LA CONFRONTACIÓN EN EL TERRITORIO HABITADO POR 
LOS WAYÚU (2003 -2008) 
 
 
Fuente: Boletines diarios del DAS 
Procesado: Observatorio del Programa 
Presidencial de DH y DIH, 
Vicepresidencia de la República. 
 
De acuerdo con el programa presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario, el aumento progresivo en las confrontaciones armadas que señala el gráfico 
entre 2004 y 2006, era de relacionarse con la instalación de la Décima brigada del ejército 
nacional en los departamentos de Cesar y La Guajira, en un intento del gobierno nacional por 
retomar el control de la zona. Con esta justificación se registraron 74 episodios armados 
desarrollados por la fuerza pública, especialmente en los municipios de Riohacha, Maicao y 
Fonseca, que descendieron a partir de 2006. (Vicepresidencia de la República, 2009, pág. 15) 
 
Inevitablemente, la continuidad de la Ley Wayúu se ha visto influenciada y ha debido 
adaptarse para evadir las amenazas de las estructuras armadas y la guerra. Precisamente, el 
arribo de paramilitares a la zona fue un fenómeno ante el que ningún Wayúu estuvo 
preparado, y en cuanto a la dinámica del conflicto, se hablaba de resistencias, contraofensivas 
o incluso de alianzas en las estructuras familiares desde diferentes posiciones frente a los 
actores armados.Esta dinámica debe entenderse desde el principio reiterado de 
autodeterminación en donde son los mismos lugartenientes Wayúu, amparados por principios 
tradicionales y disposiciones familiares, los que han determinado los rumbos de 
relacionamiento ante las estructuras que se cruzan en sus comunidades. 
 
La autodeterminación es un concepto forjado en años de trascendencia cultural.Ha sido un 
principio bajo el que se ha buscado reivindicar la inmanencia de las tradiciones y de los usos y 
costumbres. El estudio de Weildler Guerra, trae a colación la mirada de Ricardo Colmenares, 
quien desarrolla los avances en Venezuela en materia del reconocimiento de sistemas 
normativos consuetudinarios como el guajiro en un espacio social más amplio. En este texto se 
reconoce que los pueblos indígenas son generadores del derecho y, por tanto, la inserción de 
sus prácticas jurídicas dentro del sistema judicial formal reitera la importancia del principio de 
autodeterminación, que al ser la base para la igualdad ante la ley, sienta las basespara la 
igualdad general. (Colmenares, 1995, pág. 37) Así, la autodeterminación equivale a la 
posibilidad de ejecutar con libertad los lineamientos de regulación social de acuerdo al 




















Armando Valbuena, líder Wayúu, señaló que antes del Estado colombiano, está la nación 
Wayúu, y el derecho territorial propio que se garantiza desde las decisiones amparadas por la 
sabiduría tradicional. (Valbuena A. , 2011)La asignación de labores que emerge de la 
organización social Wayúu se ve amparada por los parametros que ellos han construído y las 
prácticas que de ahí se desprenden permiten la armoniosidad de sus comunidades.Carmen 
Pimienta, Wayúu de Bahía Honda en el municipio de Uribia relata las obligaciones y 
destinaciones de las autoridades tradicionales en tanto fuentes de organización y 
coordinación: 
Aquí va todo en un caracol, aparte de que todos sabemos que el tío materno, el tío de la mamá 
de  uno es el jefe familiar, del territorio, del clan, es jefe pero para recibir palabra, va y lleva la 
responsabilidad, dice yo pago, yo arreglo, es autoridad para ese tema, para tratar de solucionar 
problemas. Hay mujeres que también son autoridades tradicionales porque hay familias en 
donde la mayoría son mujeres, y son ya mayores, hay pocos hombres, entonces son ellas las 
que dirigen y reciben la palabra también. La autoridad tradicional también debe ser una 
persona seria, responsable, porque si mi tía tiene tres hijos, y de esos tres se elije el más 
responsable, el que está ahí, el que es serio, que no dice mentiras, el que es sano, si la mujer 
cumple esto, puede serlo y asumir la responsabilidad de la autoridad tradicional. (Pimienta, 
2011) 
 
Es este el concepto mismo de autodeterminación que la Constitución Política de 1991 
consagró respecto a los grupos indígenas, cuando en el Artículo 246 se especifica que las 
autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su 
ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre que no 
sean contrarios a la Constitución y leyes de la República. En conformidad a esto, se planteó 
además que la ley establecerá las formas de coordinación de esta jurisdicción especial con el 
sistema judicial nacional, aúna pesar del registro constante de intervenciones armadas de 
naturaleza legal e ilegal que hostigan la libre convivencia y generan dificultades en la 
disposición armoniosa de valores tradicionales. 
 
Cuando pervive el conflicto, las amenazas también se tornan latentes para la continuidad y 
materialidad de la autodeterminación de los pueblos indígenas, y en tanto el Estado es incapaz 
de garantizar la paz en los resguardos indígenas, es incompetente en su labor de asegurar el 
goce del derecho a la autonomía. Si bien la Constitución también plantea en el Artículo 7 la 
diversidad étnica y cultural de la Nación, también es cierto que por esas características 
diversas, el blanco armado que representan los pueblos también es más grande. 
 
Susana Villarán, identificólos graves efectos que el conflicto provoca en la vida de las mujeres y 
hombres colombianos haciendo un enfasis especial en las poblaciones tradicionalmente 
vulneradas aún en ausencia de conflicto. La presión que ejercen los grupos armados sobre los 
territorios indígenas, sea por razones de estrategia militar o por razones económicas, impacta 
en los proyectos colectivos cuando la vida se somete a alteraciones graves de los valores y se 
transgrede la disposición misma de los territorios ancestrales. Larelatora especial sobre 
violencia contra la mujer de las Naciones Unidas, también planteó una gran preocupación 
frente a los organismos multilaterales por la falta de interés en estas 
repercuciones,demostrado por todas las partes del conflicto, por la comunidad colombiana y 
en general y por los medios de información. (Villarán, 2007) 
 
Ante amenazas e incursiones particulares, algunas mujeres han reaccionado acudiendoa la 
protección con medidas cautelares por episodios grises en la historia del pueblo como en el 
caso de la masacre de Bahía Portete en abril de 2004, episodio en el que 4 mujeres murieron 





paramilitares.1Sin embargo, las miradas acerca de esta situación son siempre controversiales y 
diversificadas de acuerdo a quien produce los testimonios, y al respecto, líderes hombres y 
mujeres de los Wayúu han argumentado la procedencia de los principios de compensación y 
todo lo que ello implica ante estos hechos como reiteración de la importancia de la mujer en 
este pueblo. Ante la imposibilidad de estos mecanismos es que muchos de estos líderes se han 
sumado a la discusión con el Estado, reiterando la defensa del Derecho territorial  a través del 
derecho propio como fundamento para la vida plena, la conservación de los valores familiares-
tradicionales y la tranquilidad de las mujeres Wayúu. 
 
Remedios Uriana relataba su sensación de decepción con las marcas que episodios de este 
tipo, y en general, que la guerra y la discordia han dejado en la cultura Wayúu, como el hecho 
de que progresivamente se haya reducido a cero el valor de las mujeres. Melancólicamente 
contaba que 
 
“Si de pronto en los conflictos alguien de su familia moría en el territorio  de la contraparte, 
eran ellas quienes podían ir a recoger los cuerpos. Era permitido el ingreso de mujeres 
consideradas parte del enemigo pero eran respetadas por ser mujeres. Hoy no pasa, y cuando 
se involucran actores armados, la mujer es maltratada, torturada, etc.”(Uriana, 2011) 
 
Los hechos de Portete fueron solo la punta del iceberg que visibilizó la incidencia de los valores 
militaristas de los alijuna, especialmente en manos de la dinámica paramilitar en la Guajira, 
cuya operatividad resultó en un progresivo desgaste cultural para el pueblo Wayúu. Los 
órdenes sociales que daban estructura al enaltecimiento de la mujer aún en los conflictos 
propios, ponderaban en su más alto escaño el respeto a las matronas, a las mentoras, a las que 
postergaran la cultura, las guías y, por decirlo de algún modo, las ordenadoras territoriales. 
Como plantea Eliana Pushaina, estudiante de trabajo social y líder Wayúu:  
 
Es clara la pérdida en el tiempo del papel de la mujer por la influencia de esa cultura diferente a 
la nuestra que no tiene respeto, que agrede a las mujeres, que no tiene respeto por ellas, y el 
Wayúu ha venido tomando y replicando ese tipo de actitudes. Ya hay Wayúu que maltratan a 
las mujeres. Eso refleja la pérdida de valores, como de respeto, lo propio, lo nuestro, en donde 
la mujer cumple un papel fundamental como transmisora de la cultura, de la sangre. Porque 
nosotros somos una cultura matrilineal, y somos nosotras las que transmitimos el clan a 
nuestros hijos y así ellos lo transmite. Anteriormente la mujer era esa figura respetada, se les 
consideraba sabias, se les escuchaba. Porque los hombres decían, bueno, nosotros de pronto 
por la rabia, por el orgullo herido, podemos aveces decir y hacer cosas en momentos de calor 
indebidas, incorrectas, que no contribuirían a aminorar sino a empeorar el conflicto. Entonces 
nos consideraban como más sensatas. Sentimos rabia, dolor, pero pensamos en los hijos, en lo 
que va a ser, en cambio el hombre en su rabia no ve el futuro. Y lo fuerte no es ver la falta de 
respeto en el alijuna, en el no Wayúu, sino en nosotros mismos.(Pushaina, 2011) 
 
El dilema se complejiza a medida que se contemplan las dinámicas culturales afectadas, 
porque si bien el Estado busca reparar, ¿en qué medida esa tentativa no va en contravía del 
principio de autodeterminación del pueblo Wayúu? En este aspecto el argumento dado por 
Gustavo Valbuena es contundente al plantear que si se siguen principios constitucionales, es 
deber del Estado garantizar que los pueblos indígenas logren vivir y regularse de acuerdo a su 
ley de origen, y eso se basa en que los territorios no sean para la guerra. En ausencia del 
incumplimiento de ese precepto, la exigencia Wayúu es simple: “la reparación que nosotros 
esperamos debe partir de la posibilidad de contar con nuestra tierra sin miedo, sin pensar que 
van a llegar a matarnos por estar viviendo en lo propio”.(Valbuena, 2011) 
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Esa es la primera aproximación desde las visiones de justicia y reparación en una sociedad que 
reacciona en comunidad ante el conflicto. Hay afectaciones que pueden ser dirimidas por el 
pueblo en sí, pero otras, en las que el Estado debe intervenir para garantizar el principio de 
autodeterminación a los pueblos indígenas conferido en la Constitución de 1991, y ello implica 
que se generen las aproximaciones precisas para el reconocimiento por un lado, y para la 
reiteración de derechos por el otro. El abordaje de estos asuntos se hará en clave de 
reconocimiento de las concepciones culturales de un pueblo, las mismas que delimitan su 
organización social, dotando de sentido y significado una mirada diferenciada acerca de la 
concepción del conflicto armado y de los mecanismos y fundamentos que merece una política 
de reparación.  
2. MARCO TEÓRICO 
 
¿Por qué considerar las narrativas como insumos importantes en el análisis de las políticas 
públicas? Al generar esta pregunta permito dar cabida a la elección de instrumentos teóricos 
que aproximan una respuesta, no en un sentido de jerarquía entrediferentes posibilidades de 
análisis, sino potenciandola aplicabilidad del uso de relatos de política2. Precisamente, pensar 
en las controversias, conflictos y generación de argumentos que fundamentan una acción del 
Estado permite encontrar las causas de las dificultades y las oportunidades que la misma 
política acarrea durante todo su proceso. No obstante, el enfoque dado a esta investigación se 
adentra en la formulación de lineamientos de política entre 2002 y 2009, momentos que son 
entendibles como los escenarios de mayor conflicto e intercambio argumentativo. 
 
Cuando se divisa la construcción de lineamientos de política de reparación, las aristas que se 
encuentran y se chocan se multiplican por el número de actores y sus posiciones. El escenario 
se hace aún más complejo cuando entran en juego visiones culturalmente diferenciadas como 
las de los grupos indígenas. En ese sentido, el análisis de narrativas de política hace posible la 
consideración de diversas miradas, las cuales interactúan en ámbitos de problematización 
derivados de las percepciones de los agentes que en este caso se centran respecto a categorías 
como víctima y reparación.  
 
Las percepciones que manifiestan los actores se alteran en momentos específicos de la 
formulación de los programas y proyectos dependientes de los lineamientos de política, y 
altratarse de valores involucrados en espacios de construcción de pautas para la paz es 
imperativo acudir al discurso de derechos humanos para interpretarlos en su contexto. Los 
argumentos que se derivan de diferentes actores se remiten constantemente a derechos, los 
cuales se denotan como herramientas discursivas que traducen los valores y expectativas de 
cada uno de los actores presentes en las diversas discusiones.  
 
No obstante para entender mejor de que se habla cuando se habla de argumentos, y además, 
de procesos de traducción a través del discurso, se tendrá en cuenta la perspectiva de 
Giandomenico Majone y Michell Callon. Estos autores serán de utilidad con sus enfoques 
teóricos para dar lugar a una construcción integral de narrativas de política, enfatizando en 
otros mecanismos para comprender los actores, su relacionamiento, y el intercambio de 
discursos como epicentro para las controversias. 
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De esta manera hay dos aspectos a tener en cuenta: En primer lugar se desarrollará el estudio 
de las narrativas de política como eje en el que los escenarios de problematización tienen 
lugar, enfatizando en aspectos como la argumentación persuasiva y los actores-red como 
enfoques teóricos complementarios que encaminarán la reconstrucción de los relatos 
relevantes. El enfoque de derechos humanos conforma el segundo elemento que viabiliza un 
análisis de política pública al viabilizar las narrativas hacia un centro común de discurso. Cabe 
aclarar que en ese epicentro se encuentrandiversas percepcionessegún los actores y por ello el 
foco de interpretación puntualiza en cada uno para comprender sus dinámicas argumentativas 
a la luz de un contexto específico como el del conflicto armado. 
 
2.1. Narrativas de política y problematización 
 
Emery Roe plantea que las narrativas, o relatos como él señala, son historias (escenarios y 
argumentos) que suscriben y estabilizan los supuestos para la formulación de políticas en 
situaciones en las que persisten incógnitas, altos grados de interdependencia y algunos bajos 
grados de acuerdo. (Roe, 1994. Pág. 34).Según esta mirada, es necesario analizar las 
interacciones en los micro-niveles del proceso de formulación de la política, las intervenciones 
que se consideran poco relevantes, reconociendo relaciones de poder y grupos de interés que 
desencadenan argumentaciones específicas para dar lugar a la toma de decisiones en el macro 
nivel.  
 
Con esto se plantea la importancia de generar pautas de planificación más elaboradas y 
profundas, que enfaticen en los segmentos poblacionales que representan la oposición y que a 
la vez sienten la afectación de la situación problemática, para generar espacios de incidencia 
más coherentes y funcionales. Allí mismo reside la metodología del análisis narrativo que 
busca encontrar como eje central la controversia, presente en diferentes escenarios y 
momentos que el analista de políticas públicas debe identificar en tanto es su objetivo 
desarrollar un análisis intertextual para dar lugar a una metanarrativa. 
 
La metanarrativa, se refiere al trabajo del analista para el encuentro de las pequeñas historias, 
de los relatos que componen el universo del problema sin una visión homogénea del mismo, 
contemplando conflictos y tipos de oposición. No se trata de un consenso o acuerdo, la 
metanarrativa es el producto de los conflictos emergentes de una situación problemática, en la 
que aparecen diferentes temáticas y actores pertinentes para revisar los asuntos que no 
aparecen en las agendas políticas predominantes para los decisores. (Roe. 1994. Pág, 52) 
 
En ese sentido, aún en universos tan disímiles como los construidos para pensar la reparación 
entre la Ley de Justicia y Paz y las Leyes de Origen indígenas, existen máximas comunes. Entre 
estas cabe mencionar que, partiendo de la concepción misma de reparación y víctima en 
ambos universos de concepciones, existe la posibilidad de generar escenarios para viabilizar 
perspectivas de política pública. Pero continuemos con los planteamientos de Roe para 
comprender mejor lo que sucede en el análisis de política desde las narrativas. 
 
Roe guía la delimitación conceptual de la metanarrativa a través de experiencias específicas. 
Así pues, plantea una suerte de metodología que cobra sentido de acuerdo a los espacios en 
los que los relatos tienen lugar. El objetivo principal es la comparación de dos grupos de 
narrativas, un ejercicio que no tiene tamaños particulares, e incluye sin sentidos, concepciones 
que pareciesen fuera de lógica, percepciones de riesgo, etc., para dar lugar a recomendaciones 






De este modo, ante una iniciativa o propuesta de política la controversia siempre tendrá lugar, 
y en ese contexto es fundamental iniciar conociendo una unidad común que cambia de 
acuerdo a las argumentaciones exteriorizadas por los actores. La temática que sirve de 
epicentro para elaborar un contraste de miradas es identificable cuando se reconocen 
diferentes concepciones o definiciones para un mismo concepto. Logrado esto, cuando los 
actores acuden a dichas concepciones, lo harán con la intención de maniobrar sus propias 
argumentaciones señalando costos y beneficios de sus iniciativas y las de los demas, 
entendidos estos como factores estructurales que delimitan las percepciones y motivan 
decisiones. Finalmente surgen los puntos controversiales, en donde se entrecruzan 
significados, imágenes, valores y demás aspectos que definen si ante una temática hay 
polarización, incertezas y cambios de parecer. No obstante, el proceso adquiere la relevancia 
que merece cuando se encuentran puntos en común, situaciones que podrían resolverse, así 
sean pequeñas o parezcan insignificantes; las concecuencias encontradas proyectan la 
potencialidad de este tipo de análisis respecto a otras herramientas mientras las complementa 
(Roe. 1994. Pág, 76-81). 
 
Frente a esta última pauta cabe la fundamentación de un principio simple: No existe, en un 
proceso de configuración de política pública una opinión sin importancia, así no se vincule 
directamente a la decisión que prevalece. Roe plantea incluso la existencia de no-historias, 
percepciones que se desdibujan de escenarios de lo público y que mantienen concepciones 
que pueden vulnerar la visión de absolutidad de la política y señalar a la vez pequeñas 
divergencias que pueden representar fallas y/o oportunidades en el proceso de la misma. En 
palabras de Roe, un argumento circular, sin principio, nudo o final, también hace parte de un 
análisis narrativo y para propósitos analíticos es una no-historia (Roe. 1994. Pág, 86). 
 
Pero la pregunta sería ¿cómo delimitar las no-historias? Para complejizar los escenarios en los 
que se delimitan e interactúan los universos en donde subsisten concepciones diferenciadas, 
primero en la percepción de un problema, y segundo en la generación de expectativas para 
generar un cambio, es necesario dinamizar las trayectorias de las narrativas junto a un análisis 
de actores. Es allí en donde es pertinente acudir al enfoque de Michel Callon, teórico de la 
sociología simétrica, cuyo abanico conceptual ofrece un marco de posibilidades analíticas que 
permiten comprender el carácter y significación de las argumentaciones exteriorizadas en la 
configuración de lineamientos de política.  
 
El autor parte de un enunciado fáctico que para nuestro enfoque representa una realidad 
fundamental: los diferentes tipos de actores interactúan juntos en una red constituida por 
alianzas, no por consensos. Al respecto, los grupos que no se vinculan a las discusiones son 
también relevantes en esta red, y presentan posturas mientras dinamizan o no las alianzas 
constituidas en escenarios específicos de formulación de política pública.(Callon, 2008, pág. 9.)  
 
Las alianzas sólo son perceptibles  en los espacios de problematización, que a la luz de Callon, 
son procesos y constituyen una red en la que circulan imaginarios, objetos, símbolos, prácticas 
y demás elementos situados como intermediarios, de los que los actores se valen para 
definirse y entredefinir su percepción sobre lo dado y lo deseado para entablar espacios de 
reconocimiento, construcción de proyectos identitarios y posibilidades de acción(Callon, 1996, 
pág. 8). 
 
Desde esta perspectiva, una situación problemática es producto de argumentaciones 
provenientes de diversas redes de actores, determinando los juicios morales, la importancia 
del problema y las decisiones de  política a proceder ante el escenario construido. Cabe señalar 
que la indicación sobre la condición del actor en Callon, no corresponde con la visión 





entre actor-intermediario-actor, por tanto no se considera como una unidad social, sino como 
una relación dinámica de intercambio y definición por y gracias al otro en constante 
replanteamiento.(Callon, 1996, pág. 7) 
 
En su texto de 2008, Callon desarrolla una serie de acercamientos conceptuales  desde el 
análisis de la interacción entre mundos aparentemente heterogéneos, que para efectos de 
esta tesis, se aplica al mundo estatal y al mundo indígena.No obstante, para enlazar la 
pertinencia de estos acercamientos desde las narrativas de política se acudirá a 
conceptoscomo traducción e irreversibilidad, que señalan la fuerza de realidad consolidada en 
la delimitación de la problematización de una red que se supone trenzada entre mundos 
heterogéneos. La consistencia de esa red genera el interesamiento y enrolamiento, es decir, 
un aparente consenso respecto a la acción a desempeñar frente al problema, pero la manera 
en que este consenso es estable depende del proceso de traducción.  
 
La operación de traducción es realizada por una entidad sobre otra, y estas pueden ser actores 
o intermediarios, humanos o no-humanos, en un proceso de mutua definición. Es un espacio 
en el que se genera o no el reconocimiento del otro para la legitimación de la acción a realizar. 
El grado de acuerdo generado por una serie de traducciones, y por los intermediarios de todo 
tipo que las operan (al que se le conoce como grado de convergencia) revela las fronteras de 
una red. (Callon, 2008, Pág. 158)3 
Aunque Roe no hace una jerarquización de las narrativas, los espacios en las que toman lugar 
dotan de relevancia a ciertos actores por el protagonismo que estos adquieren y su lugar en la 
red que plantea Callon. Sus concepciones se denotan facilmente identificables y la percepción 
del problema que ellos presentan es fácilmente asimilada por otros. En otros términos, el 
lenguaje que se utiliza para transmitir los argumentos logra traducirse de modo que es 
aprehensible por un público más grande. De esta manera, y dando respuesta a la pregunta que 
se formulaba previamente, es presumible que las concepciones que no tienen esa notoriedad 
son las consideradas no-historias. 
 
El ámbito de la situación problemática articula variables cuyas dinámicas obedecen a lógicas 
relacionales tendientes al encuentro de consensos, planteados como alianzas, que a su vez se 
denotan como estrategias que fortalecen una percepción de problema y de cambio. Esta 
dinámica que podría plantearse como tendiente a la universalización, es a la vez adaptativa, 
pero la posibilidad de su estabilidad en el tiempo está dada por las formas argumentativas que 
la trascienden. La normalización de espacios constituidos como problemáticos depende de la 
credibilidad con que se manifiesten a diferentes públicos, y las decisiones que de allí se 
desprendan junto a los modos de interacción socialmente aceptados, confluirán sí y sólo sí 
llegan a ser consideradas como relevantes y propios de notoriedad. 
 
Aquí surge la necesidad de puntualizar acerca de la ruta que siguen las argumentaciones para 
ser notorias, esto es, hallar las pautas que determinan una continuidad específica entre dichos 
argumentos. Para dotar de coherencia los discursos que emergen y las posibles alianzas que se 
desprenden de segmentos diferenciados por tipos de narrativas, se ha acudido a la mirada de 
Giandomenico Majone.  
 
                                                             
3En el texto el autor aclara que un intermediario es cualquier cosa que pasa de un actor a otro, y que 
constituye la forma y la sustancia de la relación establecida entre ellos. Se denomina actor a cualquier 
entidad capaz de asociar diversos elementos y definir y construir un mundo poblado con otras 
entidades, les da una historia y una identidad, y califica las relaciones entre ellos. Un actor es un 





A través de su trabajo, Majone propone que los procesos de argumentación y factibilidad 
hacen coherentes los órdenes de percepción de las realidades problemáticas y para llegar a 
ese punto, deben coexistir premisas razonables aunque con puntos de vista refutables y 
cambiantes. Así es posible identificar como en la dialéctica, argumentos persuasivos que se 
desprenden de la deliberación pública en ausencia de pruebas formales, y surgen luego de la 
interacción de diferencias razonables en valoresu opiniones cuando no se dispone de hechos 
basados en evidencias.(Majone, 1997, pág. 54) 
 
La persuasión es entonces el mecanismo fundamental para establecer los limites de una 
controversia. La asimilación de argumentos específicos por parte de los actores determina la 
factibilidad de establecer frente a un problema, una mirada específica que a su vez marca el 
curso de acción en materia de política pública. Cabe señalar que al respecto,  Callon revela el 
proceso en el que diversas posturas llegan a una decisión explícita, y se legitima la acción 
específica para generar un cambio en la situación problemática partiendo de lo que pareciese 
un consenso general.  
 
Cuando ese consenso y/o alianza se socializa, tiende a normalizarse, a ser universalizado, y en 
ese sentido, para nuestro caso, reparación como segmento de una política de paz aparece en 
segmentos trazados en concepciones generalizadas. Es la reparación como ley 4 , es la 
reparación como resultado de una negociación, es la reparación que da un estatus específico a 
una población y los determina como víctimas y victimarios bajo ciertas características y que los 
conduce por sendas como la reincorporación y la reconciliación como unidades comunes para 
ambos. 
 
El concepto de traducción entonces, conduce al de irreversibilidad, que depende de la 
imposibilidad que se crea para retornar a una situación en la cual parecía ser la única opción 
entre otras y determinando a la vez traducciones posteriores. Es generar un curso de acción 
como el único posible dentro de otros que de tenerse en cuenta, serían poco efectivos.En 
otros términos, la traducción es irreversible en la medida en que vuelve las traducciones 
alternativas improbables, por tanto es sinónimo de normalización, es la generalización de la 
política. (Callon, 2008: 172) En cuanto a Majone, la traducción y la irreversibilidad son 
comprensibles como la persuasión lograda, como la capacidad alcanzada de un argumento 
específico para absorber otras posibilidades y determinar el curso que llevaba un debate. De 
esa manera se redirecciona y se transforma la controversia en una percepción generalizada 
desde unidades comunes de sentido orientadas estratégicamente a través del discurso.  
Una ley, una alianza cerrada o una sentencia de constitucionalidad, todos son procesos que 
marcan un punto de irreversibilidad en el que el problema se delimita, se transforma y se 
socializa como un cambio venidero. Lo que hay detrás es en últimas la argumentación 
persuasiva que domina sobre otros tipos de argumentos. 
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 Ley 975 de 2005. Por la  cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos 
armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz 
nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios. Diario Oficial No. 45.980 de 25 de 
julio de 2005. Artículo 1. Objeto de la presente ley. La presente ley tiene por objeto facilitar los procesos 
de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados al 
margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Se 
entiende por grupo armado organizado al margen de la ley, el grupo de guerrilla o de autodefensas, o 
una parte significativa e integral de los mismos como bloques, frentes u otras modalidades de esas 





Cuando los argumentos persuasivos se encuentran claros, se asiste al contexto en el que la 
norma-lo normal se realiza a través de la persuasión lograda, es decir, se concreta el lugar en 
el que la realidad problematizada desde un discurso específico, se desenvuelve en cursos de 
acción que corresponden a las alianzas perceptivas desarrolladas a partir de estos consensos 
en los juicios de valor. Sin embargo, esos consensos no son estáticos, se fundamentan en 
alianzas cuya vigencia está dada por la fortaleza de su estructura argumentativa, además 
asociada a un proceso deliberativo. Esta misma dinámica es la que configura la existencia de 
expresiones de la realidad, que en este análisis se expresan como la continuidad de las 
políticas en el tiempo. Éstas, en el sentido en que Majone, implican la mirada argumentativa 
que incluye mejor y exitosamente máximas de sentido común (doctrinas) también 
orientadoras de los discursos generadores de percepción. 
 
En ese orden de ideas, vale la pena abordar aproximaciones teóricas que permitan enfatizar en 
la unidad común en la que convergen las alianzas logradas y las no-historias en la formulación 
de la situación problemática en el conflicto armado. Me refiero a los derechos humanos como 
enfoque que guia argumentos, los torna persuasivos, y los vincula a alianzas dominantes y a 
relatos rezagados, ambos imbuidos en el diseño de los lineamientos de política pública de 
reparación. 
 
Los actores acudieron a derechos para dar relevancia a sus posiciones en la agenda pública de 
la reparación. Los victimarios enaltecieron al derecho a la reincorporación, el legislativo 
enmarcó la discusión desde el derecho de todos a la reconciliación, las víctimas indígenas 
demandaron el derecho a la autodeterminación como pauta para la reparación, la Corte 
Constitucional habló del goce mínimo de derechos de las víctimas de desplazamiento. Los 
espacios de argumentación enque los derechos adquieron visibilidad han dotado de 
significado y dado vida a las narrativas. Las alianzas y mecanismos de persuasión derivaron en 
los derechos humanos como mecanismo de traducción de los argumentos de la reparación y 
su relativismo en los discursos por actores, puede ser la pauta para el replanteamiento de los 
lineamientos de política. 
 
Así pues, la practicidad del enfoque de derechos humanos está en su uso como herramienta 
analítica que dota de coherencia a las narrativas en sus contextos. Aunque es preciso 
señalarque este enfoque tiene una trascendencia teórica vinculada más a experiencias 
específicas que a libros de texto, y surge aquí como clave de encuentro entre percepciones, 
significados y orientaciones políticas. 
 
2.2. Perspectiva de Derechos Humanos en políticas públicas 
 
Para comprender mejor la perspectiva de derechos humanos se debe diferenciar entre los 
“derechos humanos” entendidos como resultado-fin, es decir, como aspiración (objetiva) y 
exigencia (subjetiva) a lograr u obtener el bien jurídicamente reconocido; y el “Enfoque de los 
derechos humanos” entendido como proceso-medio, como “forma de ver” y “manera de 
hacer” para lograr la concreción de esos derechos. (Jiménez, 2009, pág. 9) 
El enfoque de derechos humanos, puede comprenderse como una perspectiva para concebir y 
diseñar políticas públicas en virtud al desarrollo humano a través de la concertación entre  el 
Estado y la sociedad civil. El núcleo del enfoque está constituido por los principios de 
interdependencia e integralidad de los derechos humanos, esto es, el hecho de que un 
derecho dependa de otro y que la vulneración de ese derecho afecte al tiempo a todos los 





de derechos humanos concibe las generaciones de derechos como un proceso histórico de 
ampliación del contenido jurídico de la dignidad humana, y precisamente, al concretarse se 
imbrican mutuamente para garantizar el llamado bien jurídico protegido (la persona humana).  
Victor Abramovich (2006) segundo vicepresidente de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), encuentra quela política pública enfocada a derechos se enaltece como un 
marco conceptual explícito, el cual sirve para establecer cómo serán los mecanismos de 
responsabilidad, la igualdad y la no discriminación, la participación y el otorgamiento de poder 
a los sectores postergados y excluidos dentro de una política pública. El autor establece que 
una conceptualización más rigurosa llevaría a admitir un continuum de derechos, en el cual las 
políticas públicas deben inscribirse en él, lo que caracterizaría al complejo de obligaciones 
identificándolo a cada derecho, independientemente de su adscripción al conjunto de 
derechos civiles y políticos o al de derechos económicos, sociales y culturales. 
En Colombia, el enfoque de derechos humanos ha tenido relevancia debido al proceso de 
globalización de las políticas públicas como alternativa de legitimidad para la acción del 
Estado. Imbricándose en múltiples alternativas de acción política, siempre justificada como 
perspectiva de derechos, este enfoque de política es argumentado para la reparación por 
diferentes actores en el proceso de formulación de los lineamientos, aun existiendo diversos 
intereses incluso en contravía de estos principios, desembocando en una iniciativa que se 
anida justamente en el hecho en el que los derechos humanos se encuentran vulnerados y el 
Estado debe asumir su responsabilidad por la ausencia de garantía de derechos. 
 
El Estado ha generado un discurso de intervención ante el conflicto que acude al enfoque de 
derechos humanos en políticas públicas para incrementar la solidez de la iniciativa, y como 
narrativa, tiene un efecto discursivo que busca reunir opiniones a favor de una iniciativa 
específica. Desde las argumentaciones que acogen este enfoque, se prevén mecanismos 
explícitos de atención a poblaciones que se encuentren gravemente vulneradas ante el 
conflicto. 
 
En este sentido, autores han señalado que las acciones de violencia contra indígenas, más allá 
de su carácter individual o colectivo, tienen un efecto multiplicador y devastador en sus 
comunidades dadas las características de su propio ordenamiento. Se trata de violaciones de 
derechos humanos, generalmente subestimadas o invisibilizadas en sus impactos, que 
amenazan no sólo el patrimonio histórico, cultural y mítico de estos pueblos, sino su propia 
supervivencia como comunidades étnicas. (Villa & Houghton, 2005, pág. 49). 
 
Desde este enfoque se ha reiterado la necesidad de que la acción gubernamental genere un 
espectro de intervención hacia poblaciones discriminadas con características especiales y que 
también tenga un enfoque que particularice y por tanto mantenga un trato diferenciado. 
Villarán (2009) ha desarrollado el concepto de focalización de la política pública con enfoque 
de derechos, como las medidas especiales que promuevan la igualdad real, siendo así como la 
acción del Estado se diseña con respecto a situaciones sociales particulares, incluyendo 
aquellas en las que su papel interventor en pro de la garantía de los derechos no es satisfecho.  
En ese caso también es pertinente el establecimiento de mecanismos para el restablecimiento 
de derechos, o en otros términos, para la reparación(Villarán, 2009).Precisamente, el enfoque 
de derechos plantea la importancia de trazar una línea en la que los derechos básicos e 
intrínsecos a la dignidad de los seres humanos sean garantizados a todos en calidad de 
igualdad, por ello, es deber del Estado intervenir si esta situación no es así, teniendo en cuenta 
factores como la diferenciación de los sujetos de derecho y así mismo, la focalización de las 





Espacios  de este tipo han incluido reivindicaciones fundamentales para los pueblos indígenas, 
como la Declaración Universal de Derechos de los Pueblos Indígenas de 2007, que no obstante, 
no ha sido ratificada por Colombia (Declaración Universal de Derechos de los Pueblos 
Indígenas, 2007). Este es solo un reflejo de la continuidad de las brechas respecto a la posible 
interacción entre el enfoque de derechos que trata de acoger la formulación de la Ley de 
Justicia y Paz, y la mirada del derecho consuetudinario que desde algunos pueblos, ya implican 
mecanismos de intervención frente a problemas sociales explícitos derivados de la 
intervención de la sociedad occidental. 
Desde el panorama anteriormente planteado, identificar la influencia de estas ideas en el caso 
de la formulación de la reparación para poblaciones específicas, y además, para agresiones de 
tipo particular, los cuales manifiestan comportamientos culturales que deben ser revisados. 
Precisamente, la dignificación de la condición de la víctima ha sido un proceso que ha buscado 
determinar las pautas de incidencia y homogenización de la acción desde la acogida incluso de 
estándares internacionales para dar validez a conceptos claves como el de reparación para 
remitirse a la situación del conflicto colombiano. Sin embargo, no ha implicado una mirada a 
las dinámicas culturales que han previsto estas temáticas desde perspectivas autóctonas y 
diferenciadas.  
 
Los argumentos se visibilizan como formas narrativas, y en su manifestación en escenarios de 
formulación de lineamientos de política pública acuden a laperspectiva de derechos humanos. 
Así, los actores vindican sus propios derechos como parte innata de la estructuración de sus 
percepciones y argumentaciones. Éste es un indicio claro que se presenta cuando se hace 
análisis de políticas de paz, y despreciarlo solo dejaría las narrativas halladas faltas del orden 
lógico que se complementa y encuentra sentido en el discurso por actores y en la cohesión de 
sus argumentos.  
 
Visualizar argumentaciones que se desprenden de los derechos humanos como máxima en 
escenarios tan disímiles como el de víctimas y victimarios, sociedad occidental y no occidental, 
son apenas expresiones de algunas de las paradojas que rodean la construcción de una 
metanarrativa sobre la reparación, en la que paz y reconciliación son un infinito degrade de 
retos y posibilidades para articular la conexidad de derechos y la dignidad humana. 
3. MÉTODO 
 
La metodología que da rumbo a la realización de esta investigación se basa en la lectura de los 
enfoques teóricos que se plantearon en el marco teórico y presenta una tendencia propia que 
busca la complementariedad de los mismos. El interés principal radica en la construcción de las 
narrativas, pero al no existir experiencias previas en esta área de análisis de políticas públicas, 
se retomaron las pautas principales enunciadas por Emery Roe y se articularon en 
complementariedad con la teoría de la argumentación de Giandomenico Majone y del actor-
red de Michell Callon.  
El proceso ha buscado generar espacios de contexto en los que las narrativas hayan tenido 
lugar. Son espacios en el tiempo o episodios que se asumen como lineamientos de política en 
tanto señalan la existencia de controversias o espacios de problematización relevantes para 
definir conceptos como el de víctima o reparación. Pero la relevancia se da al conflicto que 
nace entre actores de percepciones disímiles como las del Estado y las del pueblo Wayúu, e 
incluso, al interior de ellos. Lugar seguido, se ha buscado especificar la participación, las 





que los acercamientos por parte del analista han sido diferenciados buscando identificar la 
costrucción de conceptos en cada uno de los ámbitos bajo sus propias dinámicas. Revisión de 
prensa por un segmento ante la dificultad de entrevistas personales, a diferencia del pueblo 
Wayúu, en donde la tradición oral permite acercamientos más directos. 
Finalmente se logró pensar el enfoque de derechos como marco para la argumentación y 
traducción de las iniciativas relacionadas con la reparación tanto en el Estado como en los 
Wayúu. Ha sido este el marco de las controversias y por la misma razón, la pista para la 
reformulación de lineamientos. Veamos entonces las pautas: 
3.1.  Episodios en el tiempo. Lineamientos  
 
El rumbo de la construcción de lineamientos de la política de reparación en Colombia con el 
inicio de siglo señala la existencia de controversias diferenciadas entre actores 
relevantes.Estos lineamientos se han definido como episodios específicos que entre 2002 y 
2009 tuvieron lugar para relacionar actores y sus percepciones alrededor del tema de la 
reparación. En un sentido estrictamente metodológico, esos episodios se identificaron porque 
las víctimas y sus narrativas, así como la idea de reparación, estuvieron vinculadas a la agenda 
pública de construcción de paz, algo que no fue definitivo en experiencias previas de 
negociación con diferentes grupos armados.Con esto se busca señalar que definir a la 
población considerada víctima y a la reparación como un proceso de política pública, fue una 
acción propia de este período de tiempo, y no antes, cuado se hablaba de indultos y amnistías 
dando relevancia al diseño de excepciones a la justicia y no a patrones de reparación hacia 
individuos o comunidades específicas. 
Estas temáticas (víctimas y reparación) serán vistas como máximas argumentativas, y su 
contemplación durante el periodo de tiempo estudiado (2002-2009) solo puede hallarse a 
partir de su establecimiento como realidades creadas, como argumentos incrustados en las 
narrativas de política como constantes controversias.Por su parte, los episodios fueron 
establecidos para el reconocimiento de las narrativas, queno son binarias en el sentido Estado 
Vs Wayúu, sino que se extienden además a ambitos internos de cada uno de los actores en 
mención.  
Podemos considerar entonces el espacio de tiempo entre 2002 y 2003, cuando las 
posibilidades de acercamiento entre el gobierno y las AUC tuvieron un primer intento 
infructuoso que fue la Ley de Alternatividad Penal, aunque su fundamentación carece de 
relevancia por la ausencia de su procedencia. No obstante, como se mencionó en la 
formulación del problema, fue el primer escenario de negociación y por eso, además de ser 
2002 el año en que el gobierno Uribe comienza su vigencia, es el momento en que entra en 
vigor la Corte Penal Internacional.  
Posteriormente se encuentra el 2004, año en que la Sentencia T-025 dota de relevancia el 
papel de la Corte Constitucional. La Sentencia forma parte de la narrativa de la Corte como 
actor estatal que redimensiona el sentido del ser víctima y de allí se derivan los Autos de 
seguimiento que toman protagonismo en 2008 y 2009, dando el salto por el episodio más 
relevante de la narrativa estatal: La ley 975 de 2005 o Ley de Justicia y Paz. 
Es preciso reiterar que 2005 es un año importante en el análisis porque allí se condensan los 
debates y resulta la iniciativa legislativa, para este caso, la máxima argumentativa que delimita 
de manera definitiva la mirada del Estado sobre la reparación y sobre las víctimas. Es en este 
sentido en donde se identifica un planteamiento que al ser aprobado legislativamente se torna 
en narrativa dominante, adquiere el carácter de irreversibilidad de acuerdo a Callon. Es una 





diferentes operaciones de traducción a través de argumentos persuasivos, en este caso 
equivalentes al enfoque de derechos humanos.  
 
Determinamos entonces que estos episodios son relevantes en la consolidación de lo que 
significan las víctimas y la reparación entre 2002 y 2009. Sin embargo, la claridad que ofrecen 
como herramienta metodológica es la de la contextualización de las narrativas del Estado y de 
los Wayúu.  
 
3.2. Las narrativas 
 
Planteadas por Roe, las narrativas son el instrumento para el análisis en políticas públicas, y 
están articuladas no solo desde las palabras dichas, sino también desde las no dichas, 
contemplando intereses, valores, y la configuración de ideas que fundamentan el rol de 
diferentes sectores dentro de los mismos actores. (Roe, 1994, pág. 25)Es por ello que la 
investigación no particulizará en los episodios, sino que los mostrará inmersos en las dinámicas 
de los actores cuya naturaleza se divide en dos, la occidental y la tradicional. 
 
La delimitación de puntos controversiales en los diferentes sectores, y al interior de cada uno, 
conforma en el sentido de Roe, las temáticas que manifiestan polarización, incertezas y 
cambios de parecer.La definición de Víctima y Reparación es epicentro de conflictos y debates, 
dando notoriedad a ciertas nociones para hacer prevalecer ciertas percepciones respecto a la 
paz. 
 
Desde la perspectiva estatal se propone la Ley de Justicia y Paz, cuyo enfoque reitera miradas, 
contradicciones y posibilidades para efectos de política pública. Mientras tanto, en los 
indígenas Wayúu, el dimensionamiento de ambas categorías está ligado a su existencia en la 
Ley de Origen, cuyas máximas consuetudinarias enaltecen las percepciones que delimitan sus 
narraciones. Hay que aclarar que la ley Wayúu no es propiamente un mecanismo de abajo-a-
arriba, es más bien todo el engranaje social que direcciona las pautas de vida y convivencia del 
pueblo sin remitirse a un documento específico o a una norma. Es más bien un conjunto de 
principios sobre los elementos que dan consistencia a la armonía colectiva y que se extienden 
a períodos de tiempo ancestrales. 
 
De este modo, para la perspectiva estatal fue necesario acudir a la revisión de prensa para 
determinar el momento de mayor controversia. Los esfuerzos argumentativos-persuasivos por 
parte de los actores estatales en ese momento abarcó espectros fundamentales en la 
definición de la narrativa, a pesar de no haber sido posible el desarrollo de entrevistas con los 
directos implicados. Cabe mencionar que durante el momento en el que esta investigación 
tuvo lugar, se encontraba en debate otra iniciativa legislativa para la reparación de las 
víctimas. Esta situación hizo que las opiniones de ahora se difuminaran en el presente y no 
especificaran en el desarrollo de lo que fue el proceso de generación de lineamientos en su 
primera etapa con la Ley de Justicia y Paz. En este primer escenario si estuvieron presentes los 
considerados victimarios para la construcción de la iniciativa, quienes en espacios de 
concertación de su momento se mostraron abiertos a discusiones que hoy pueden verse a 
través de sus planteamientos en la prensa nacional. 
 
Cuando se desarrolla la revisión de prensa, se hace en los diarios de circulación masiva durante 
todo el año 2005, momento en el que es ferviente el desarrollo de argumentos frente a lo que 






Mientras tanto, partiendo de una unidad diferente de análisis para los indígenas Wayúu, se 
planteó como escenario central la Ley de origen de este pueblo acompañada de la tradición 
oral, fundamentos suficientes para mantener entrevistas estructuradas con líderes de este 
pueblo. Con los grupos indígenas, específicamente con los Wayúu, fue posible desarrollar un 
acercamiento a sus puntos de vista que no se remiten solo al momento de la formulación de la 
Ley de Justicia y Paz o a la actualidad. Sus reivindicaciones se dan consistentemente a través 
del tiempo y sus posiciones respecto a la reparación no hacen parte de construcciones 
políticas coyunturales del concepto, aún cuando se profundice la discusión del mismo a través 
de diferentes episodios particulares. La determinación de perspectivas sobre la reposición de 
derechos se enmarca en una lucha por el reconocimiento, que además, ha estado supeditada a 
una reiteración permanente del derecho de autodeterminación. 
3.3. La unidad común 
 
La construcción de las narrativas se hace desde la limitación de diferentes focos de discusión 
hacia temas específicos en los que se vinculan argumentos pertinentes  en la delimitación de 
una situación problemática. Si bien las controversias tienen lugar en la interacción de los 
actores y sus percepciones en temáticas definidas como las víctimas y la reparación, la 
finalidad de las narrativas es encontrar en las diferencias las pautas comunes y reinterpretar el 
curso de las políticas. 
 
Este ejercicio se desarrolla en esta investigación partiendo de lograr un contraste, al que 
acudimos como medio de comparación entre narrativas estatal e indígena, dando lugar a las 
discusiones anidadas desde los mundos de percepción de cada grupo de actores. Sin embargo, 
los modos de acercamiento a las narrativas varían para descubrir desde las particularidades de 
los actores lo que Roe plantea como unidad común (1994, pág. 78), la misma que permite 
contextualizar las diferencias en los debates, pero en el uso de los mismos conceptos. Como se 
señalará a profundidad posteriormente, en ambos lenguajes se coincide en el uso de los 
derechos, y estos son considerados la unidad común de los mundos de percepciones. 
Cuando se da lugar a las apreciaciones de los actores alrededor de las temáticas (reparación, 
víctima) las narrativas se han construido de ambas partes teniendo en cuenta la construcción 
argumentativa, que si bien delimita una situación problemática desde ciertas miradas, define 
percepciones a través de mecanismos discursivos de legitimación de la acción pública al 
tiempo que reitera las diferencias que no se tuvieron en cuenta para la definición de dicha 
acción. En ese sentido es que la teoría simétricade actores (Callon, 1996)precisamente revela 
las asimetrías que constituyen las políticas públicas, siendo pertinente el reconocimiento de 
todas las miradas y sus diferentes grados de relevancia en el proceso de formulación y 
reformulación de política pública.  
 
Las asimetrías se asocian con la notoriedad de ciertos derechos como lenguaje de política de 
paz, siendo los mismos derechos los mecanismos de traducción que hacen que una 
perspectiva de reparación sea irreversible. Cuando se habla del derecho a la reconciliación, a la 
reinorporación, y también a la autodeterminación, se habla de focos discursivos ubicados en 
órbitas argumentativas completamente diferentes entre sí, pero aún, con la facultad de 
generar nuevas percepciones en virtud a la aceptabilidad o no de una política y sus 
lineamientos. Es por ello quecuando se genera una asociación de narrativas a través del 
contraste argumentativo en el que el enfoque de derechos toma lugar, se ha buscado revelar 
puntos de convergencia como claves para la metanarrativa de política o síntesis argumentativa 






De acuerdo a Roe, son estos, los puntos de encuentro, los que pueden involucrar por un lado, 
una perspectiva de intervención de arriba hacia abajo (enfoque bajo el cual se articula la Ley 
de justicia y Paz como lineamiento de política) y por el otro, una perspectiva cultural-
participativa que cimiente las bases del proceso de reformulación de política. Es allí en donde 
se construye la metanarrativa de las discusiones respecto a la política de reparación en sus 
pautas de formulación entre 2002 y 2009. 
 
A continuación se dará vida a las intenciones previamente expuestas. Las narrativas de política 
expuestas por grupos de actores y sectores al interior de los mismos dan lugar a la 
visibilización de iniciativas en conflicto para el planteamiento de una alternativa para pensar la 
reparación en el nuevo siglo por parte del Estado y su contraste con la mirada histórica de uno 
de los pueblos indígenas mas involucrados en la discusión de la paz en Colombia. 
4. LAS NARRATIVAS DE POLÍTICA 
4.1. Las narrativas estatales 
 
La que sigue es una exploración acerca de la red de actores que desde una perspectiva estatal 
de autoridad, generaron las bases de un proceso posterior al de Alternatividad Penal, la Ley de 
Justicia y Paz. A través de esta legislación se presenta la iniciativa más evidente de un enfoque 
de arriba-hacia-abajo para generar acercamientos de tipo resolutivo para la paz y la 
reconciliación en Colombia. Así pues se delimitarán los argumentos que desde esta 
perspectiva incidieron en la formulación de lineamientos para la reparación desde 2002 hasta 
2009.  
 
Sobre las rutas del proceso de delimitación de la situación problemática, Callon señala la 
importancia del proceso de entredefinición bajo la idea del interesamiento, esto es, el 
conjunto de acciones por las cuales una entidad se esfuerza por  imponer y estabilizar la 
identidad a los otros actores que han reconocido como parte de un escenario de construcción 
de una situación problemática. (Callon, 1996:8) En el caso colombiano, el primer intento se 
fundamentó con un proyecto de ley en 2003, cuya materialidad se vió afectada por la no 
convergencia de factores que visibilizaran la Alternatividad Penal como una etapa clara en la 
construción de paz. 
 
El interesamiento logrado en materia de reparación se visibiliza en la materialización de una 
iniciativa legislativa que como se mencionó, buscó negociar acuerdos con un grupo armado 
específico. Esta discusión concentró los debates más visibles en los medios, sin embargo, 
identidades como las referentes a actores culturalmente diferenciados y afectados por el 
conflicto armado, al tiempo que invisibles, se tornaron poco relevantes en la definición de 
lineamientos de política. 
 
El dispositivo de interesamiento que plantea Callon no deviene necesariamente en la alianza, 
ni en el enrolamiento, es decir, en el consenso o el mutismo respecto a las argumentaciones 
que delimitan la coexistencia de los problemas definidos y aceptabilidad de los mismos. 
Precisamente, el enrolamiento se encuentra en un lugar que no implica, ni tampoco excluye, 
los roles establecidos, sino que designa el mecanismo por el cual un rol es definido y atribuido 
a un actor que lo acepta. (Callon, 1996: 10)  
 
Al respecto, la idea de reconciliación nacional parece un mecanismo de lo que podría 





demandado, y en ese sentido, su uso reiterado como argumento buscó procurar un 
interesamiento aparentemente consensuado entre la diversidad de actores involucrados con 
posiciones encontradas. Esto implicó que todos los actores buscaran legitimar un discurso 
involucrado con la idea de reconciliación, un derecho como lenguaje que se tradujo a 
diferentes instancias en controversia. Fue así como la construcción de la iniciativa de tipo 
jurídico que caracterizó el tema de reparación en la primera década del siglo XXI, buscó 
ensalzar una idea en la que tanto víctimas, victimarios, mediadores y la población en general 
tuviesen un interés común. La diferencia radicó en los planteamientos y posibles implicaciones 
que cada grupo de actores planteó como se ve de manera seguida. 
 
4.1.1.  El gobierno y la comunidad internacional 
 
Para que una iniciativa legislativa que abarcara el tema de verdad, justicia y reparación tuviera 
lugar en el gobierno de Álvaro Uribe Vélez, muchos factores tuvieron que converger, dado que 
este no era el objetivo de su planeación. Su perspectiva frente a la negociación de la paz fue 
ausente cuando se tratase de grupos guerrilleros. Precisamente, los acercamientos a grupos 
paramilitares presentaron un contraste interesante frente a las negociaciones con otros 
grupos al margen de ley. 
 
El antecedente inmediato había sido la propuesta de Alternatividad penal, y sin embargo, ante 
el fracaso del proyecto, la necesidad de renombrar el tema de las víctimas y la culpabilidad de 
los actores armados ilegales fue apersonada por entidades internacionales gubernamentales y 
no gubernamentales que generaron una suerte de presión política para que el gobierno de 
Uribe respondiera ante la grave condición de los derechos humanos en Colombia. Human 
Right Watch planteó a inicios del debate que si había de darse un proceso para la reparación y 
la desmovilización, debían existir salvaguardas para el adecuado enjuiciamiento de los 
responsables.5 
Precisamente, en medio de este contexto y para apaciguar las dudas que recaían sobre una 
negociación en medio de la impunidad, el presidente en persona hubo de declarar en 
Cartagena frente a los países que aportan para la cooperación internacional (el G24) y 
diferentes ONG´s que trabajan en derechos humanos que “en Colombia lo que existe es una 
amenaza terrorista y no un conflicto interno”.6 Bajo esta idea habría de justificar la iniciativa 
de Justicia y Paz ante Naciones Unidas, y diferentes países de la Unión Europea, como una 
medida que se toma para la reconciliación con grupos al margen de la ley que han reaccionado 
ante los terroristas y por ende, podrán deponer sus armas siempre y cuando se garanticen 
excepciones legales que aseguren un proceso de intercambio entre justicia y verdad.7 
Al adelantar labores de diplomacia que en lo referente a derechos humanos requerían del 
Estado colombiano resultados favorables, el gobierno siempre buscó plantear la alternativa 
jurídica para la negociación con ciertos actores como un esfuerzo importante que permitiera a 
países involucrados en la economía nacional, seguir invirtiendo. No en vano, se daba por 
inaugurado el proceso de ley en un evento en el que los principales actores de la economía 
mundial se reunían. Siendo así la dinámica, la divulgación de la propuesta y proceso de la ley 
de justicia y Paz eran elementos que hacían parte de la agenda externa en primer lugar, siendo 
para las víctimas un elemento escasamente visible en tanto materia de debate. 
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Evidentemente, todos los organismos internacionales involucrados como los ya mencionados 
manifestaban su preocupación en tanto que los beneficios para los excombatientes podrían 
traducirse en impunidad. En ese mismo contexto, el congreso norteamericano se pronunció 
planteando el temor frente a la posibilidad de que algunos narcotraficantes buscaran 
camuflarse para recibir beneficios.8 La discusión no estaba errada, pues, como se vio, el 
debate más intenso se produjo  alrededor de las medidas de justicia penal excepcional para los 
victimarios, y no con la misma intensidad frente al tema de justicia distributiva para las 
víctimas con una perspectiva étnica y/o diferenciada. 
Para el gobierno, la reparación siempre estuvo supeditada al principio de reconciliación, de ahí 
que voces como la del Comisionado de paz Luis Carlos Restrepo9 y el vicepresidente Francisco 
Santos10 enfatizaran constantemente en la idea de suspender penas a los autores de delitos 
atroces, poniendo la confesión como instrumento de desmovilización, y en cierto modo, como 
fortalecimiento de la verdad en el proceso. Diversas propuestas surgieron de parlamentarios 
activos en la discusión. Eran propuestas que contemplaban cárceles rurales para los 
desmovilizados condenados, discutían la temporalidad de la pena y la victimización de la que 
también habían sido objetivo los paramilitares como motivación para entrar en la guerra.  
Pero el derecho internacional, el rechazo de la impunidad, y la necesidad de visualizar el 
resarcimiento de víctimas como un parámetro fundamental de las normativas para la paz 
fueron argumentos que plantearon organizaciones mundiales defensoras de derechos 
humanos. Al respecto Uribe Vélez planteaba que los procesos de paz perfectos no existían y 
que para el caso de Colombia era necesario cierto nivel de impunidad en aras de conseguir la 
paz.11 Con esta mención se buscaba hacerle frente a la mirada de reparación que se venía 
defendiendo, que planteaba un fondo de bienes decomisados a los agresores para que a partir 
de estos se lograra distribuir de manera efectiva los predios hurtados a las familias vulneradas 
por el despojo. Esta idea mirada críticamente sostenía que el derecho a la reparación 
dependía de la suficiencia del Estado para recuperar los bienes adquiridos ilegalmente por los 
actores armados, y como tal, no comprendía una línea del presupuesto nacional que generara 
respaldo económico a la política de reparación. 
Los énfasis desarrollados en diferentes momentos pretendían por un lado considerar el delito 
de sedición como parte de la defensa de los paramilitares, pero esta idea no cobró legitimidad 
en tanto las tácticas y estrategias de las AUC no se supeditaban a una confrontación con el 
Estado, sino a una forma de generar estatutos de seguridad paralelos a las estructuras 
institucionales legales, pero viciándolas con economías ilegales, corrupción y violencia. De este 
modo, solo unos sectores en el congreso seguían respaldando esa idea, y sin embargo, el curso 
de las discusiones llevó el debate hacia el sendero en el que se delimitaban las condiciones 
para acceder a penas alternativas: La confesión, la colaboración para desmantelar las 
organizaciones a las que pertenecían y la garantía de no reincidencia. 
Las esperanzas de la comunidad nacional e internacional estaban en el desmantelamiento de 
este importante grupo armado, situación que podría servir para futuras desmovilizaciones de 
integrantes de otros grupos, y además, sentar importantes bases para la reparación y 
consecución de la verdad. Evidentemente, el temor expuesto por personalidades de la 
embajada norteamericana y de la ONUera que los jefes paramilitares no abandonasen los 
negocios ilícitosy en ese sentido, lo que se seguía considerando como una vulneración  a 
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múltiples principios del derecho internacional entre ellos la no impunidad, no tendría ningún 
impacto positivo para el curso del conflicto armado en el país.12 
4.1.2.  Los congresistas 
 
El 9 de enero de 2005 se reportaba en los diarios nacionales la presentación de un proyecto 
alterno al gobierno por parte de algunos congresistas para la elaboración de una lista de 
desmovilizados.13 Los que proponían eran Rafael Pardo del partido liberal, quien además se 
estaba vinculando a los debates de la ley de justicia y Paz de manera activa, al lado de Gina 
Parody, en ese entonces representante del partido que respaldaba al gobierno de Álvaro Uribe 
Vélez (Partido de Unidad Nacional) y de Wilson Borja, senador por el Polo democrático, el 
partido de izquierda. Este proyecto buscaba cimentar las bases para la formulación de la Ley 
de Justicia y Paz desde una perspectiva en la que debía darse trascendencia al aspecto de la 
verdad (la confesión) para generar pautas de justicia en el segmento de ley que contemplaba 
el tratamiento a los victimarios. La idea era armar una base de datos con los personajes, el 
papel de estos en las AUC, los hechos delictivos cometidos, el inventario de propiedades 
tomadas violentamente y la confesión respectiva para acceder a los beneficios jurídicos 
excepcionales. 
Por otro lado, congresistas que representaban al partido de gobierno, pero menos polémicos 
que Gina Parody, presentaron otro proyecto que sería consecuente con puntos clave que no 
pasaron con la ley de alternatividad penal antes derogada. Sandra  Ceballos, Armando 
Benedetti, Adriana Gutierrez, William Velez,  y Zulema Jattin fueron algunos de los personajes 
que planteaban junto al entonces comisionado de paz, Juan Camilo Restrepo, facultades 
presidenciales para decidir el tiempo en prisión de los desmovilizados, junto a otros criterios 
que para personajes como Pardo, y en general, para la opinión pública, resultaron poco 
proporcionales con la gravedad de los delitos cometidos. Además representaban el 
antagonismo puro entre criterios de investigación judicial, independencia en el juzgamiento, 
confesión,reparación a las víctimas, y la reducción de penas. Esta discusión llevó a puntos 
esenciales planteados en su momento por el mismo Pardo: 
“El marco legal es solo un aspecto,  de algo que no existe y  que es un verdadero plan de paz. 
No tenemos claro qué va a pasar con las personas cuando se desmovilicen, si van a tener 
derechos políticos cuando cumplan las condiciones penales, qué va  a pasar en las regiones 




Ante la disyuntiva que cubría la discusión parlamentaria, el concepto de alternatividad que 
defendían los congresistas pro gobierno quedó aprobado con sus matices. La 
alternatividadsería  entendida como “la suspensión de la ejecución de la pena determinada 
por el juez, remplazándola  por una pena alternativa  -entre 5 y 8 años-  que se concede por la 
contribución del beneficiario  a la consecución de la paz nacional, la colaboración con la 
justicia y la reparación de las víctimas”15. Al respecto, la dinámica de integración de las 
discusiones culminó en el Informe  de ponencia del segundo debate al proyecto ante cámara y 
senado, por el que se dictaron disposiciones para visualizar la pena alternativa como una 
suerte de acuerdo humanitario que preveía el acceso a este de los condenados si cumplían 
con: 
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 La entrega al Estado de bienes obtenidos ilícitamente para la reparación de las víctimas. 
 La declaración pública que restablezca la dignidad de la víctima y de las personas más 
vinculadas con ella. 
 El reconocimiento público de haber causado daños a las víctimas, la declaración pública 
de arrepentimiento, la solicitud de perdón dirigida a las víctimas y la promesa de no 
repetir tales conductas punibles. 
 La colaboración eficaz para la localización de personas secuestradas o desaparecidas y la 
localización de los cadáveres de las víctimas. 
 La búsqueda de los desaparecidos y de los restos de personas muertas, y la ayuda para 
identificarlos y volverlos a inhumar según las tradiciones familiares y comunitarias.16 
El espacio que abre esta radical reducción de penas fue preciso para que los líderes 
paramilitares entraran a dinamizar la posibilidad de los que se planteaba como un acuerdo 
humanitario para la paz y la reconciliación. Cuando se establecieron los mecanismos para la 
definición de la estrategia de desmovilización el debate tomó otra dirección al discutir la 
posible implicación de narcotraficantes en el proceso de Justicia y Paz. Exactamente, se 
discutía si los paramilitares, específicamente los líderes visibles de las AUC, cuyas estrategias 
económicas se cimentaron en el narcotráfico además de la incursión armada, buscaban evadir 
las sanciones que acarreaban sus delitos con la expectativa de ser juzgados por delitos 
políticos. Cuando visualizamos los argumentos erigidos por ellos, evidentemente se dio una 
álgida lucha para llevar a cabo este modo de percibir sus acciones, mostrando que además de 
la intención altruista de participar en un acuerdo humanitario, un incentivo claro era por un 
lado la reducción de penas, y por otro, la evasión de penas como la extradición. 
En ese sentido, Rodrigo Rivera del partido liberal junto a otros congresistas expresaron sentir 
de cerca la amenaza “de estar a las puertas de la más gigantesca operación de lavado de 
activos de la historia y que debe evitarse que el sueño de los carteles de la droga de lavar sus 
fortunas y prontuarios a cambio de evitar el terror, llegue a convertirse  en una política 
oficial”.17 Darío Martínez, otro congresista involucrado planteó: 
“Las autodefensas no pueden cometer delitos políticos porque, según el mismo Código Penal, 
éstos se cometen en contra del régimen constitucional y ellos, según dicen, han luchado a favor 
de él […] si tenemos en cuenta que la Constitución prohíbe  la extradición de quienes hayan 
sido condenados por delitos políticos, perfectamente mañana los abogados de los 
narcotraficantes en la interpretación laxa y ambigua  que le pueden dar a la norma, pueden 
plantear que sus defendidos cometieron la sedición en conexidad  con el narcotráfico y 
obviamente  el delito principal sería el político y el narcotráfico sería secundario”
18
. 
Luego de esta discusión dos reacciones surgieron en el Congreso de la República. Por un lado 
habían posiciones como las de Gina Parody quien argumentaba que la condición de reparar 
debe ir a la par de la renuncia de los paramilitares al derecho de no auto-incriminarse.19 Sin 
estatus político, o exención de extradición como terminó el debate, otro grupo de congresistas 
que en 2001 habían hecho acercamientos por su cuenta a diferentes jefes paramilitares en 
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Ralito, la misma ciudad en la que se desarrollaron los acuerdos de paz, generaron ante el 
debate una respuesta en la que abogaban por las garantías jurídicas para los desmovilizados.  
Por un lado y otro parecían quererse reiterar dos tipos de iniciativas diferentes. Por un lado, 
una que diera la relevancia debida a las víctimas cuya reparación debía ser el eje fundamental 
de las discusiones que se habían estado consolidando. Por otro lado, estaban las 
argumentaciones de políticos que en el año 2008 habrían de ser señalados por el escándalo de 
la parapolítica.20 Estos últimos aseveraban que al no cerrar la puerta a la extradición, no se 
daban garantías jurídicas a los desmovilizados, insistiendo a su vez en otorgar estatus político 
de los desmovilizados para generar conexidad con otros delitos y evitar su expulsión del país.21 
Así pues, el debate de la ley cuyo propósito se cimentaba en la reconciliación nacional o 
consecución de la paz nacional como se expresa en su titulación22, dejó ver la existencia de 
una polarización que en ambos sentidos acudía al discurso de los derechos humanos, pero que 
elevaba su mecanismo de incidencia hacia dos senderos de intervención estatal que en lugar 
de complementarse, iban hacia dos miradas: hacia la reparación o hacia la desmovilización. 
Ante este escenario es claro que la dicotomía anterior va de la mano con la posibilidad de 
incidencia de los actores que se ven inmiscuidos para requerir una u otra lógica. Para plantear 
la pertinencia de una política de reparación están como mayores interesados los que han sido 
víctimas de las conductas violentas, pero su incidencia en la delimitación de la acción política 
está supeditada a la voluntad de ciertos congresistas que desde una perspectiva crítica 
buscaron fundamentar la importancia de visibilizar a los afectados como claves para la 
definición de una estrategia que realmente involucrara un proyecto de paz. Por otro lado, y en 
lo que configura una alianza de fuerzas de poder más clara, la desmovilización fue un principio 
que pareció contar con debates más polémicos en cuanto a alternativas posibles para este 
grupo de involucrados en los acuerdos.  
Si bien los dos principios (reparación y desmovilización) requerían de apreciaciones que 
fundaran herramientas procedimentales en tanto atención de víctimas y estrategias de 
resocialización de los victimarios, ambos elementos se vieron sometidos a discusiones que 
salvaguardaban intereses que de manera diversa apuntaban solo transversalmente a una 
solución estructural al conflicto armado. Como acuerdo humanitario la ley de Justicia y Paz 
logra plantear una perspectiva clara de acción, sin embargo, para el gobierno que planteó esta 
ley como alcance propio, debieron abordarse otros aspectos que legitimaran la iniciativa, pues 
frente a una estrategia de confrontación armada como la que tuvo lugar en los períodos Uribe 
Vélez (2002-2010) paradojicamente también surgió la primera iniciativa de paz del siglo XXI. 
4.1.3.  Las AUC 
La presión internacional y nacional hizo que se revisaran los fundamentos de una iniciativa 
legislativa que concretara las negociaciones con las AUC, y el resultado fue la no aprobación de 
la Ley de Alternatividad Penal. Sin embargo, las conversaciones continuaron y en 2004 se firmó 
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21Diario El Tiempo. El round de la ley en Plenaria. Abril 13 de 2005. 
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unnuevo acuerdo23 en pro de la desmovilización de paramilitares en Tierralta- Córdoba, bajo la 
garantía de una nueva ley de cuya construcción serían partícipes y que no tardaría en reiterar 
los compromisos pactados y la promesa de la reincorporación a la vida civil. 
¿Por qué los paramilitares? Catalina Botero señala en uno de los informes que publicó con 
Indepaz (una reconocida organización defensora de derechos humanos en Colombia) que de 
una parte los grupos paramilitares estaban sitiados por una mayor ofensiva militar y financiera 
del Estado colombiano. En el campo militar, las fuerzas armadas  habían mostrado mayores 
resultados en la lucha contra el paramilitarismo y además, la lucha contra el narcotráfico había 
afectado las finanzas de dichos grupos sin que pudiesen acudir masiva e indiscriminadamente 
a otros medios de financiación como el secuestro o la extorsión. (Botero, 2004, pág. 7) 
En el llamado a la lucha contra los violentos y la eventual exclusión de los jefes paramilitares 
de penas como la extradición hacían parte de cierto modo de los incentivos planeados si se 
vinculaban a los procesos de desmovilización. Su matiz sería diferente y se especificaría en la 
iniciativa de ley que prosperó y es la que delimita el proceso de desmovilización y 
reconciliación en los postulados normativos que hicieron parte de la formulación de la Ley de 
Justicia y Paz. 
En algunas declaraciones de prensa, los voceros de las AUC señalaban: “No estamos 
reclamando impunidad total frente a las acciones que se catalogan como atroces. No 
pretendemos transar el texto de la Ley, pero si ponernos en contacto con el país, con  los 
partidos políticos, con la iglesia, con los medios de comunicación”.24 En este sentido, los jefes 
de las AUC mantuvieron una disposición permanente para integrar las negociaciones, y de 
hecho exigían que sus perspectivas fuesen escuchadas como actores del conflicto. Sin 
embargo, su enfoque del asunto no manifestaba un reconocimiento de sus acciones como 
atroces, esperando siempre contar con una suerte de favorabilidad en la opinión pública si 
eran ellos directamente los que intervenían en la construcción de la ley. 
Precisamente, la disposición inicial de su conducta buscaba generar un impacto en las medidas 
que moldearon el curso de los debates. Precisamente, en virtud de alcanzar mecanismos de 
favorabilidad, los jefes de las AUC plantearon que sus delitos fueran incluidos en la categoría 
de delitos políticos. En esa discusión es clave resaltar que en el derecho penal colombiano, los 
delitos políticos están exentos de la penalidad de extradición, lo que explicaba gran parte del 
interés de los altos mandos en este punto, que implicaba una manera de no obtener este 
castigo. No obstante, el argumento que supeditaba esta expectativa de los líderes de las AUC 
se remitía a una de las discusiones clásicas en el tema de pensar la reconstrucción de una 
historia colectiva: el tema de la verdad, aunque esta vez, desde los victimarios. En una 
entrevista para el diario de Medellín, El Colombiano, Diego Vecino, reconocido líder 
paramilitar planteó:  
“Si se habla de verdad, justicia y reparación se parte de la base  de que no es un proyecto 
viable. No somos los únicos victimarios. Si hablamos de verdad tenemos que empezar por las 
causas que generaron este conflicto ¿quiere el país la verdad  de cómo las AUC cometieron sus 
acciones militares o quiere la verdad del por qué el  conflicto colombiano?”25 
 
Si bien los debates entre congresistas no desencadenaron la aprobación de los crímenes de 
paramilitares como delitos de sedición o delitos políticos, el papel en la defensa de sus 
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necesidades fue evidente con la negociación de penas excepcionales. La discusión al respecto 
fue álgida, porque se estaba discutiendo la reducción de condenas que superaban los 40 años 
a prisión por no más de 8 años. Se planteaba la necesidad del reconocimiento de la culpa, de 
la verdad acerca de los delitos cometidos, y en general, la entrega de los bienes obtenidos por 
fondos del narcotráfico y a través de expropiación violenta. Sin embargo la controversia 
radicaba en la impunidad en que quedarían crímenes atroces. Al respecto, Ivan González, 
representante de las AUC para las negociaciones hablaba Sobre los crímenes de lesa 
humanidad y planteaba que era “muy difícil andar en la guerra sin lastimar a nadie. Nosotros 
hemos manifestado nuestra disposición de paz, estamos desarmando nuestros corazones, 
hemos pedido perdón y estamos dispuestos a seguir apostándole a la paz”.26 
Con la reducción de penas, el intento por evitar la extradición y la búsqueda de garantías para 
la reinstitucionalización y reinserción de los integrantes de las AUC, los jefes paramilitares y su 
representación jurídica a manos del colectivo de abogados Alfonso Reyes Echandía plantearon 
un discurso que buscaba a toda costa un manto de protección frente a tribunales 
internacionales, e incluso los nacionales. El mencionado Ernesto Báez y Julián Bolívar llegaron 
a plantear ante el congreso los vacios que a su juicio  tenía la ley estudiada en el congreso. 
Para ellos la pena efectiva privativa de la libertad, de entre 5 y 8 años, debía contemplar los 
beneficios y  subrogados penales de las leyes ordinarias, por lo que también aspiraban a 
rebajar por trabajo, estudio o enseñanza.27 
De acuerdo con las expresiones retomadas de varios de los voceros, la argumentación que 
supedita el interés de los paramilitares para generar espacios de concertación plantea un 
trasfondo en el que la paz está mediada por beneficios excepcionales propios de una 
negociación. Si bien la iniciativa de ley planteaba como elemento fundacional el interés para 
resarcir el daño causado a las víctimas, contenía también un componente clave de reducción 
de penas para los victimarios, lo que representaba una ventaja para ellos si se tiene en cuenta 
que sus delitos incluían crímenes de lesa humanidad.  
Una vez aprobada la Ley 975 de 2005, la ley de Justicia y Paz, quedaría al descubierto que los 
temores de los paramilitares no eran en abstracto. Con la sentencia de la Corte Constitucional 
respecto a la norma en donde se clarifican puntos que permitirían la constitucionalidad de la 
misma si se sustituían vacíos para la garantía de los derechos de las víctimas (Sentencia C-475 
de 2006), se desataron enormes polémicas y en muchos de los altos mandos desmovilizados, 
una sensación de abandono. Sus abogados renunciaron en el momento en que sale la 
Sentencia como lo afirmó Germán Navarrete, vocero del colectivo de abogados Alfonso Reyes 
Echandía, quien afirmó que en Colombia no hay abogados de ética que estén dispuestos a 
arriesgarse a asistir a los paramilitares con mecanismos de defensa como los que plantea la 
Ley de Justicia y paz.28 
En una conversación con la revista Semana (virtual) en 2008, Navarrete afirmó que la decisión 
que habían tomado no era un escape, sino que éticamente no estaban en condiciones de 
intervenir en un proceso que es ilegal y que afecta en bloque la constitucionalidad del país. 
También señaló “El sólo hecho de que la Corte diga que hay que devolver todos los 
secuestrados y desaparecidos es ya un requisito satánico para la defensa. Hay que tener en 
cuenta que son tres actores que están en juego: guerrilla, narcos y paras, entonces ¿quién es 
de quién?”. Aunque como se señalará más adelante, la Corte planteó este deber para el grupo 
que había sido beneficiado con la ley porque eran ellos los que hacían el pacto. 
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En una entrevista con Eduardo Pizarro quien tuvo la posibilidad de conversar directamente 
con los jefes paramilitares cuando estaban presos en Colombia, señalaba que las intenciones 
de los paramilitares habían sido claras. Antes de iniciar las negociaciones ya existían una serie 
de testaferros que ocuparían sus bienes mientras cumplían los 8 años reglamentarios, 
contaban con un colectivo de abogados completo para su representación, además de ellos 
mismos, y si a esto se suma el escándalo de la parapolítica que señaló que un gran número de 
congresistas estaban financiados por paramilitares para representar su proyecto airosamente 
en instancias políticas, bueno, pues el triunfo estaba asegurado.(Pizarro, 2011) 
 Sin embargo, con la Sentencia de la Corte, las relaciones con el gobierno empezaron a 
deteriorarse, aumentó la desconfianza y los señalamientos de parte y parte, lo que finalmente 
desencadenó la extradición a Estados Unidos de los jefes más importantes de la organización 
armada para ser juzgados por narcotráfico. Este hecho para muchos hizo sus intervenciones en 
los debates de formulación de la ley en cuanto a la confesión y no extradición quedarán sin 
fondo real, y que además se perdieran confesiones fundamentales en el proceso de verdad 
que se esperaba en todo el país. 
4.1.4.  La Corte Constitucional 
 
La participación de la Corte Constitucional como organismo nacional que revisa la 
correspondencia de las leyes con la Carta Política del país, jugó un papel fundamental en la 
sanción de la norma. Luego de numerosos debates, se socializó un documento resolutivo cuyo 
análisis constitucional dejo manifiestas múltiples incongruencias que al ser tratadas y 
derogadas, dieron paso a nuevos debates respecto al tema de verdad justicia y reparación en 
el país. 
A través de la sentencia C-370 de 2006 se argumentan desde dos perspectivas como se debe 
revisar el contenido de la Ley de Justicia y Paz. Un primer horizonte referente al tema de la 
desmovilización de combatientes y las condiciones a reiterar como obligaciones y no como 
una posible cooperación de los desmovilizados el otorgar la verdad si querían obtener los 
beneficios jurídicos. Por otro lado, existe en un segundo horizonte una disertación acerca de la 
caracterización que se hizo en la ley acerca de las víctimas y su pertinencia en el abordaje de 
complejidades sociales nacidas en la particularidad del conflicto armado, a su vez divisadas por 
el derecho internacional y los tratados de derechos humanos. 
Están allí los argumentos que dieron reversa a los temas que algunos sectores del Congreso 
habían respaldado, como sedición en el caso de los grupos de autodefensas.Acudiendo a vicios 
en los procedimientos de los debates, el tema del juzgamiento especial a las AUC por delitos 
políticos no hizo parte del proyecto inicial que se discutió, y se aprobó en debates posteriores 
que evaluaron el tema luego de que en sesiones previas el tema no fuese contemplado. 
Conforme a lo dispuesto por el artículo 157 de la Carta todo proyecto para convertirse en ley 
requiere, entre otros requisitos “haber sido aprobado en primer debate en la correspondiente 
comisión permanente de cada Cámara”, y luego, “haber sido aprobado en cada cámara en 
segundo debate”. Ha de concluirse que los artículos 70 y 71 acusados son inexequibles por 
vicios de procedimiento en su formación y así se señalará en la parte resolutiva de esta 
sentencia. (Sentencia C-370 de 2006, pág. 214) 
 
De acuerdo con este dictamen, el delito político que se tipificaba también de manera distinta 
en el Código penal a partir de lo que se generara en esta ley, era desvanecido del escenario 





misma de delito político29 para que pudiesen encuadrar formas de juzgamiento alternativo y 
ordinario en virtud del favorecimiento de los desmovilizados.  
 
La Corte Constitucional puso de manifiesto en la Sentencia C-475 de 2006 el hecho de que las 
iniciativas de reincorporación y socialización de desmovilizados colectiva e individualmente 
eran temas fundamentales en el tratamiento de una política de reconciliación, y sin embargo 
estos debían estar sujetos a la cooperación y contribución real de todos ellos a los procesos de 
verdad y reparación. Además, se reiteró la importancia de la no reincidencia y la generación de 
condiciones para: 
1. Que el grupo armado organizado de que se trata se haya desmovilizado y desmantelado 
en cumplimiento de acuerdo con el Gobierno Nacional. 
2. Que se entreguen los bienes producto de la actividad ilegal. 
3. Que el grupo ponga a disposición del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar la 
totalidad de menores de edad reclutados. 
4. Que el grupo cese toda interferencia al libre ejercicio de los derechos políticos y 
libertades públicas y cualquiera otra actividad ilícita. 
5. Que el grupo no se haya organizado para el tráfico de estupefacientes o el 
enriquecimiento. 
6. Que se liberen las personas secuestradas, que se hallen en su poder. 
 
Con esas precisiones, la Corte Constitucional da un giro a lo que pareciese ser la 
argumentación prioritaria en el diseño de la ley de justicia y paz. Pese a que la reconciliación 
siempre ha sido un objetivo colectivo, la iniciativa respaldada por el gobierno en 2005 mostró 
un gran ímpetu en lo que hizo referencia a las necesidades en materia de garantías para las 
desmovilizaciones,  y los cambios legales necesarios para generar espacios de excepcionalidad 
que permitieran de algún modo vincular a los grupos de autodefensa en una dinámica de 
negociación.  
 
Así se visibilizó a través de las grandes discusiones respecto a penas alternativas, confesión, 
tipología de delitos, etc. Sin embargo la Corte, en un ejercicio de memoria acerca de 
parámetros que socialmente impulsaron la creación una ley de este tipo, generó una nueva 
argumentación, o mejor, reiteró los argumentos que en un principio surgieron: no eran 
solamente las desmovilizaciones de las AUC el fin de la ley de Justicia y Paz, este era sólo un 
componente de la misma, en ese sentido, si se negociaba la paz con un grupo armado, 
preceptos como el de verdad y reparación para las víctimas no serían negociables. 
 
Al respecto, cuando se tiene en cuenta la caracterización que en el legislativo se otorgó a las 
víctimas del conflicto colombiano, se tiene como sujeto del bien jurídico, en este caso de la 
reparación, a la persona que fuese agredida en actos contrarios al Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos o al derecho Internacional Humanitario.30 De acuerdo con estos principios, 
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En este caso, a través del artículo 71 de la ley de Justicia y Paz se pretendió adicionar al artículo 468 
del Código Penal un inciso que estipulara lo siguiente: "También incurrirá en el delito de sedición 
quienes conformen o hagan parte de grupos guerrilleros o de autodefensa cuyo accionar interfiera con 
el normal funcionamiento del orden constitucional y legal. En este caso, la pena será la misma prevista 
para el delito de rebelión. 
30 ¿Qué diferencia hay entre Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos? Tomado de: Derecho Internacional Humanitario, respuesta a sus preguntas. 
Publicado en: http://www.icrc.org/spa/resources/documents/misc/5tdljc.htm  
“El derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos (en adelante, 
los derechos humanos) son complementarios. La finalidad de ambos es proteger a la persona humana. 





se vincula a la víctima con la existencia de un daño real, concreto y específico, no 
necesariamente económico, derivado de la infracción penal, excediendo la referencia exclusiva 
a la relación de parentesco con la víctima directa como causal que justifica su intervención 
dentro de la actuación penal, incluyendo comunidades, pueblos indígenas y otros grupos 
políticos. (Sentencia C-455/06, 2006) 
 
Debido al planteamiento de estos principios por la Corte, la definición que en la ley tenía 
cabida tuvo que ampliarse, para contemplar como víctimas no solo a los sucesores, sino 
también a hermanos por ejemplo, dado que en la concepción de familia no es definitiva la 
existencia de sucesores. De este modo, quedaba abierta la categoría a la persona que 
 
[…] individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como lesiones transitorias o 
permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o 
auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus derechos 
fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan transgredido la 
legislación penal, realizadas por grupos armados organizados al margen de la ley. También se 
tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y familiar en primer 
grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado 
muerte o estuviere desaparecida. […] (Artículo 5 de la ley 975 de 2005) 
 
Partiendo entonces de la contemplación específica en que las víctimas son epicentro de 
escenarios de política de reparación, la Corte Constitucional planteó que las herramientas 
económicas que garantizarían el acceso a la reparación no podrían ser asumidas como 
obligaciones de segundo o tercer orden por parte del Estado y que en ese sentido, cuando se 
planteaba que las asignaciones para el Fondo de reparación de víctimas estarían “dentro de los 
límites autorizados en el Presupuesto Nacional” del artículo 55 de la ley era inexequible. Así, 
de acuerdo al deber de protección de los derechos fundamentales previamente violentados en 
un contexto de conflicto armado, no podrían ser remplazados por otras prioridades en el 
marco fiscal. Además, la Corte Constitucional se pronunció en la sentencia C-1199 de 2008 
diferenciando los servicios sociales del Estado ante el conflicto: la asistencia humanitaria y la 
reparación integral a las víctimas, recalcando que éstos no pueden confundirse.  
Es preciso señalar que la discusión que abrió la Corte Constitucional fue fundamental para 
aclarar reparos que muchos sectores de la sociedad civil mantuvieron frente a la ley y el curso 
que se dio. La Sentencia puso de manifiesto que la concepción de paz en Colombia no es 
unívoca, ni se remite a este proceso de negociación con actores armados, por lo mismo, fue 
respecto a esa dinámica que los pronunciamientos fueron contundentes al enaltecer los 
derechos de las víctimas. Por otro lado, al dinamizar la categoría de víctima, se abrió el camino 
para abordar temáticas como la participación de los afectados directamente por la violencia 
en el proceso de formulación de la ley. En este aspecto es preciso adelantarnos un poco y 
señalar que los grupos indígenas, cuyas necesidades en materia de reparaciónson tan amplias, 
específicamente en cuanto a restitución de tierras y garantía de derechos territoriales, no 
contaron con una incidencia significativa en el proceso de formulación de parámetros 
diferenciales para la reiteración de derechos.  
4.1.5.  Las víctimas 
 
La intervención de diversas organizaciones defensoras de derechos humanos no fue ausente 
en el proceso de formulación de la ley de justicia y paz. Sin embargo, para propósitos de la 
preocupación ingente que recae sobre la interacción con grupos indígenas, se identificó la 
                                                                                                                                                                                  
aplica en situaciones de conflicto armado, mientras que los derechos humanos o, al menos, algunos de 





incidencia de estos a través de una representación en los debates y es preciso mencionar que 
hay generalidad dentro de los pueblos al mencionar que nunca se les integró a los debates 
sobre reparación a través de la figura de consulta previa o a través de algún otro mecanismo. 
 
En ese sentido, teniendo en cuenta las ponencias desarrolladas durante la formulación de la 
ley, hubo una insistencia generalizada en los impactos diferenciados del conflicto armado en la 
población civil. Al respecto, es inminente reconocer que las organizaciones de mujeres 
elevaron la discusión acerca de  la necesidad de acompañar los procedimientos reparadores 
con una perspectiva de incidencia diferencial, acudiendo a conceptos que bien pueden 
encumbrarse en principios de respeto a los derechos humanos en tanto permiten la ubicación 
de problemáticas y contextos como bases para proceder en virtud al restablecimiento de 
derechos, también desde los grupos étnicos.  
 
Claudia Ramírez (2005) de la plataforma de mujeres señaló en su momento que la situación de 
violencia y conflicto armado que sigue afectando a la población civil, entre otros sectores a los 
pueblos indígenas, comunidades afrocolombianas, campesinos, niños, mujeres, sindicalistas, 
personas desplazadas.En ese momento se clarificaron exigencias y expectativas frente a un 
proceso que escasamente abría espacios de intervención ante un sistema que aunque se 
planteara integral de reparaciones, no parecía integrar los derechos de las víctimas como un 
eje importante del diseño de la acción. Junto a Claudia Ramírez, estuvo la representante de 
IMP (Iniciativa de Mujeres por la Paz) que participó del mismo análisis, y presentaron un 
esquema de recomendaciones que enfatizando en la perspectiva de género, bien pueden ser 
aplicables a distinciones claves a la hora de generar el abordaje diferenciado de iniciativas de 
reparación física y mental.31 
 
En clave de un proceso en el que la dignidad de las víctimas fuera elevada para el logro de la 
reconciliación, se planteaba necesario generar los mecanismos para perpetuar la memoria en 
un sentido histórico, de la mano con los espacios de desmovilización sin entrar en una 
dicotomía en la que se distinguiera la atención a las víctimas o los espacios de resocialización 
de victimarios en sendas opuestas con sentidos contrapuestos. Precisamente, el 
reconocimiento de las víctimas con particulares afectaciones planteó la discusión acerca de la 
garantía de no repetición, en el sentido de otorgar el reconocimiento de una situación que 
permanecía generando pausas o interrupciones en proyectos de vida individuales y colectivos 
y por lo tanto, requerían de medidas en virtud a la reconstrucción de los mismos, pese a la 
identificación de agresiones irreparables. 
 
En ese sentido las pautas que se planteaban también abogaron por la definición de 
procedimientos y seguimientos que concretaran la visibilización y la afectación especial de las 
etnias en lo correspondiente al derecho a la justicia y la reparación. Esta premisa hacía parte 
de la proyección de dinámicas del gobierno, que debían transformarse en acciones que 
generaran mecanismos de inclusión participativa. Siendo la consulta previa, a través del 
Convenio 169 de la OIT, el mecanismo que garantiza la participación de los grupos indígenas 
en las decisiones que les afectan, la política de reparación no vinculaba de ninguna manera las 
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Informe de ponencia para primer debate al proyecto de ley 211 de 2005 Senado, 293 de 2005 Cámara. 
Documentos radicados para la Audiencia Pública. Luz Marina Lurduy, Iniciativa de Mujeres Colombianas 
por la Paz, IMP. Marzo 4 de 2005. “En la definición de principios, procedimientos y mecanismos de la ley 
que propugna por la reconciliación nacional, las mujeres no podemos seguir siendo invisibilizadas bajo 
criterios que generalizan el análisis y los efectos del tema, ya que está plenamente demostrado que las 
mujeres sufrimos efectos diferenciados del conflicto armado y la violencia en la esfera sexual, familiar, 






discusiones que debían darse con los pueblos directamente haciendo eco al bloque de 
constitucionalidad ni a la Carta Política en sí misma.32 Cabe señalar que uno de los objetivos de 
este documento es abordar la perspectiva indígena en la construcción de una política para la 
reparación, pero su participación en la construcción estatal de la iniciativa legislativa no fue 
relevante, fue prácticamente inexistente. 
 
Al respecto, una manera de clarificar posiciones habiendo planteado las percepciones de 
actores relevantes en las narrativas del Estado consiste en la organización de sus narrativas y 
argumentaciones de acuerdo a dos  temáticas que se vieron de manera implícita y que ahora 
se manifiestan explícitamente: víctima y reparación. 
TABLA 1: COMPARACIÓN DE LAS DEFINICIONES DE LAS CATEGORÍAS DE “VÍCTIMA” Y “REPARACIÓN” 
SEGÚN EL TIPO DE ACTOR RELEVANTE EN LA NARRATIVA DEL ESTADO. 
 
ACTOR DEFINICIÓN DE VÍCTIMA DEFINICIÓN DE REPARACIÓN 
Gobierno Nacional  
Justicia y Paz entra en fase 
definitiva. Diario El tiempo. 
Marzo 18 de 2005. 
Persona que haya sufrido daños 
directos como lesiones físicas o 
mentales, sufrimiento 
emocional, perdida financiera o 
menoscabo de sus derechos 
fundamentales como 
consecuencia de la acción de 
grupos armados ilegales. 
Comprende las acciones que 
propendan por la restitución, 
indemnización,  rehabilitación, 
satisfacción,  y la garantía de 
que dichas conductas no se 
repetirán.                
Ministerio del interior 
Maquiavelo no tiene curso en 
este gobierno. Revista Semana. 
Febrero 21-28 de 2005 
 Se crea un fondo de reparación 
para recibir  las donaciones 
internacionales, los bienes 
entregados por las 
organizaciones al margen de la 
ley y los aportes del presupuesto 
de la  nación. Y va  haber un 
consejo de reparación  para 
ayudar a  marcar el norte de la 
reparación. Todos estos recursos 
estarán asignados en un 
presupuesto previamente  por el 
Congreso  de tal manera que 
tampoco generaremos una crisis 
fiscal. “el gobierno será  
inflexible en la aplicación de la 
ley de extinción de dominio  a 
los bienes de procedencia ilícita, 
y el tribunal adelantaría también 
en materia  de tierras para  
lograr que sean entregadas y 
vayan al fondo de reparación  de 
las víctimas, que tendrá  una 
veeduría de personajes de la 
vida colombiana” 
Organización de las Naciones 
Unidas 
ONU llama a reparación de las 
víctimas. El Colombiano, febrero 
Las víctimas tienen  el derecho 
de ser reparadas integralmente  
y todos los bienes adquiridos 
ilícitamente deben concurrir a 
1. Esclarecer satisfactoriamente  
la comisión de los delitos graves 
“conforme  al derecho 
internacional”  en los cuales 
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25 de 2005. 
Sociedad civil espera justicia y 
reparación. Diario El 
Colombiano. Marzo 19 de 2005. 
ese  propósito. Se deben tener 
encuentra grupos vulnerables, 
en especial los menores, los 
indígenas y la población 
afrocolombiana. Además, piden 
un espacio para las mujeres que 
han sido víctimas en razón de su 
sexo. 
miembros de esos grupos 
aparezcan como autores, 
coautores, determinadores o 
cómplices. 
2. Impedir que los autores de 
delitos atroces se  beneficien  de 
la impunidad 
Gina Parody 
Lo que aclara no redunda. 
Semanario El Espectador. Marzo 
20 a 26 
 “La verdad es la mínima forma 
de reparación a las víctimas y la 
máxima garantía para la 
sociedad de que se desmontara 
el fenómeno paramilitar.” 
Paramilitares 
Entrevista con Diego Vecino, 
integrante del Estado Mayor  de 
negociación. Diario El 
Colombiano. Abril 17 de 2005. 
Habla Vicente Castaño. Revista 
semana. Febrero 5 a de 2005. 
No entendemos cómo le 
podemos reponer a una persona 
un familiar perdido. Nosotros 
también hemos sido víctimas. El 
solo hecho de vernos obligados 
a ingresar a una guerra que 
nunca quisimos nos convirtió en 
víctimas desde el primer 
momento.”   (Castaño)    Si nos 
toca dar las tierras para 
programas sociales no hay 
diferencia porque eso ya lo 
venimos haciendo con 
proyectos productivos en varias 
zonas del país. Queremos que 
nos dejen hacer nuevos 
modelos de empresas que ya 
hemos venido desarrollando a 
nivel nacional.  
La reparación se ha convertido 
en una  operación de extinción 
de dominio de los bienes 
recibidos por herencia o por 
nuestro trabajo. El Estado debe 
iniciar una reparación  por lo 
que ha sido su falta de 
cumplimiento de la constitución. 
Iniciativa de Mujeres por la 
Paz 
Informe de ponencia para 
primer debate al proyecto de ley 
211 de 2005 senado, 293 de 
2005 cámara. 
En la definición de principios, 
procedimientos y mecanismos 
de la ley que propugna por la 
reconciliación nacional, las 
mujeres no podemos seguir 
siendo invisibilizadas bajo 
criterios que generalizan el 
análisis y los efectos del tema, 
ya que está plenamente 
demostrado que las mujeres 
sufrimos efectos diferenciados 
del conflicto armado y la 
violencia en la esfera sexual, 
familiar, social, cultural y 
económica.                                                         
Para asegurar el sentido de la 
dignidad de las víctimas, deben 
establecerse mecanismos que 
perpetúen la memoria de las 
mujeres. Las mujeres víctimas 
deben reconocerse y ser 
reconocidas. Se debe también 
garantizar el reconocimiento de 
los sobrevivientes y las 
garantías. 
Es necesario que en el marco 
normativo que se adopte para la 
coyuntura nacional se incluya 
además de mecanismos 
procedimentales que faciliten la 
desmovilización y la 
reincorporación, garantías 
efectivas del acceso de las 
víctimas a los derechos a la 
verdad, la justicia y la reparación 
que busquen estados mínimos 
de convivencia pacífica; para 
llegar en un largo plazo al fin 






Definir procedimientos y 
seguimientos que concreten la 
visibilización y la afectación 
especial de las etnias en lo 
correspondiente al derecho a la 
justicia y la reparación                                                                                                      
En el marco jurídico definitivo, 
se deberá tipificar 
expresamente todas las formas 
de violencia sexual que sufren 
las mujeres en el marco del 
conflicto, que contemplan, el 
abuso sexual, el acoso sexual, 
chantaje sexual, prostitución 
forzada, violación, embarazos 
forzados, amenazas con 
contenido sexual, desnudez 
forzada, aborto forzado, las 
afectaciones particulares 
sufridas por las niñas como el 
reclutamiento forzado, minas 
antipersonales, el trabajo 
forzado (domésticos, estafetas, 
etc.) Exigimos que en la 
definición de víctimas se incluya 
lo contemplado en el Código 
Penal y no solamente el 
homicidio o la desaparición. 
Luis Eduardo Añez Dorado   
Director Ejecutivo Nacional 
Mesa Nacional de 
Organizaciones de Población 
Desplazada por la Violencia 
en Colombia (OPD) 
La Mesa Nacional de OPD, como 
representante de los intereses 
de la población desplazada por 
la violencia en Colombia, 
queremos en tan importante 
espacio elevar la voz de las 
víctimas, que somos nosotros 
mismos, quienes hemos sufrido 
en carne propia el rigor de la 
guerra interna que despedaza 
nuestro país. 
No es con ayudas humanitarias, 
ni con el castigo a los culpables, 
ni con que digan dónde 
metieron a nuestros muertos o 
dónde están nuestros familiares 
secuestrados, cuando se cumple 
la reparación. 
La reparación solo se dará para 
las familias desplazadas por la 
violencia en Colombia, cundo el 
Estado cumpla con el 
restablecimiento 
socioeconómico a la población 
desplazada, con tierra, vivienda 
digna, salud, educación, 
proyectos productivos 
verdaderamente sostenibles, 
entre otras prerrogativas que se 
discuten legalmente. 
Fuente. Elaboración del autor 
 
4.2.  Análisis de la narrativa estatal 
 
La definición proporcionada para conceptos como víctima y reparación tiene sentido si se 
observa desde la intención persuasiva que plantea Majone, la cual es visible en la socialización 
pública de esas concepciones a partir de 2005. Los grupos de actores mantuvieron intereses 





plantear costos y beneficios que diesen un curso favorable las decisiones que iban a tomar. 
Estos intereses fueron correspondientes a las percepciones de cada uno que tuvieron 
notoriedad, que de acuerdo a Callon, corresponde a las miradas cuya relevancia es tal que 
desestiman otras posibilidades. 
 
El Estado es el epicentro en el que se materializan las políticas públicas, y en esta investigación, 
se situa la narrativa estatal de acuerdo a las percepciones expresadas en episodios relevantes 
para dar lugar a un curso argumentativo coherente a ciertas lógicas. Siendo el objetivo 
primordial de la investigación el contraste de narrativas, frente a la visión indígena, la del 
Estado se entiende como la narrativa del orden político occidental. En los contextos para 
pensar las víctimas y la reparación como temáticas orientadoras de las controversias, se 
manifiestan categorías de derechos que generan un marco común de intereses involucrados 
en percepciones que se agrupan en patrones de negociación y generación de alianzas. 
 
El gobierno nacional hizo hincapié en los 5 componentes que legitiman la reparación como 
mecanismo de acción frente al conflicto, y señalan los mismos elementos mencionados por 
Beristaín:restitución, indemnización,  rehabilitación, satisfacción,  y la garantía de no 
repetición. (2005). Además, en tanto al procedimiento para el cumplimiento se estableció un 
Fondo Nacional, cuya maniobrabilidad se relacionó con los bienes a ser incautados de 
paramilitares desmovilizados, un proceso que guiado adecuadamente podría garantizar una 
transición beneficiosa para el acceso a derechos como la verdad, como lo planteaban las 
organizaciones de víctimas (2005).  
 
Algunos legisladores y entidades multilaterales como la ONU acogieron las negociaciones y la 
generación de Justicia y Paz como una posibilidad para la paz, y al tiempo, como un riesgo en 
materia de impunidad. Otros miembros del legislativo entablaron la idea de que la reparación 
guiada por los preceptos que Beristain resume, sería una dificultad en materia de incentivos 
para los integrantes de las AUC que buscaban también la satisfacción de su derecho a la 
reintegración social. Esta última perspectiva fue claramente respaldada por los líderes de las 
AUC negociantes. 
 
Deestas visiones encontradas se derivó una perspectiva en la que el derecho a la reconciliación 
apareció como el telón de apertura para la reinserción de excombatientes, para el diseño de 
mecanismos de justicia excepcionales, y en general para la reparación. Para el pueblo Wayúu, 
como se verá, dichos estandares no han sido del todo compatibles con órdenes sociales 
históricos propios y por ello, el debate se amplia hacia sus connotaciones tradicionales. 
 
Así mismo, cuando se definió legalmente a la población que se consideraría víctima, las 
controversias giraron en torno a los que se ubicaban en esa definición y esperaban un tipo de 
reparación. Hubo otros que no se identificaban y buscaban ampliar el concepto más allá de los 
mecanismos explícitos de retribución, y otros que ni se identificaban, ni confiaban en las 
popuestas gubernamentales, buscaban poner de manifiesto la relevancia de ciertos aspectos 
de la reparación cuya aplicabilidad no se había pensado más allá del Fondo Nacional de 
víctimas, como los espacios de confesión y restitución de tierras. En el último grupo se 
ubicaron los grupos indígenas, cuya no-historia es reiterada como narrativa diferenciada de la 
estatal. No obstante, la operación de traducción que buscó desarrollarse se reiteró desde la 
argumentación del derecho a la reconciliación como unidad común, como elemento 
persuasivo que legitimara el curso de los lineamientos para la reparación como política 
derivada de la ley de Justicia y Paz. 
 
La reconciliación fueentonces el concepto que permitió no solo unir categorías como víctima y 





de la narrativa estatal, la del victimario. Congresistas empeñados en visibilizar la iniciativa legal 
como un mecanismo que permitiría la entrega de bienes cooptados ilegalmente, declaraciones 
públicas y perdón público además de la localización de los restos mortales de las víctimas, 
enfatizaron en la caracterización de los victimarios, siempre en virtud del derecho de estos a la 
reintegración social.  
Así pues la perspectiva de la reconciliación en relación al derecho a la verdad de las víctimas y 
la reconciliación en relación al derecho a la reintegración de los ex combatientes aparecieron y 
coexistieron como narrativas al interior del Estado. El lenguaje de derechos ejerce aquí una 
operación de traducción que tiene implicaciones disímiles en la medida en que procura de 
notoriedad más a una perspectiva que a otra, generando un impacto explícito en la percepción 
del problema. ¿La vía a la satisfacción del derecho a la reconciliación debía ser dando 
relevancia a la reparación en sus cinco componentes o a la reintegración? Una respuesta 
aproximada se da a favor de la segunda opción, por la dinámica de la narrativa, cuando dos 
años después de la ley de Justicia y Paz, la Corte Constitucional debió hacer una serie de 
llamados al Estado, con carácter de obligatoriedad, para dinamizar la reparación a víctimas 
específicas de desplazamiento forzado. 
 
En 2008 y 2009,las formulaciones de la Corte fueron claves en la medida en que también 
obligaron a la ejecución de acciones gubernamentales en un sentido que afectó la reparación y 
amplió la connotación de las víctimas según sus contextos.  
 
Sin embargo, cabe clarificar que la narrativa de las AUC se incluye en la perspectiva estatal, 
incluso al lado del lugar de la Corte como actor, por la dinámica misma en que los argumentos 
tuvieron lugar. Si se hubiese considerado a las AUC un grupo alterno a los ordenes estatales, 
su reconocimiento en la negociación hubiese podido implicar un estatus de antagonismo 
político al Estado, por tanto su narrativa viraría hacia una dimensión en la que su argumento 
fuera la insurgencia como camino a la redención, y no la verdad sobre hechos atroces como 
puente para la reinserción, como buscó ser integrado su papel a la narrativa del Estado.  
Vale decir que el discurso en el que las AUC buscaron su proclamación como delincuentes 
políticos se dió, y la infructuosidad del mismo ante la negativa del Estado reitera la 
importancia de ser tenidos en cuenta como una facción que aunque paraestatal en su actuar, 
mantiene una narrativa que se ha encauzado desde la argumentación del Estado, es decir, 
desde el Estado los modela desde su óptica y esta acción se asume como parte fundamental 
del proceso de política.Así mismo se asumen otros organismos como Naciones Unidas, o 
algunas organizaciones de víctimas, no como organizaciones estatales, sino como entes que 
hacen parte del engranaje narrativo manifestado por el Estado en el proceso de formulación 
de lineamientos a través de los debates que mantuvieron abiertamente. 
La construcción de la narrativa no hace una clasificación de actores desde sus formas de 
acción regular, sino desde sus formas de intervención en el proceso específico de formulación 
de lineamientos de política como historias y como no-historias en el sentido que Emery Roe 
aplica a la delimitación de narrativas.  
Se trata entonces de la delimitación de una narrativa dominante que desembocó en una ley 
nacional y en otras pautas constitucionales que abrieron lugar a otras perspectivas como las 
Sentencias y los Autos de seguimientode la Corte Constitucional. Estas han hecho cabida para 
una narrativa que como en el caso indígena, carece de notoriedad en este cotexto específico 
pero merece relevancia en el sentido del análisis de la política de reparación, especialmente 






4.3. La narrativa Wayúu 
 
Los Wayúu han adelantado dinámicas desde sus propios valores en virtud de la armonía 
propia, incluyendo formas de justicia reconocidas desde la Constitución de 1991. Aunque esos 
valores se han visto perturbados por diferentes formas de victimización en la historia, el 
planteamiento de reglas sociales para resarcir el daño causado a otros se ha adelantado en los 
Wayúu mucho antes de que existiera la Ley de Justicia y Paz. Lo que Beristain (2005) planteara 
como patrones de restitución, retribución, satisfacción, y garantías de no repetición 
encuentran historicidad en la vida de los Wayúu, que no escrita, si ha existido, aunque con 
matices particulares asociados a la cosmovisión de este pueblo. 
 
La diferencia respecto al orden estatal radica en que esta aproximación a la idea de reparación 
está asociada a dinámicas internas, que elevan el lugar del agredido y reconocen la intención 
del agresor en planos posibles solo entre indígenas Wayúu, con mecanismos de cuantificación 
del daño propios. Del mismo modo, la apreciación de la víctima no contempla a uno como 
corporalidad, sino que atañe a una connotación colectiva de gran antigüedad, y se constituye 
en el precepto de la comunidad como receptora del daño que una sola persona pueda 
padecer. Todos están unidos entre sí, y esto significa que la concepción de la compensación 
debe ser también colectiva. 
 
En otros términos, la argumentación de la reparación desde los Wayúu plantea la 
compensación de acuerdo con la valoración de la persona al seno de su misión social, siendo 
este el principio que regula la concepción de la víctima en la comunidad. Por esta razón, ante 
la incidencia del conflicto armado,líderes Wayúu han tenido que afrontar nuevas formas de 
victimización que amenazan su subsistencia cultural.  
 
La narrativa Wayúu manifiesta una dinámica social que fundamenta su estructura en leyes de 
origen de carácter consuetudinario. Los testimonios que encaminan las temáticas (víctima y 
reparación) aparecen en una dualidad constante entre la concepción originaria y su 
reelaboración a causa del conflicto armado.  
 
4.3.1.  La justicia propia en los Wayúu: ¿qué es la reparación? 
 
Los elementos cognitivos que norman y regulan la vida social de un grupo deben 
comprenderse en la forma de estructuras mentales integrales, situación que posibilita 
examinar la expresión del derecho en miradas de mundo y modos de vida que, entre muchos 
otros, se valen de diversos referentes anidados en momentos de la experiencia personal y 
también en relación con el colectivo. (Sanchez, 2010, pág. 24) De acuerdo con Esther Sánchez, 
antropóloga investigadora en el tema, si se sigue una pauta cultural para la generación de un 
análisis, es posible comprender que en algunas sociedades se socializa al individuo sobre 
principios distintos de aquellas otras que lo hacen desde la  individuación, y partiendo de este 
precepto es posible entender miradas de mundo que generan diferentes modos de pensar lo 
público y el deber hacer.  
 
En los pueblos indígenas, muchas de las categorías mentales que se comparten implican el 
“nosotros “en oposición al “yo”, “lo nuestro” en oposición a “lo mío”. Estos referentes que 
impiden, por ejemplo, hablar de “mi tierra”, o de “mi mujer”, involucran normas observadas 
por la regularidad, que definen, entre otros asuntos, la consideración de cualquier desviación 
como un atentado a la integridad social del grupo. En las sociedades asentadas sobre el 
individuo como centro del mundo y objeto de protección como el sujeto de derecho, no sucede 





elevado, que permita comprender los impactos de aquellas decisiones en las cuales un caso 
perteneciente a una sociedad en la cual el sujeto es socializado como miembro de un sujeto 
colectivo de derecho, es juzgado con los parámetros de una sociedad que tiene al individuo 
como sujeto individual de derecho.(Sanchez, 2010, pág. 26) 
De este modo, comprender la dimensión de las cosmovisiones indígenas respecto a 
parámetros de derecho propiamente elaborado de acuerdo a prácticas comunes y reiteradas, 
o llamadas de otro modo, usos y costumbres, solo es posible si se contempla la diversificación 
de significantes otorgados al desarrollo de perspectivas cognitivas arraigadas culturalmente a 
principios diferentes a los de la sociedad occidental. En el caso de la sociedad Wayúu, los 
pütchipü'ü o palabreros, son considerados especialistas indígenas en la solución de disputas, y 
no perciben las desavenencias entre individuos o grupos humanos como fenómenos 
indeseados de patología social sino que las consideran eventos cíclicos, inherentes a la vida en 
comunidad. (Guerra, 2001) 
Partiendo de esta primera aproximación en la que la concepción del control social se anida en 
las conciencias de estos grupos humanos a través de una connotación cultural explícita, es 
pertinente dar cuenta  de categorías pertinentes para la comprensión del derecho propio, para 
los Wayúu es la Ley Wayúu, que a su vez será asumida como el producto de esas conciencias 
en consenso para su propia regulación. Al respecto, si bien el tema de la reparación ha 
aparecido en el lenguaje común como justicia ante la victimización que produce el conflicto, en 
el pueblo Wayúu este término es aún difuso, y suele conectarse con el principio de 
compensación equivalente al pago o indemnización que deben realizar aquellos que irrumpan 
en la armonía de la comunidad a través de la violación de costumbres o la violación de 
obligaciones (Valbuena, 2011). 
Al respecto, en la organización política de los Wayúu, siempre han existido los palabreros, 
quienes durante siglos han logrado dirimir las querellas al interior de la comunidad mediante 
variados mecanismos que en muchos casos, contemplan la retórica persuasiva para el 
mantenimiento de la armonía social sin recurrir al uso de la fuerza o a cuerpos coercitivos 
como tribunales o policías (Guerra, La Disputa y la palabra. La ley en la sociedad Wayúu, 2001). 
Los procedimientos de estos sistemas normativos no pueden ser considerados como 
rudimentarios y, en contraste, pueden contribuir significativamente al estudio de los propios 
sistemas legales de otras sociedades complejas en tanto integren perspectivas de legalidad 
bajo la idea de pluralismo jurídico. Aquí reside la pertinencia de la revisión del sistema social 
Wayúu, expresión de la Ley de origen, de un sistema normativo propio y escenario de las 
argumentaciones sobre la reparación de este pueblo indígena. Como se analizará más 
adelante, la procedencia de la ley o leyes de origen se estipula desde los arreglos culturales y 
disposiciones de roles que permiten la preservación de la armonía colectiva, además de la 
continuidad de instituciones propias como los palabreros para la interpretación constante de 
estos preceptos frente a diversas situaciones. 
Los Wayúu, un pueblo guerrero por tradición, ganadero, comerciante y autogestionario,  se ha 
visto sacudido por múltiples oleadas de violencia en distintas etapas históricas. Algunos le 
atribuyen este carácter a su misma organización claneal, cuyas disposiciones a veces generan 
roces entre las familias por disputas territoriales, entre otras. Cuando este tipo de situaciones 
surgen, la idea de compensacióntiene una trascendencia histórica en los modos y sentidos de 
las formas de resolver disputas. Es necesario precisar que los principios de compensación se 
invocan, más allá de la esfera de las disputas, en los arreglos matrimoniales y en los repartos 
de animales en los funerales, constituyéndose en afirmaciones públicas del valor cualitativo de 
los individuos que reflejan a su vez la posición socio-política de los grupos familiares a los que 





BensonSaler ha planteado que en la sociedad Wayúu se negocia el valor de las personas 
cuando la integridad de esa persona se convierte en un asunto público. Lo público allí radica en 
la descripción familiar de la estirpe y en ello juega un papel preponderante la preservación de 
los linajes vía matrilineal. El autor, en sus distintas descripciones, aborda las querellas 
interfamiliares  y hace contribuciones a la comprensión de los mecanismos de compensación 
de los Wayúu. (Saler, 1986, pág. 65) 
 
Desde esa perspectiva, son importantes las miradas propias para resolver las disputas internas, 
y evidentemente, no es de desconocer las perturbaciones generadas por sujetos ajenos a las 
comunidades, y la alteración de relaciones tradicionales al interior de las comunidades. Aquí es 
de reiterar el papel de los palabreros en las formas organizacionales propias que se reiteran 
desde la acogida de diversos planteamientos, como el valor del otro y su reconocimiento, un 
principio imperante en la dimensión social de la compensación que el pueblo Wayúu supone 
como medio de control social y mantenimiento delequilibrio que hace prevalecer la armonía. 
 
En ese sentido, el equilibrio está dado por la existencia de mecanismos previos que regulen la 
vida de los que componen las comunidades del pueblo Wayúu para lo correcto e incorrecto. 
Esto es, desde la ley Wayúu que se erige como máxima ética y de justicia en esta sociedad, 
existen actores que la interpretan para generar órdenes específicos y modos de procedencia 
ante situaciones específicas de paz o de disputa. Mientras hay paz, las autoridades 
tradicionales mantienen los asuntos típicos del qué hacer diario en los resguardos, los 
intercambios comerciales, la vida en comunidad. Cuando hay disputas en los clanes, aparece la 
labor de los palabreros como intérpretes de la ley Wayúu y mediadores de los conflictos. Si no 
hay querellas, puede hablarse de la perpetuidad de la dignidad de la comunidad, una mirada  
colectiva, y sin embargo, aún cuando haya conflictos, existen los mecanismos de 
compensación para reiterar esa dignidad como componente innato de la armonía social. 
 
La práctica de compensación, se plantea como un lugar de reconciliación en donde la dignidad 
de aquel que ha sido afectado prevalece como se verá más adelante. En disputas, se busca 
preservar el sentido de la vida, y especialmente, de la armonía de una comunidad, y el respeto 
en las confrontaciones se mantiene, a las mujeres no se les involucra si no es para pedir 
consejo o mediación, y en ese sentido, la labor del palabrero sustituye deseos de venganza y 
especialmente, la perpetuidad de odios engendrados. Sin embargo, ante la ausencia de 
respeto y sentido de dignidad que acaecen sobre los actores del conflicto armado, la 
concepción de reparación (en el sentido occidental-estatal) para el pueblo Wayúu resulta 
novedosa, y de hecho, incomprensible, especialmente para los sabios ancianos, y se asume 
como una práctica que facilitaría la sobrevivencia y no la completa recomposición de lo 
perdido. 
Los procesos de aculturación, o desestructuración de valores ancestrales, siempre han 
generado roces internos y disputas frente a las que los intérpretes de la Ley Wayúu han tenido 
que generar nuevos enfoques de la ley para hacer frente a los nuevos retos que plantean las 
nuevas disputas. Guerra (2002, pág. 51) ha planteado que  la transición al pastoralismo de los 
grupos indígenas de la península Guajira, antecesores de los Wayúu contemporáneos, trajo 
consigo el surgimiento de profundas desigualdades originadas en la tenencia de grandes 
rebaños y de otros elementos de origen occidental. “Dicho proceso de estratificación social -
único en la historia de los pueblos indígenas de América- vino acompañado de nociones 
culturales de riqueza y de prestigio que aportaron algunos de los fundamentos del actual 
modelo de solución de disputas”. 
François Picón, examinó a mediados de los 90 los cambios desencadenados en la sociedad 





describe las prácticas indígenas familiares para la entrega de compensaciones materiales por 
el quebrantamiento de normas sociales que impliquen serias afecciones, incluso la muerte. La 
mirada del autor es desde una perspectiva antropológica que además sitúa elementos de tipo 
económico que explican las desavenencias y las alianzas entre grupos que implican acuerdos y 
determinan el curso de las relaciones sociales. (Picón, 1996, pág. 309) 
 
Desde allí surge el otorgamiento de diferentes valoraciones a las personas de acuerdo con la 
posición social de su grupo familiar. En ese sentido, Picón (1996, pág. 310) ha planteado que la 
compensación en los Wayúu se entrega por el quebrantamiento de normas sociales, y del 
cumplimiento de otros tipos de obligaciones tribales como el pago de la novia y la celebración 
de funerales, situación que ha desencadenado circuitos de intercambio de bienes de tipo 
intraétnico e interétnico permitiendo el tránsito de ganado, collares, armas, y demás objetos 
de valor para las comunidades. (Guerra, 2002, pág. 53)Son estos objetos que se entienden 
como elementos de restitución luego del reconocimiento público de las ofensas, momento en 
que la comunidad siente una suerte de retribución y se estima la seguridad de que cualquiera 
sea el tipo de ofensa, no ocurrirá nuevamente.  
La existencia de transacciones para reinvidicar el valor del ser perdido o herido hace parte de 
una práctica que se pensó para mediar las disputas internas, y el relacionamiento de esta 
perspectiva de acuerdo a los elementos de la reparación planteados por Beristain (2005) es 
posible. Existen incluso instancias de mediación como los palabreros, que historicamente han 
tenido la interpretación de la ley de origen para hacer prevalecer la armonía en la estructura 
social luego de las disputas.  
 
No obstante, si en la narrativa del Estado los elementos de Beristain aparecen como medio de 
definición de la reparación, y en los Wayúu son también perceptibles en sus formas 
tradicionales para pensar la compensación ¿cuál es la diferencia entre las dos concepciones? 
La relación entre ellos no es de opocición, porque en el sentido en que la narrativa estatal se 
da, su intencionalidad y la de los Wayúu para el resarcimiento del daño es igual desde los 
planteamientos de Beristain. Sin embargo la dimensión en que los Wayúu perciben la 
reparación es la que la plantea como forma de acción estatal ante la intrusión de agentes 
extraños a su comunidad, que de hecho interrumpieron sus pautas de compensación y de 
muchos otros modos en los que la convivencia comunitaria se ha sustentado. 
 
Como se muestra en el gráfico 2, la máxima consuetudinaria es la Ley Wayúu, y su 
interpretación está guiada por el objetivo social permanente de evitar el desequilibrio de la 
armonía colectiva. La paz al interior de las comunidades o las disputas, son valores en tensión 
ante los cuales preexiste y se reinterpreta el principio de compensación por parte de los 
palabreros y diferentes autoridades tradicionales. Si la dignidad colectiva que resulta de la 
intervención de autoridades tradicionales, no se requiere hablar de reparación, porque 
procede el principio de compensación, pero en tanto ese aspecto se encuentra afectado por la 
incidencia del conflicto armado, la reparación aparece como clave a ser discutida en tanto 












GRÁFICO 2. ESTRUCTURA DE LA ARMONÍA COLECTIVA EN LOS WAYÚU 
 
 
Fuente. Elaboración del 
autor 
 
¿Pero cómo reparar lo irreparable? es la pregunta que aparece en todos los testimonios, 
seguramente es la pregunta de todas las víctimas. Pero en los Wayúu hace referencia a 
experiencias explícitas asociadas a la interrupción de sus modos de vida, a la imposibilidad de 
ejecutar sus propios usos y costumbres, al principio de autodeterminación interrumpido. La 
explícita zozobra y el cambio ante la creciente militarización de las zonas consideradas más 
recónditas y pacíficas de la Guajira es contada por una mujer, que nos narra cómo los 
paramilitares se “hicieron con la Guajira” desde que Álvaro Uribe asumió la presidencia y el 
choque que generó para muchos la presencia de estos grupos en el desierto, en sus tierras. 
 
Yo te hablo de lo que paso en la Alta Guajira, de cuando llegaron los paramilitares. ¿Cuándo fue 
el posicionamiento de Álvaro Uribe? En el 2002. Pues en el 2002 llegaron ellos a la Guajira. 
Entonces qué pasa, cuando llegan estos personajes y se instalan en los municipios, porque el 
concepto era que allá siempre había pero en el sur, porque había cerros, selva, montes, etc. 
Decíamos, por aquí no llega nadie porque esto es desierto y aquí no. Pero llegaron los grupos 
paramilitares. Nos sorprendimos mucho, que hayan llegado a Maicao, a Riohacha, pero cuando 
llegan a la Alta Guajira la gente comenzó a preocuparse, la gente en lengua se decía, entre los 
Wayúu se hablaba: -y llegaron los Uchíi, los Uchíi-. Los Uchíi es pájaro, en lengua se les decía 
así, hombres armados, blancos, peligrosos, llegaban como guapos, y en la gente comenzó el 
miedo. Ya en la Guajira la gente sabía por las noticias, la gente sabía que era gente muy 
peligrosa y muchos empezaron: -esto ya no va a ser igual, la Guajira no va a ser igual, Maicao no 
va a ser igual, la Alta Guajira va a comenzar a cambiar-… y comenzó a cambiar efectivamente. 
 
La gente se fue desplazando poco a poco, la zona de la Alta Guajira que era zona del comercio 
la fueron acaparando, a punta de vacunas y todo eso, y la gente se siguió desplazando. Se 
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empezaron a acabar los puertos, la gente tenía miedo de la Alta guajira, porque por donde uno 
pasaba ahí estaban ellos, preguntándole a uno que para donde iba, que por qué iba, que dónde 
es la ranchería, y comenzó el miedo. Y más por las mujeres. Todo el mundo sabe en la Guajira y 
todo el mundo respeta, allá el cachaco, el paisa, el turco, todo el que esta allá respeta como es 
la cultura Wayúu, como se soluciona todo y como a las mujeres no se tocan. Entonces que 
hacían, como la gente sabía que ellos podían reclutar, que ellos podían hacerte algo, meterse 
con los hombres, entonces que empezaron a hacer las mamás, empezaron a sacar a sus chicos, 
llevándolos para Venezuela, sacándolos de ahí, a los cascos urbanos porque allí había más 
gente. A la guajira Venezolana, a Maracaibo, porque sabían que los jóvenes, los muchachos 
corrían peligro, porque veían que ellos llegaban, se los llevaban, los atacaban y sabían que eran 
unos hombres muy peligrosos que llegaban a cualquier parte y mataban. Y como ellas en su 
conciencia, en su cultura tienen muy claro que a las mujeres no se tocaban, entonces decían, 
con nosotras no se meten pero con ellos sí. Aunque uno por noticias veía cosas, pero uno 
asumía que iban a respetar la cultura porque ellos fueron los que entraron, se metieron en la 
tierra.  
 
Así comenzó el miedo de las mujeres, pero cuando empezaron a matar a familias, a 
desplazarse, ya la gente vivía amedrentada, como en esa zozobra. Y cuando ya comenzaron a 
matar mujeres, entonces la gente dijo: -no, esto ya, hasta aquí llegó-. ¿Qué hizo la gente? Le 
toco salir corriendo porque empezaron a matar mujeres, y no tanto que la mataran, también la 
forma, las maldades que hicieron antes, cualquier tortura, cualquier violación, cualquier cosa, 
entonces decíamos, tras de que matan a las mujeres, vivas les hacen cualquier cosa, y entonces 
el miedo. Ya aquí no respetan a las mujeres, entonces el miedo fue tan grave, que comenzó la 
Alta Guajira a quedar sola, sola. (Pimienta, 2011) 
 
Aunque estas dinámicas no eran disputas en donde los palabreros pudieran intervenir desde la 
sabiduría propia, los modos en los que la cultura ha buscado sobrevivir obedecen a lógicas 
adaptativas que no han garantizado del todo la continuidad de la armonía colectiva dentro del 
pueblo. La formulación de lineamientos de reparación de la narrativa estatal con Justicia y Paz, 
no particularizaron en la afectación de estos modos de vida, y por esa razón la reparación se ve 
con ojos de sospecha desde los Wayúu, en tanto que como discurso, el tono en el que la 
reconciliación se estima universaliza las expectativas de actores con visiones occidentales. 
 
La incidencia de la guerra generó nuevos espacios de colonización y aculturación que se han 
manifestado con el paso del tiempo. Al respecto se debe tener en cuenta que situaciones 
como la existencia de indígenas Wayúu integrando filas paramilitares, el “enamoramiento” de 
jóvenes Wayúu por paramilitares o militares, el desplazamiento forzado y abandono de tierras 
ancestrales, la desautorización de los mayores, son todos hechos que no son aislados, y que 
han afectado de manera indecible a las estructuras culturales de un pueblo que se sacude 
entre la estigmatización y la subsistencia. 
 
Justicia y Paz encerró mecanismos para la reparación que se basaban en la reintegración social 
como centro argumentativo, era este el origen de la reconciliación. La compensación ejerce la 
misma función en los Wayúu y sumado a ello está la reiteración de la dignidad de los seres 
afectados y su dignificación en la comunidad de manera significativa. Dado esto, el concepto 
de la reparación que arroja el Estado requiere de fundamentos de comunicación más amplios 
para lograr encontrar espacios de encuentro con los Wayúu y garantizar la procedencia de sus 
perspectivas locales. Estos espacios empezaron a ser abordados por la Corte Constitucional en 
2008 y 2009.El acompañamiento de la Corte ha hecho que se generen mecanismos de 
participación que alienten la democratización de la construcción de la reparación, siendo este 
el inicio de una nueva etapa de reformulación de lineamientos de política. 
 
Cabe notar que es evidente la preocupación existente desde las miradas indígenas respecto a 





los pueblos y que no están impresas en papeles jurisprudenciales. La situación de vulneración 
de los códigos derivados de la Ley de Origen debido a la llegada de los actores armados a la 
Guajira, ha despertado todo tipo de inquietudes que nunca se vieron llegar al interior del 
pueblo Wayúu, proceso que aparece acompañado de las reivindicaciones organizativas que, a 
manera de movimiento social, han dejado clara la consistencia de la justicia propia y desde allí, 
la vitalidad amenazada del principio de autodeterminación.  
 
En este aspecto, la autonomía de los pueblos, además de verse amenazada por el conflicto 
armado, ha tenido que acoplarse a las redes dispuestas por el aparato de Estado para 
diagnosticar la afectación generada por el conflicto. Se hansometido incluso a procesos de 
formulación de la reparación en la que sus expectativas respecto a la garantía de 
autodeterminación se ven disipadas entre otros derechos que han adquirido mayor notoriedad 
en la narrativa estatal. 
4.3.2.  Los arreglos culturales en la sociedad Wayúu 
 
Los arreglos culturales se plantean como el eje a través del cuál se expresa la ley de origen 
Wayúu en ausencia de un documento que la describa. Las pautas de convivencia social, de 
organización política y de distribución territorial se plantean de manera que constituyen la 
narrativa de este pueblo indígena. Este relato se base en su historicidad como cuerpo colectivo 
con argumentos que dan prioridad a un discurso de protección de su estructura social 
ancestral a partir de la reiteración del derecho a la autodeterminación. Veamos la disposición 
social de los Wayúu como el desarrollo de la ley de origen y como pista para la comprensión de 
los efectos particulares que acarrea el conflicto cuando afecta a las etnias. 
 
La sociedad Wayúu es de carácter matrilineal. De este modo, los vínculos genealógicos 
uterinos que se reiteran en las generaciones, determinan la asociación de los diferentes clanes 
a los territorios ancestrales. Esto implica, que la relación con la tierra esta dignificada por 
designio femenino, y la mujer, además de preservar la cultura y los saberes históricos, 
determina además las redes genealógicas para la posesión y uso de tierras, consolidando por 
su existencia la reproducción de formas organizativas al interior y entre los clanes.  
 
En total existen 13 clanes en los Wayúu, familias que equitativamente y en ausencia de 
jerarquías dan lugar a la organización social y política de las comunidades. Desde esta 
perspectiva, el matrilinaje y no la familia nuclear es la unidad básica de cohesión y de 
interacción social entre los Wayúu. Los hombres ocupan otros designios en la organización 
socio-política del pueblo como autoridades tradicionales y palabreros o interpretes de la ley de 
origen. 
 
Es a través del designio femenino que se delimita el grupo de personas relevantes en la 
comunidad. Las relaciones se dirigen desde el estatus que adquieren en el orden social y en 
relación con las disputas, las mujeres son “intocables”. El honor y la dignidad de las 
comunidades y en específico, de los clanes, son valores interpretados por los hombres, 
enseñados por las mujeres,  y se recrean socialmente para determinarlos patrones sociales 
aceptables. (Guerra, 2002, pág. 75) 
 
Las literaturas manifiestan lo que los relatos de los sabios procuran de manera más dulce a los 
oídos, cuando a modo de reflexión sobre lo que se tiene y sobre lo que está perdiéndose con 
los efectos de la incidencia de los blancos en la cultura Wayúu. Se elevan manifestaciones 






Aquí hay algo en los Wayúu, y es, el dominio sobre la propiedad de un territorio nuestro se 
define es por línea materna y hay un área del territorio en que esa propiedad se mantiene por 
parte del clan de línea materna. Pero cuando la mujer, las mujeres de ese clan dejan de 
procrear mujeres y solamente paren hombres, se pierde la propiedad, porque los hombres se 
van para otros lados, tienen hijos con personas de otros clanes y no hay, por decirlo en 
castellano, no hay quien herede la propiedad, y puede haber un momento en que la propiedad 
se pierda por no haber mujeres.(Valbuena A. , 2011) 
 
La organización Wayúu parte de una mujer Wayúu, y su familia está constituida por ella, sus 
hijos y los hermanos maternos. El padre, “el reproductor” hace parte de otra familia. Esposo y 
esposa son dos familias diferentes y no serán de la misma familia salvo que la mujer conviva 
con alguien del mismo clan, algún primo de segundo grado.  Aunque por lo general, las 
uniones conyugales se hacen entre diferentes clanes, solo que cuando es necesario mantener 
el dominio de la propiedad, se hacen acuerdos dentro de los mismos clanes. Para clarificar esta 
idea, Carmen Pimienta menciona como procede esa disposición familiar: 
 
Ahí no es solo el papá, la mamá y los hijos. Son los hijos, es ella y toda la familia de ella. Esa es 
la familia, son los que vienen por el mismo clan, el mismo ombligo. Quien lidera ese proceso, y 
quien hace que se mantengan, que la palabra siga siendo amplia, es la mujer. Son responsables 
de esto porque tienen (tenemos) muchas funciones, que es muy diferente a lo que ves en otros 
pueblos en donde tu mujer, limítate a parir y cocinar. No, aquí tu eres la responsable de que 
esta familia siga así grande, de que sea unida, de que se mantenga, de siga en armonía, de que 
cualquier problema lo resolvemos todos, en que todos enfrentamos todo, pero todo lo hace la 
mujer. Y sí, hay un liderazgo, no está marginada, la mujer es el núcleo, es la célula dentro de la 
familia Wayúu. De ahí parte todo, las mujeres se enfrentan, las mujeres son voceras, lideran 
hablan, pelean cuando toca pelear, cuando hay problemas las mujeres son las que están, 
siempre están al frente, tú ves como  cuando a veces salen las marchas y los negros, los 
campesinos dicen, no, los indios adelante, y cuando son cosas así las mujeres van adelante. 
(Pimienta, 2011) 
 
En esa disposición de roles, no coexiste una dinámica lineal. En el caso de los Wayúu lo único 
que parece dado es la existencia de una tradición consuetudinaria que envuelve los 
ordenamientos sociales y plantea unos arreglos culturales de manera en que se mantenga una 
armonía colectiva.  
 
Precisamente la cosmovisión indígena eleva a las máximas disposiciones del orden social el 
sentido de lo colectivo, y en la Ley Wayúu, su ley de origen, este precepto fundamenta la 
disposición de los sujetos en virtud a su función en la comunidad. Por esta razón cobra fuerza 
elemental la disposición de los valores que sustentan la cultura, vivida a través de un esquema 
circular en el que son actores vivos todos los que hacen parte de un mismo pasado y 
componen el presente y futuro de la tradición. Precisamente, cuando los sucesos de muerte y 
victimización han llegado a los territorios Wayúu, ante la imposibilidad de generar arreglos y 
bajo el creciente terror, los valores, aunque sacudidos, siguen la huella del espíritu que ha 
marcado su historia como pueblo. Cuando hay una víctima, por agresión de un ente externo a 
los Wayúu, no se habla del muerto o del lesionado, se habla de un espacio colectivo sacudido 
por el frenesí del miedo. Remediosplanteabafrente a esto: 
 
…fueron muchas las mujeres que mataron, las personas que mataron, y eso fue sorprendente, 
porque es que ese no es solo el daño para esa mamá, para esa hermana y para sus hijos, sino 
para toda la comunidad porque de las señoras que mataron, una señora que mataron le 
pegaron 10, 14 tiros, ese daño y trauma es colectivo, para todo el mundo. Podíaser una Wayúu 
que mataron aquí en Media Luna, pero allá en Nazareth eso afectó, y Nazareth está a 5 o 6 







En ese sentido, las construcciones comunitarias que se han hecho acerca del valor de las 
familias ha dado relevancia a los atributos que cada clan atribuye a sí mismo y la prosperidad 
del pueblo en su conjunto. Al tiempo, esos atributos se relacionan con la propiedad del 
territorio, el número de mujeres en los clanes, los circulos de comercio que frecuentan, etc., 
pero han tenido que sentir los impactos del conflicto armado y la violencia. Ese mapeo de 
consecuencias carece de sentido si desde una óptica ajena a la de la Ley Wayúu no se tuviera 
en cuenta que el concepto de vida comunitaria es una idea que es directamente proporcional 
a laarmonía en el espacio, con la naturaleza.  
 
Por esa razón, el concepto de unión es fundamental para dar coherencia a la entereza que 
tiene la concepción del dominio de la propiedad en los Wayúu: de las responsabilidades de las 
mujeres que nunca son unívocas frente a sus familias se labra el futuro y las principales 
virtudes atribuidas a ellas incluyen el mantener la convivencia, la hermandad, las tradiciones 
que en conjunto desencadenan la conservación del territorio en manos de la misma familia. 
 
La mujer es la que da la casta, marca la dinastía, va continuando la cultura, el carácter de la 
población. Va formando el hogar, y allí cumple diversos oficios: enseñar a los hijos, a las niñas, 
sabe cómo resolver conflictos, dentro del hogar forma (enseña), aparte de los viejos y ancianos 
que a través de la oralidad van explicando las raíces que por la mujer se van reproduciendo. La 
mujer Wayúu dentro de unos temas tiene ciertos rangos y ciertas responsabilidades, 
especialmente, frente a la mediación del palabrero, cuando van a hacer un pago, cuando les 
matan familiares, ellas son las encargadas de recoger sus muertos por manos de otros 
hombres. En una resolución de conflictos es la que recoge lo de los pagos que se van a hacer. 
Además de mantener el hogar, nunca está quieta, siempre está trabajando, porque por decirlo 
de cierta manera, a los Wayúu les gusta vivir cómodo, les gusta vivir bien. Claro que vas a 
encontrar familias muy humildes, pero la mujer siempre va a estar tejiendo mochilas para 
intercambiarlas, para venderlas, porque a la vez está alimentando su hogar.(Pushaina, 2011) 
 
La manera en que las obligaciones y los privilegios se asignan por clanes está definida también 
por las disposiciones del espacio en el que los hombres participan a través del comercio y el 
pastoreo. En la regulación del territorio, entre otras labores, los niños y niñas escuchan a sus 
mayores y forjan los escenarios mentales para dar continuidad a la perspectiva cultural, y los 
ancianos y ancianas reproducen su saber y perspectiva de la Ley Wayúu sin dejar que 
intervengan pasiones que sus experiencias les han dictaminado ser de sobra ante ciertas 
circunstancias. Para la permanencia de estas prácticas, la unión familiar en virtud de la 
estancia colectiva y pacífica en el territorio inicia y encuentra su límite en la subsistencia de la 
mujer en el núcleo de la sociedad Wayúu.  
 
En la medida en que la afectación del conflicto armado se de en uno de estos tres pilares 
(territorio, familia, mujer), se desencadena el desequilibrio existente entre humanos y 
naturaleza para la existencia armoniosa de la colectividad (Véase gráfico 3).  
 
La narrativa expuesta va dejando entrever la solidez de modos de vida no incluidos en la 
problematización inicial de la política de reparación, que se hiciera en un ámbito 
correspondiente a una mirada de mundo universalista equivalente a la estatal. El valor dado a 
los tres componentes de la tradición Wayúu faculta la apertura de un punto de quiebre en el 
proceso de formulación de la política pública de reparación. Allí intervienen componentes 
como el espacio (territorio), la familia y la responsabilidad de un actor en específico (la mujer) 
también como configuraciones de lo público, y que al ser vinculadas a un conflicto armado, 
recrean una nueva perspectiva acerca de la situación problemática que originalmente dio lugar 






GRÁFICO 3. DISPOSICIÓN DE RELACIONES CIRCULARES Y DEPENDIENTES EN LA SOCIEDAD WAYÚU 
 
 
Fuente: Elaboración del autor 
 
Para los Wayúu es fundamental la sinergia entre hombres, mujeres, niños, niñas, ancianos y 
ancianas para la estabilidad económica y social de los clanes. Esa cooperación, que se 
fundamenta en la asignación de responsabilidades alrededor de la perpetuidad de la armonía 
colectiva, nace en el espacio en el que las tradiciones cobran vida, esto es, en el territorio. 
Como se mencionaba, la disposición de la tierra está ligada a la supervivencia de las mujeres 
cuya disposición claneal da continuidad al dominio de la propiedad y este principio cobra vida 
y se manifiesta con fuerza cuando los indígenas Wayúu procuran transmitir la importancia de 
este elemento a la hora de hablar de restitución de tierras remitiéndose a los destrozos 
generados por el desplazamiento, los asesinatos y la guerra ajena. La complejidad reside 
además, en la expectativa de correspondencia del pago con el daño que se vincula al principio 
de compensación mismo: 
 
En los Wayúu es igual, si me atropellas un ovejo y el ovejo es viejo, dame dos ovejos, pero si el 
ovejo es joven, ese vale 5 ovejos porque es un reproductor. Me pagas ese y 5 mas, un ovejo son 
6 ovejos por la proyección de daños causados. Cuando hacia el imaginario, cuando se haga la 
consulta, como organizas que esos valores queden estipulados en el decreto ley que vamos a 
hacer.33 
 
Si el dominio es sobre la propiedad donde están los bienes para el uso goce y usufructo del 
bienestar social y se pierden por no parir entonces ¿qué sucede? Cuánto me va a pagar la 
nación a mí porque mis hermanas fueron violentadas sexualmente, fueron asesinadas ¿Cómo 
se resuelve un tema de violencia sexual cuando a una mujer indígena se le causa un daño 
irreparable y no quiere tener hijos? ¿cuánto debe pagar la nación por una mujer, que si tenía 16 
                                                             
33Aquí el entrevistado hace referencia a la garantía concedida por el gobierno nacional para la 
aprobación de la llamada Ley de Víctimas, aprobada en 2011, y que no pasaría en ausencia de consulta 
con los pueblos. Para evitar este impase y para lograr aprobar la ley, se garantizó la expedición de un 
Decreto con fuerza de ley en el  que se incluyan los puntos estipulados por grupos indígenas respecto a 
la reparación, especialmente en cuanto a restitución de tierras en un espacio de tiempo posterior a la 
aprobación de la ley.  
TERRITORIO:  
Unidades autónomas de clanes en 
donde se ejerce el dominio de la 
propiedad para el uso, goce y 
usufructo de un bienestar social. 
MUJER:  
Unidad de reproducción cultural. 
Designa la propiedad, tejedora de 
sueños y narradora de la 
supervivencia. 
FAMILIA:  
Clanes matrilineales en donde todos 
tienen una misión colectiva. Es ella y 





años pudo haber dado a luz a seis niñas, que es lo que tiene la mujer Wayúu, porque ella pare, 
sigue pariendo y es orgullosa de que su hija vuelva y para, pero mujeres, para que no se pierda 
el dominio de la propiedad.  ¿Cómo se resuelve eso? Esa es la duda que yo tengo ¿cuánto vale 
eso? Porque hay que calcular los efectos que tiene la generación futura. 
 
[…] Si ya hay un ejercicio mediante el cálculo actuarial, mediante acciones penales y en lesiones 
para la policía y militares que se pagan en gramos oro. Aquí la reparación es en valor, lo 
correspondiente a tantos gramos oro, como en lo laboral después de muchos procedimientos, 
pero resulta que el oro aquí (en los Wayúu) también se mueve, pero si aquí son 5000 millones 
(derecho laboral) aquí también hay oro (en los Wayúu). Y aquí viene un lío, porque aquí vale 
5000 y aquí 10000, porque la visión económica es diferente, y en los Wayuu el oro vale más. Si 
aquí te dan gramos oro, y aquí también, los podemos usar. Yo utilizaría de referencia el valor en 
gramos oro. Me das esto o más. Tenemos que idear es un mecanismo de 
“traducción”.(Valbuena A. , 2011) 
 
Valbuena deja de precedente en cuanto a la planificación de la reparación un elemento que es 
básico en la cultura Wayúu y que representa un esquema práctico para efectuar la 
recomposición de estructuras afectadas por el conflicto: la cuantificación del daño causado. 
Precisamente, este aspecto cobra importancia para dar materialidad a las expectativas de 
reparación presentes en los grupos indígenas que desde sus propias configuraciones sociales, 
ejercen una mirada similar respecto a los principios de compensación pertinentes ante daños 
en la comunidad en virtud al restablecimiento de la armonía colectiva. En ese orden de ideas, 
desde la opinión de un líder Wayúu involucrado en los procesos de consulta previa 
adelantados con su pueblo, es evidente que existe una aproximación a los mecanismos reales 
que pueden dar un curso posible a los espacios de apertura y complementariedad de política 
que se están forjando en las discusiones internas del pueblo. 
 
Una vez establecida la responsabilidad del causante de un daño, persiste el deber de reparar a 
la víctima por el perjuicio que se le ha causado, bajo el objetivo primordial de retornar al 
estado en que se encontraría si nada hubiera ocurrido. Esta es la idea en la que enfatizan 
Uprimny y Saffon (2010), y encuentra complementariedad en lo mencionado por Valbuena 
como la cuantificación del daño. También conocida en el derecho laboral, la cuantificación del 
daño se entiende como un mecanismo de comunicación pertinente para hablar de la 
reparación no sólo en cuanto a daños personales, sino también como una clave de acción de 
política cuando se tiene en cuenta un perjuicio colectivo en un ámbito de conflicto armado. 
Precisamente ante este contexto se reitera una segunda premisa en la que se contempla la 
posibilidad de que no sea posible volver a un estado anterior de cosas dada la naturaleza de 
los perjuicios acontecidos, y de ahí surgen las indemnizaciones u otros medios de 
compensación que habrían de discutirse en consulta con los pueblos relacionados con 
restitución de tierras, espacios de confesión de crímenes, etc. 
 
Sin embargo, como plantea María Cristina Isaza, cuantificar o valorar un perjuicio o daño 
significa traducirlo a términos económicos, por ello resulta clave contar con criterios claros y 
un método de cuantificación del daño que permita establecer el valor de la indemnización que 
debe pagar el responsable a las víctimas. Así pues, para determinar el alcance a reparar es 
necesario agotar al menos dos etapas: en la primera se determina cuáles fueron los daños 
producidos, y en la segunda. Determinar su valor económico representado en una cantidad de 
dinero. (Isaza Posse, 2011) 
 
Esta idea se ha trabajado en el lenguaje de la reparación integral frente al conflicto armado 
colombiano como tipologías de acción frente a las acuciantes formas de victimización visibles 
en el conflicto. Son estas las formas trabajadas por Uprimny y Saffon (2010) y Beristain (2005): 





que el aporte esencial de estas aproximaciones reside, más que en la elaboración de 
mecanismos expeditos para la cuantificación, en la exigencia de dar al concepto de reparación 
una perspectiva que corresponda no solo al retorno al estado de cosas previo, sino además 
con el mejoramiento de las condiciones de vida anteriores a la situación de victimización. En 
Colombia, el deber de reparar lo ha asumido el Estado, que en una condición de responsable 
tácito en la vulneración de derechos de sus ciudadanos, asume y genera directrices claras para 
la perspectiva de acción en este respecto como se vio con el proceso de formulación de la Ley 
de Justicia y Paz. 
 
Es de reiterar que las condiciones previas a los efectos del conflicto hablan de la vigencia de 
principios de vida autónomos. La autodeterminación como derecho es el precepto que se 
debilita con la violencia debido al sacudimiento de las estructuras sociales tradicionales, y es el 
que se manifiesta desde los Wayúu como precepto a revitalizar y al que debe tender las 
medidas de reparación. Como en la compensación, la reparación que plantea el Estado debe 
tender al reconocimiento de la dignidad de las víctimas, más allá del modelo que piensa la 
reconciliación a través de la desmovilización de excombatientes. 
 
En este aspecto, cabe señalar que la perspectiva Wayúu, si bien busca ampliar la perspectiva 
de la reparación hacia un escenario de interlocución en el que se concuerde en principios de 
reivindicación de las dignidades de los afectados, también reitera que el mecanismo primordial 
se constituye en la restitución de tierras. Esta expectativa se deriva de la necesidad de 
recuperar los territorios, los lugares materiales en los que la vida de las comunidades tiene 
movimiento, y sobre el que se reproducen los modos de vida y la cultura. Al respecto, Gustavo 
Valbuena traía a colación la Declaración de San José sobre refugiados y personas desplazadas, 
específicamente en la exigencia vigésimo primera que plantea: 
 
Instar a los gobiernos y a los organismos internacionales pertinentes a tomar debida 
consideración de las necesidades propias de las poblaciones indígenas afectadas por 
situaciones de desarraigo, con el debido respeto a su dignidad, sus derechos humanos, su 
individualidad cultural y los vínculos que mantienen con sus territorios ancestrales. En 
situaciones de desarraigo, de debe garantizar la consulta directa con ellos, la incorporación del 
enfoque especializado en la materia y la participación plena de las poblaciones indígenas 
mismas en los programas que las beneficien.(Declaración de San José sobre refugiados y 
personas desplazadas, 1994) 
 
Precisamente, la contemplación de estos para pensar la reparación con los grupos indígenas 
puede derivarse de la descripción de algunos de los elementos que dentro del Estado se han 
reconocido como los efectos del conflicto, y que para las comunidades Wayúu, han implicado 
la obstrucción inmediata y futura del proyecto colectivo que cimienta su cosmovisión. 
5. La metanarrativa 
 
Los elementos tradicionales planteados por Beristain (2005) para la reparación, a saber, la 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción o compensación moral, son elementos 
considerados como garantías para la no repetición. Estos elementos se asumen como 
principios para reivindicar los derechos humanos en políticas públicas ante el conflicto, 
posibilitando la generación de intervenciones estatales desde un marco analítico que tiene 
como principio la reiteración de la dignidad humana y el deber del Estado de garantizar 
espacios y momentos para el libre desarrollo humano. Sin embargo, hablar de la política de 
reparación en Colombia en la narrativa estatal que plantea la Ley de Justicia y Paz como 





diversifique en su teoría y su práctica, especialmente cuando su uso argumentativo se da en 
posiciones diversificadas como las de las AUC y de los pueblos indígenas. 
 
Cuando se desarrolla un análisis de narrativas, la política pública adquiere un aire particular 
porque su análisis se construye de acuerdo a los contextos en los que una decisión de política 
adquiere relevancia por las raíces argumentativas que la generan y la explican. En Colombia, la 
reparación es un discurso que se ha ido configurando como lineamientos de política en 
diferentes episodios entre 2002 y 2009. En el nuevo siglo, el proceso de paz que se consideró 
como generador de medidas reales tendientes a pensar de algún modo un escenario para la 
reparación fue el desarrollado con las AUC, que desembocó en la Ley de Justicia y Paz en 2005 
y las posteriores formulaciones de la Corte Constitucional respecto a dicha ley, y en 2008 y 
2009 respecto al conflicto armado en general.  
 
La revisión que se desarrolló por actores de acuerdo a temáticas como reparación y víctima, 
puso de manifiesto  concepciones argumentadas desde derechos, cuya construcción obedece 
a lógicas diversificadas por sectores, una tendencia mucho más evidente en la órbita estatal. 
Sin embargo, se opta por hablar más de controversias que de contradicciones, en un marco en 
donde cada pauta representa una expresión de política cuya variabilidad o consistencia son 
dependientes de los intereses sectorizados y son potencialmente nuevas reformulaciones de 
los lineamientos de reparación en el país. 
 
Cabe anotar que la polarización de perspectivas fue más notoria en la facción estatal dado que 
las narrativas entrelazadas y en disputa son perceptibles de manera casi inmediata cuando se 
siguen los debates por sectores. En la narrativa estatal es posible identificar una controversia 
fundamental desde la manera en que los argumentos articulan las temáticas de víctimas y 
reparación: El legislativo mantuvo posiciones disímiles en cuanto a los objetivos del marco 
legal para la reparación, pero finalmente la ley de Justicia y Paz se socializó como un 
mecanismo para la satisfacción del derecho a la reconciliación, argumentado como la 
necesidad de procurar mecanismos reales para la reintegración de los desmovilizados a la vida 
civil. No obstante, la Corte Constitucional generó pautas de acercamiento a la reparación 
desde la importancia del pleno goce de derechos por parte de las víctimas, sobre las cuales 
recae la influencia del conflicto armado de diferentes maneras.  
 
La controversia se da en la forma en que se busca generar mecanismos de traducción de la 
reparación a través del lenguaje de derechos. Este escenario se complejiza aún más cuando 
aparecen las reivindicaciones Wayúu, cuyo componente cultural añade otra categoría de 
derechos relacionado al goce del territorio ancestral, o en sus términos, el derecho a la 
autodeterminación. 
 
Al respecto cabe anotar que las apreciaciones del pueblo Wayúu coinciden con sus 
perspectivas históricas de ordenamiento social, pero la controversia que ofrecen en el 
escenario narrativo de la reparación radica en las necesidades específicas de la etnia indígena 
para restablecer su derecho a la autodeterminación. Los Wayúu proponen desde la ley de 
origen el principio de compensación  como un medio para reiterar la dignidad humana y 
garantizar el equilibrio y la armonía social en tanto administradores de su territorio. Pero 
cuando el territorio es sometido a intervenciones armadas legales e ilegales, la perspectiva 
que manifiestan sobre la reparación no soporta la visión estatal en la que prevalece la 
reinserción como garantía de reconciliación. 
 
Pero estas controversias tienen sentido desde los postulados de Roe (1994) como espacios en 
los que aparecen pistas analíticas que, además de señalar el proceso de política en su 





metanarrativa es el espacio en el que la unidad común sirve de fundamento para explicar el 
eje del conflicto, pero también para analizarla en el cambio de argumentos durante el período 
de tiempo en el que la política pública y sus lineamientos se transforman. En el caso 
colombiano, el enfoque de derechos es identificado como la unidad común, es el argumento 
transversal a todos los actores. Las percepciones involucradas se relacionan y se confrontan 
para dar lugar a los lineamientos de reparación.  
5.1. Entre la excepcionalidad y la impunidad 
 
El gobierno Uribe manifestó en primer lugar, no la existencia de un conflicto armado, pero si 
de una amenaza terrorista, algo que puede identificarse como una clave en el sentido de 
conexión de agendas internacionales de política. Evidentemente, después del 11 de 
septiembre de 2001, las pretensiones de justicia se generalizaron en el globo y las dimensiones 
para pensar las amenazas terroristas y la paz tenderían a complementarse y a buscar respaldo 
internacional dado el tono que se daba al discurso y al carácter de las disputas internas que 
requerían de que se pensase en lineamientos para la reparación como una necesidad en ese 
camino a la aceptación externa.  
 
No obstante, cuando la busqueda de la paz representó la negociación de la misma con un 
grupo específico, y al tiempo la formulación de una ley especial, el punto de discusión más 
álgido hacía parte de la posibilidad de alternatividad penal para los victimarios, en donde las 
expectativas por actores aparecieron. Precisamente, se situo la importancia de reiterar que en 
un proceso de negociación con actores armados era necesaria la voluntad política de ambas 
partes, y fue así como se discutía la medición de los tiempos que los combatientes de las AUC 
habían estado prestando servicio, y al tiempo, las características sociales que precedían su 
participación en las dinámicas de guerra. En ese momento, algunos congresistas plantearon 
posibilidades como las carceles rurales en tanto posibilidades para complementar el desarrollo 
rural regional. Además, se preguntaban si los derechos políticos de los desmovilizados 
tendrían validez una vez cumplieran sus condenas.34  
 
Esta discusión estaba en conexidad con las garantías reclamadas por los integrantes de las 
AUC cuya concepción de lo que se llamaban delitos atroces era muy distinta de la de los entes 
gubernamentales. De hecho, una de las pretensiones de este grupo armado radicaba en 
visibilizar sus acciones como delitos políticos o sedición. Sin embargo, esta mirada despertó 
una polarización creciente en las instancias del Congreso, en donde se visibilizaron dos 
sectores. Todos defendían la Ley de Justicia y Paz como una garantía de verdad  a lograrse a 
través de las confesiones de los desmovilizados de las AUC, y de ese modo, como una garantía 
de justicia en tanto se darían penas excepcionales a los victimarios sin dejarlos en libertad 
inmediata. Sin embargo, unos respaldaban las acciones de los paramilitares como acciones 
rebeldes, y otros iban en total desacuerdo con esa prerrogativa argumentando que las 
acciones desarrolladas por ellos iban para garantizar el orden constitucional y respaldar el 
Estado por vías a las que él mismo no sería capaz de acudir. 
 
No era oculto que la intención de las AUC y de ese sector del Congreso que respaldaba estos 
crimenes como delitos políticos se guiaba por la exención que este tipo de procesamientos 
tenían para la pena de extradición. Empero, el otro sector del Congreso planteó que posibilitar 
este camino abriría el camino para que grandes capos del narcotráfico extendieran sus delitos 
como medios de sedición para ser juzgados por ello, haciendo que el tráfico de 
                                                             





estupefacientes fuera segundo en la lista y por tanto las garantías del delito político superaran 
los riesgos del segundo.35  
 
En ese sentido, mucho se disutió sobre la intención de las AUC de hacer parte del proceso, 
¿verdadero altruismo? ¿la reducción de penas que pronto llegaría? ¿la evasión de la 
extradición? Finalmente pactaron penas entre los 5 y 8 años de prisión, posibilidad abierta de 
extradición en caso de reincidencia, no juzgamiento como delincuentes políticos bajo la 
apertura de un proceso sistemático para posibilitar garantías de desmovilización y 
reinserción.36 
 
Organismos internacionales y nacionales plantearon la amenaza de la impunidad dado el 
tiempo irrisorio para el juzgamiento de crimenes de lesa humanidad. La ley apostaba todo a la 
desmovilización como mecanismo de reconciliación, preponderando los derechos de los 
victimarios ante la reinstitucionalización. Voceros paramilitares incluso exigían que las penas 
alternativas fueran excarcelables y sujetas a subrogación, mientras un sector del Congreso 
reiteraba que sin estatus político ni garantías de no extradición, las AUC no tenían garantías y 
que su derecho a la desmovilización no sería garantizado.37 
 
La perspectiva estatal que se presenta en Colombia durante los años analizados puede ser 
visualizada desde el enfoque de arriba-hacia-abajo, que plantea acciones orientadas a la 
búsqueda de acuerdos de paz o transición desde instancias gubernamentales. Aunque el 
mayor riesgo que acarrea es que las autoridades que reglamentan esos acuerdos busquen 
perdonar a nombre de las víctimas o imponer etapas individuales o colectivas para la 
reconciliación. En ese orden de ideas, el potencial que tiene consiste en el mejoramiento de 
condiciones políticas y sociales en el que los procesos de participación ausentes se vean 
sustentados en amplios espacios de representatividad con voceros ejemplares. (Beristain, 
2005, pág. 17) 
 
Voceros del sector del Congreso que no estuvo de acuerdo con la admisión de los delitos de 
los paramilitares como delitos políticos estuvieron entonces apelando a que la alternatividad 
hacia parte de una pauta de justicia que se sometía en temporalidad pero que ganaba en 
terminos del acuerdo humanitario que la ley y el proceso de desmovilización traían consigo. La 
entrega de bienes cooptados ilegalmente, las declaraciones públicas y la colaboración en la 
localización de las víctimas serían las contraprestaciones que este proceso traería.  
 
Aún así, el gobierno nacional planteaba que un “cierta impunidad era necesaria” cuando 
agencias internacionales como Human Right Watch apelaban por el enjuiciamiento de víctimas 
y por la materialización de los mecanismos de justicia y verdad. La argumentación 
gubernamental estipulaba que la Ley de Justicia y Paz sería la herramienta fundamental para la 
reconciliación.38 Las inquietudes de esta organización se vieron respaldadas por la ONU y 
quisieron aterrizar mejor el concepto de la reconciliación desde el cuestionamiento de las 
estructuras legales excepcionales que estaban siendo discutidas y aprobadas para permitir 
“cierta impunidad”.39  Ante esta situación, otro grupo de congresistas acompañados por 
voceros del gobierno y de ministerios como el del interior parecían resolver las 
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Diario El Tiempo. La ley debe garantizar la no estradición de “paras”, Lucio. Abril 12 de 2005 
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 Diario El Tiempo. Proyecto divide al gobierno. Febrero 14 de 2005. 





preocupaciones de estas entidades facultando la creación de un Fondo de Reparación para 
resarcir las necesidades de las víctimas. Este Fondo no dependería de las finanzas del Estado, 
sino de los bienes incautados y entregados en los procesos de desmovilización.  
En ese senido, la ley de Justicia y Paz generó una dinámica en la que la caracterización de los 
desmovilizados pareciese prevalecer para generar una suerte de inventarios de propiedades y 
demás bienes pertinentes para la restitución y rehabilitación de las víctimas. Al mismo tiempo, 
el enfoque plantea el derecho a la reparación como un eje dependiente de la facultad del 
Estado para la extinción de dominio de propiedades adquiridas ilegalmente, no del 
reconocimiento de su responsabilidad en el conflicto ni tampoco de su capacidad fiscal para 
contrarrestar los efectos del mismo. 
No obstante, bajo el precepto de la reconciliación, los puntos polémicos al interior del Estado 
confluirían para ser traducidos desde el enfoque de derechos. Suspensión de penas para 
garantizar el derecho a la rehabilitación, así se definen puntos controversiales entre actores 
estatales involucrados con la formulación de Justicia y Paz. Se presenta un tránsito entre lo 
legal tradicional y lo legal excepcional como mecanismo para pensar la paz a través de 
argumentos puntuales: 
 
TABLA 3. LOS 16 PUNTOS POLÉMICOS 
1 Tribunal 
Tribunales Superiores de Distrito conocerán delitos en primera instancia y 
sala plena de la Corte Suprema de Justica en segunda instancia. 
2 Confesión 
El procesado deberá confesar circunstancias de modo, tiempo y lugar en 
que el delito fue cometido. No está obligado a delatar, si se prueba que el 
excombatiente omitió confesar algún delito, la justicia ordinaria le 
impondrá la pena correspondiente a ese delito. 
3 Penas 
Mínimas de 5 años y máximas de 8 años. Se computan como parte de la 




Las personas que hayan sido condenadas o que sean procesadas por 
delitos atroces y pertenezcan a grupos armados ilegales, podrán ser 
cobijadas por los beneficios. 
5 Cárcel 
El Gobierno queda con la libertad de determinar el tipo de cárcel en la que 








Se había propuesto otorgar libertad condicional a quienes hubieran pagado 
2/3 de la pena, pero este concepto no fue incluido. 
7 
Suspensión 
de la pena 
El proyecto inspirado por el comisionado Luis Carlos Restrepo proponía 
otorgar la suspensión de la pena a los autores de delitos atroces que se 
comprometieran con la búsqueda de la paz, pero este beneficio no fue 




El Gobierno podrá proponer el otorgamiento de los beneficios para esta ley  
para algunos miembros de los grupos armados condenados por delitos 




La Red de Solidaridad de la presidencia y La Comisión Nacional de 
Reparación manejará un fondo que se nutriría con los bienes devueltos por 
los ex combatientes o extinguidos por la justicia con los cuales se reparara 




Habrá acciones de reparación moral a las víctimas y a sus familias. Como 
aceptar responsabilidades en hechos, pedir perdón públicamente, 
comprometerse a no reincidir y condenar los crímenes. 
11 Narcotráfico 
El narcotráfico podrá ser considerado, en algunos casos, como delito 
conexo de los delitos atroces. 
12 Ley 782 
Se mantendrá vigente la ley 782  que ha permitido la desmovilización de 
autores de delitos indultables como rebelión, sedición, asociada y 







Los condenados por delitos atroces no podrán ser elegidos congresistas, 
diputados, concejales,  o alcaldes.  (Hay prohibiciones en los artículos 179 y 
299  de la Constitución y en la Ley 136 de 1994). Tampoco podrán interferir 
la acción política mediante el aprovechamiento de recursos o sus 
influencias en determinadas zonas para hacer elegir o patrocinar agentes 
suyos.  La violación de este precepto les hará perder los beneficios de la 
ley. 
14 Acumulación 
Podrán acumularse las penas por diversos delitos, lo que permitirá generar 
la conexidad y obtener una sola pena. 





16 En consulta 
El Gobierno realizaba ayer consultas para determinar el camino que se 
seguirá en los siguientes casos: cuando militares efectivos en ejercicio de 
sus funciones cometieron  delitos atroces;  cuando militares efectivos 
facilitaron la ejecución de delitos atroces;  y cuando una persona fue 
condenada por narcotráfico y ahora aparece en la lista de los paramilitares. 
Fuente: Elaboración del autor40 
 
 
5.2. La reparación revisada. Encuentros en un lenguaje común 
 
La recomposición de contextos en donde la polarización se presenta respecto a la noción de 
reparación y víctima en el ámbito estatal se redefine luego de la Ley de Justicia y Paz. La 
mirada del Estado Colombiano frente al mundo, y también frente a las víctimas, ubicó en 2005 
la garantía de no repetición como una facultad dependiente de la voluntad de los victimarios 
en tanto certifica los procedimientos para la confesión, el desmantelamiento de las 
organizaciones y la no reincidencia como fundamentos del proceso. La reconciliación a su vez, 
es completamente dependiente de las  pautas excepcionales abiertas con la ley.41 
 
Sin embargo cabe reiterar que al interior del mismo Estado, la mirada de la Corte 
Constitucional amplió y reiteró el espíritu supeditado al derecho internacional de la mentada 
reconciliación cuando plantea en sentencias como la C-370 y C-455 de 2006 que la 
desmovilización es un puente hacia la cooperación y su objetivo principal es la divulgación de 
la verdad.42 Por la misma razón, la Corte reiteró la importancia de enfatizar no solo en la 
caracterización de los victimarios sino también de las víctimas, quienes de acuerdo a la misma 
legislación, son sujeto del bien jurídico, es decir, beneficiarias de la reparación. La 
desmovilización había adquirió el carácter de ser un componente de la ley de Justicia y Paz, no 
el centro de la misma, y la reconciliación se planteó como un concepto diferenciado al de la 
paz, cuya realización es concordante con la participación de las víctimas, sacudidas ante daños 
reales de diversa connotación, no solo económicos.43 
 
En ese orden de ideas, la creación de entidades como la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación apareció para dar una mayor coherencia a los supuestos de la Corte y del 
Gobierno, tratando de generar el curso preciso a los recursos del Fondo Nacional de 
Reparación. Empero, la Corte Constitucional también planteó en la sentencia C 1199 de 2008 
la diferencia entre los servicios sociales del Estado, la asistencia humanitaria de emergencia y 
la reparación, y planteó que los derechos fundamentales no podrán supeditarse a marcos 
fiscales. De ahí que el deber del Estado en cuanto a la reparación no se atiene solamente a la 
disponibilidad de recursos en el Fondo para víctimas, sino que también habrá de acudir a 
mecanismos explícitos y productivos que tengan un efecto reparador integral. 
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41 Diario El Colombiano. Justicia y Paz enfrenta a Gobierno y a las víctimas. Abril 29 de 2005. 
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Esta puede considerarse la puerta abierta a procesos de interacción entre narrativas, que 
parten de señalar escenarios disímiles de argumentación respecto a la reparación y las 
víctimas, pero que finalmente y bajo preceptos constitucionales, se conjugan como una 
posibilidad para reformular lineamientos de reparación. Veamos cómo. 
 
Un grupo de actores cuya propia constitución social está desdibujada de los debates iniciales 
que conforman conceptos públicos como el de víctima, también genera una narrativa con un 
impacto en la connotación de la situación problemática frente al conflicto armado. 
Considerada por Roe como una no-historia, la mirada Wayúu encaja en esa mirada porque aún 
cuando su participación en la alternativa jurídica que sirvió de punto de partida para pensar en 
la reparación no fue relevante, su intervención en el escenario mismo en que la temática se 
diversifica hace que se conviertan en un factor relevante para analizar los cursos renovados 
que tomaron los lineamientos de política. 
Los grupos indígenas, y en nuestro caso,  con las connotaciones  culturales del  pueblo Wayúu, 
ponen sobre la mesa diferentes ideas que amplían el espectro de las temáticas definidas por la 
concepción estatal para la intervención pública. En ese sentido, la reparación es una idea que 
no solo se ubica en el contexto de un momento de coyuntura en la que ciertas concepciones 
se construyen para ordenar el tipo de acciones a desempeñar. Para los grupos indígenas la 
reparación se remite a la recuperación de trayectorias de pensamiento y  ordenamiento social 
que trascienden en la historia y se adaptan a los nuevos retos que trae consigo el llamado a 
subsistir culturalmente. 
La perspectiva de vida que sustenta a estos grupos es necesariamente un espacio 
indispensable en el deber hacer de una política de impacto real, y en ese sentido la 
visibilización del ciclo en el que subsisten elementos como la mujer, la familia y la tierra. La 
armonía que se visibiliza cuando los tres elementos están en circularidad demarca la 
subsistencia, y la continuidad cultural se expresa en las leyes de origen como marco de análisis 
histórico pertinente para el análisis de perspectivas de actores en construcción de políticas con 
enfoque diferencial. 
Las expresiones de los Wayúu visibilizan las discusiones en las poblaciones que experimentan 
el impacto del conflicto armado, quienes plantean espacios de comunicación posibles para la 
revisión y re-formulación de enfoques para la reparación. Además, han manifestado el trabajo 
en áreas que revitalizan principios procedimentales para la medición de los daños como 
mecanismo explícito para la expresión del saber, la solución de disputas y la participación 
mancomunada entre autoridades tradicionales y el gobierno.  Así, grupos indígenas han 
manifestado su desacuerdo con programas institucionales que no tienen en cuenta los 
presupuestos de cosmovisiones particulares y anteponen el paternalismo en medidas 
asistencialistas que completan números en los indicadores de cumplimiento gubernamental 
pero sin algún efecto en el cambio social. 
Si en las legislaciones pensadas para dinamizar la reparación como intervención 
gubernamental se asumiera esta (la reparación) como la clave para la comunicación cultural, 
habrían indicios más fuertes para pensar  en otras políticas que no solo se remiten al conflicto 
armado. Esto es, el reconocimiento ligado al saber multicultural, redimensiona el deber del 
Estado y lo adecua al restablecimiento de derechos más que a pautas de asistencia social, 
factor facilitador de integración política para la factibilidad de otros cambios de carácter 
económico. Como se ha abordado en el estudio de la Justicia Étnica que retoma los postulados 
de Nancy Fraser, la pauta que deben marcar las nuevas políticas para el reconocimiento 
implica su relación con estructuras económicas y un cambio en ellas, y al pensar en políticas 
para la reparación, la clave está en los procesos de restitución de tierras y los mecanismos de 





Pensar este proceso ha sido posible desde la construcción de ambas perspectivas, sus 
atributos, y posibles encuentros. Ambas narrativas, la del Estado y del pueblo Wayúu, 
presentan las pautas que se reconocen como factibles para el redimensionamiento de la 
política. Estas pautas se remiten a las máximas argumentativas que han permitido un análisis 
de contraste, a saber, la Ley de Justicia y Paz y la Ley Wayúu. Ambas se han visto alimentadas 
por otras jurisprudencias que aún en el orden de lo estatal y han dado cabida a pensar nuevos 
horizontes para la definición de los rumbos de la intervención. Al respecto, la apertura del 
Estado para la implementación de espacios de intercambio real en el que la participación de 
los pueblos revitalice principios participativos reiterados por los Autos de la Corte 
Constitucional fue y es fundamental.  
Los Autos de seguimiento de la Corte Constitucional generaron un espacio de tratamiento a las 
víctimas del desplazamiento forzado en Colombia, y al tiempo, habilitaron un escenario para 
pensar la reparación integral frente al conflicto armado añadiendo el componente que 
identifica la dignidad y la diferencia en la incidencia del conflicto armado sobre las diferentes 
subjetividades y colectividades. En ese orden de ideas, también situó espacios de 
reconocimiento de problemáticas específicas intrínsecas a las causas estructurales del 
conflicto, de ahí que se consideren como pautas estructurales en el redimensionamiento de la 
política de reparación. 
 
A través de los llamados Autos de seguimiento que expidió la Corte para el desarrollo de la 
Sentencia T-025 de 2004, se reconocía que si no había éxito en la formulación y seguimiento 
de acciones para la restitución de derechos la razón se debía a la ausencia de un enfoque 
diferencial en el tratamiento de la población. (Sentencia T-025 de 2004)En ese sentido, las 
subsecuentes dinámicas de reparación no se entendieron como una asistencia humanitaria de 
emergencia sino desde el reconocimiento de las circunstancias particulares por áreas 
geográficas, por sujetos y por colectividades. De ese modo, en la discusión de lineamientos de 
política, las apreciaciones de la Corte Constitucional en los Autos no se ausentan de una 
reflexión amplia e integral respecto a la perspectiva de las víctimas del conflicto en Colombia, y 
por ello los Autos señalan la importancia de abordar mecanismos de intervención, variables de 
acuerdo a la percepción del fenómeno del desplazamiento forzado: mujeres, niños, indígenas, 
afros, discapacitados, entre otros. 
 
Si bien esta situación se asume como un progreso en la ampliación de pautas de formulación 
de lineamientos para la política de reparación en Colombia, la perspectiva de los grupos 
indígenas pone de manifiesto que si bien la diferenciación cabe, la perspectiva cultural de lo 
propio vincula todas las formas de victimización en un sujeto colectivo. En ese campo 
diferenciado culturalmente y enfatizando en los dilemas que acarrea el conflicto, se reconocen 
oportunidades. Están ubicadas en el análisis de los espacios de argumentación, y han 
planteado un marco de ejecución de política pública que pueden ligar redistribución y 
reconocimiento como claves para la reparación integral, pero deben ser vistas muy 
detalladamente para no incurrir en el paternalismo asistencialista ni en la indiferencia estatal. 
Es por ello que en este análisis la perspectiva indígena es epicentro de disertación. 
 
Al respecto, algunos de los autos más relevantes para los pueblos indígenas hacen parte de las 
herramientas a las que han acudido como movimiento social para reiterar las diferentes 
formas de plantear sus visiones respecto a los impactos del conflicto y los modos para 
reconstruir el tejido social. Hablar de reparación por vía de restitución de tierras no es una 
idea descabellada y en una política integral, la generación de iniciativas desde el Estado para 
articular la reparación como medida de corte redistributivo no es de desestimar. Esta es una 
idea que parte del enaltecimiento del derecho a la autodeterminación de los pueblos 





embargo, redistribución y reconocimiento son procesos que no pueden ir distanciados para 
pensar políticas públicas en sociedades culturalmente diversas, y ello fue el foco de las 
afirmaciones planteadas por la Corte Constitucional en 2008 y 2009, cuando revisara la 
continuidad de las afectaciones generadas por el conflicto armado y la ausencia de programas 
estatales al respecto o su total deficiencia. 
 
A través del Auto 004 de 2008, la Corte reiteró que en cuanto a pueblos indígenas, era 
necesario que cada uno de los 102 existentes en el país, trabajen en la formulación de su 
propio programa de garantías. Este consiste en un marco de desarrollo propio que da cuenta 
de las necesidades y proyecciones que deben ser generadas para dar sostenibilidad al proyecto 
político, económico social y cultural de cada pueblo.  
 
Como referentes indeclinables se encuentran también los Autos  092 y 251 de 2008. El primero 
se refiere a la difícil situación de las mujeres en el ámbito del conflicto armado, las amenazas 
que recaen específicamente sobre ellas y los mecanismos para erradicarlas y prevenirlas. En 
cuanto a mujeres indígenas, se reconocen 6 casos de violencia sexual explícitos, precisos de 
seguimiento especial, y además, se formula la necesidad de desarrollar un programa específico 
para diagnosticar la evolución de las condiciones, afecciones y necesidades de estas mujeres 
frente al conflicto dada la connotación  diferenciada de su identidad. A su vez, el Auto 251 trae 
a colación la afección que el conflicto trae sobre los niños, teniendo en cuenta la diversidad de 
prácticas asociadas a las zonas geográficas del conflicto. Así, se ordena el seguimiento a casos 
específicos en los que la ayuda de emergencia para enfrentar el desplazamiento ha sido 
insuficiente, y al tiempo reiteran la urgencia de programas pilotos para efectuar la continuidad 
de procesos educativos, asistencia en salud, prevención del reclutamiento, entre otras 
situaciones que suponen la recuperación de proyectos de vida en los niños. 
 
En el Auto 008 de 2009, por ejemplo, la Corte ordenó al gobierno reformular la política de 
tierras, de manera tal que se estableciera la verdad del despojo de las tierras en el marco del 
conflicto armado. Así pues, era menester el realizar las reformas institucionales y normativas 
efectivas para que se lleve a cabo un programa especial de reparación y solución de las 
reclamaciones por la restitución de los bienes. La preocupación partía de la ausencia de un 
censo sobre tierras abandonadas, en riesgo, tituladas y en proceso de titulación. Por esa razón 
se ilustraron mecanismos a seguir por parte de las autoridades como criterios en la 
implementación de los programas y entre ellos se encontraban: 
 
- (…) El diseño de un mecanismo excepcional y expedito para resolver las reclamaciones sobre 
restitución de predios. 
- La definición de presunciones de ilegalidad de las transacciones realizadas sobre los predios e 
inversión de la carga de la prueba en relación con los predios abandonados durante periodos 
de despojo expresamente reconocidos en procesos de justicia y paz; los predios ubicados en 
zonas en donde se haya expedido informe de riesgo; los territorios colectivos de indígenas y 
afrocolombianos respecto de los cuales se haya solicitado la titulación colectiva de un territorio 
ancestral. 
- La identificación de los asuntos que requieren reformas urgentes para facilitar restitución a 
población desplazada, en especial, en relación con el sistema de información sobre la 
titularidad de las tierras del país; y los obstáculos de acceso a los mecanismos de 
reconocimiento y protección de los derechos ostentados sobre las tierras, que impiden que las 
personas que han sufrido abandonos y  despojos puedan probar y hacer valer sus derechos. 
- La identificación de medidas transitorias para que en los procesos administrativos, civiles, 
agrarios y penales en curso adelantados para la reclamación de tierras por parte de población 
desplazada, se garanticen los derechos a la verdad, la justicia y a la reparación, y se autorice el 





iniciado tales procesos que impidan el esclarecimiento de la verdad y un acceso real a la 
justicia. 
-La identificación de zonas piloto para aplicación de los mecanismos de protección y restitución 
de tierras. 
- El diseño de un mecanismo para la presentación de informes periódicos sobre la verdad de los 
abandonos y despojos de tierras en el marco del conflicto armado colombiano. 
- El cumplimiento a los requisitos mínimos de racionalidad de las políticas públicas señalados 
previamente. 
- El enfoque de derechos como criterio orientador de las políticas públicas y el respeto del 
enfoque diferencial. 
- La protección de territorios colectivos de comunidades indígenas y afrocolombianas.  
- La realización de un “censo” de tierras en riesgo o abandonados, tituladas y en proceso de 
titulación y su registro. (Auto 008, 2009) 
 
De la misma manera, en el tema de redistribución, los caminos que podrían profundizar la 
titulación de territorios para pueblos indígenas serían espacio de análisis y formulación. 
Además, abrigados por la Constitución Política del 91, los grupos indígenas podrían aparecer 
en el escenario de la reparación como actores que por su diferenciación cultural, pueden 
acudir a la reiteración del principio de autodeterminación. Esto como una extensión de nuevos 
criterios de justicia como reivindicación identitaria en virtud no solo de la restitución de 
territorios, sino también del reconocimiento. 
 
Cabe anotar que 31 millones de hectáreas han sido tituladas como resguardos indígenas, y 
gran parte de estos procedimientos se adelantaron en el gobierno de Virgilio Barco, antes de la 
Constitución del 91 (Houghton, 2005). No obstante, esta cifra no corresponde con la extensión 
territorial en la que efectivamente hay goce de derechos, siendo los grupos indígenas a 
menudo golpeados por el desplazamiento forzado, despojo y agresiones de diverso impacto. 
En ese sentido, el tema de la reparación es complejo, y requiere una perspectiva de 
intervención que parta del reto de la restitución de tierras como pilar fundamental, pero 
teniendo en cuenta que alrededor del tema del tierra surgen múltiples significaciones que 
deben ser validadas desde aspectos como el pluralismo jurídico si se asume como 
responsabilidad social la supervivencia cultural de los pueblos indígenas y de su vinculación 
particular con el territorio.   
 
Estas aproximaciones, surgen de controversias, pero también ponen de manifiesto las 
pequeñas interlocuciones que entre pueblos indígenas y Estado han coexistido durante el 
tiempo de análisis. El sector del Estado más comprometido con la interlocución es la Corte 
Constitucional, y si bien no es posible hablar aún de una política nacional para la reparación, 
los lineamientos que se desprenden de las formulaciones de la Corte son fundamentales para 
todos los procesos que se derivan de lo ocurrido en estos años para delimitar el curso de las 
acciones para la paz durante el nuevo siglo. 
 
La caracterización de las víctimas para la implementación de esquemas de reparación no son 
excluyentes con mecanismos de desmovilización de combatientes. Es por ello que en una 
revisión de las argumentaciones que rodean los esquemas de paz promovidos por el Estado 
colombiano específicamente con las AUC ha posibilitado visibilizar horizontes de acción que 
representan una ampliación significativa en la concepción y delimitación de los objetivos de la 
reparación. 
 
Si bien los cinco principios permean la estructura general de la construcción de los 
lineamientos de política (restitución, indemnización, rehabilitación, medidas de satisfacción y 
garantías de no repetición) el reconocimiento de las diferencias ha permitido a la Corte 





reparación integral. Sin embargo, aunque los mecanismos estén construidos, los límites se 
reinventan cada día así como las posibilidades, de allí la importancia de actualizar el debate 
que aparece por coyunturas en el Estado, pero guiado desde el análisis narrativo con las 
miradas históricas que dan relevancia a las narraciones indígenas y en general a las no 
hegemónicas. 
 
TABLA 4. RESUMEN DE PERCEPCIONES POLÉMICAS EN LAS NARRATIVAS 
 
 VÍCTIMA REPARACIÓN 
ESTADO Connotación Individual 
Delimitada por un marco jurídico coyuntural 
Focalizada en la Indemnización 
Afianzada desde el concepto de 
Reconciliación 
Derecho a la desmovilización y reincorporación, generación de un fondo especial de víctimas, 
generación de mecanismos de ayuda humanitaria de emergencia. 
AUC Sí mismos Extinción de dominio  
Suspensión de penas 
CORTE 
CONSTITUCIONAL 
Individual y colectiva 
Delimita un marco jurídico pero ampliado a los  
contextos de cada una 
Mecanismos de intervención, 
variables de acuerdo a la percepción 
del conflicto: mujeres, niños, 
indígenas, afros, discapacitados, entre 
otros. 
 
WAYÚU Connotación colectiva  
Marco consuetudinario permanente (histórico) 
Connotación propia  
Restitución  
Reconocimiento  
Derecho a la autodeterminación 
Restablecimiento socioeconómico, verdad y justicia 
(Tierras, vivienda, salud, educación, permanencia de proyectos productivos propios) 




El análisis narrativo para políticas públicas es una herramienta cuya incursión en las ciencias 
sociales es novedosa, y por lo mismo, aún en construcción. Las experiencias manifestadas por 
Emery Roe sirven como una guía, pero no son un marco interpretativo cerrado. De ahí que la 
manera en que sus planteamientos se asumen para el análisis no sea uniforme y por ello 
representa un campo metodológico muy abierto a la incidencia del analista. Es esa la razón por 
la que es posible generar experimentaciones que complementen su enfoque heterodoxo con 
otras teorías y lograr insumos propositivos al tiempo que controversiales. En este caso, los 
planteamientos de Michell Callon, Giandomenico Majone y del enfoque de derechos humanos 
resultaron hilos conductores fundamentales para plantear una posibilidad de acercamiento a 
las narrativas de política. 
 
Con la investigación se buscó construir narrativas en relación con la reparación en Colombia, y 
su construcción se basó en el encuentro de controversias asociadas a dos temáticas: víctimas y 
reparación. De la aparición de esas temáticas en los debates entre actores se definió la 
existencia de lineamientos de política entre 2002 y 2009, en cuya formulación aparecieron las 
controversias más significativas. No obstante, era necesario aplicar este procedimiento a 





contraste de narrativas resultó un enfoque merecedor de análisis al situarse entre dos ámbitos 
deferenciados históricamente: la perspectiva estatal y la perspectiva indígena, especificamente 
el caso del pueblo Wayúu. 
 
Pero esta propuesta merecía de mecanismos diferentes para reconocer la manera en que 
diferentes alianzas se lograron. Revisión de prensa, de sentencias o entrevistas, la 
diferenciación de metodologías de acercamiento a los actores obedeció precisamente al 
interés de preservar de manera más fidedigna la esencia de las posiciones, siendo este un 
elemento que arrojó una primera pauta de análisis: Los actores que discuten desde la 
perspectiva estatal plantean una situación problemática y delimitan mecanismos de 
intervención guiados por una mirada coyuntural y un interés que obedece a motivaciones 
políticas inmediatas en la configuración de relaciones particulares de poder. Mientras tanto, 
los actores que hacen parte de un grupo indígena plantean sus posiciones desde una 
perspectiva que siendo igualmente política, también es histórica, consistente en el tiempo y 
ligada a la tradición oral y a mandatos consuetudinarios que delimitan percepciones. La 
posición de los Wayúu en el debate acerca de la reparación obedece a una dinámica de 
reivindicación histórica en la que aparece la aproximación a la situación problemática desde la 
particularidad de la concepción de víctima generada desde las raíces familiares. 
 
Al respecto,  las discusiones permitieron entrever la construcción discursiva cimentada en 
intereses particulares, que a su vez aglutinaron las intenciones de grupos de actores alrededor 
de sus percepciones. Estas perspectivas dinámicas, que al ser observadas desde las narrativas 
que generaron, permitieron desencadenar el análisis crítico del curso que tuvo la 
reformulación de lineamientos de política de reparación. Para tal fin se situaron desde su 
importancia los diferentes eventos que contribuyeron al redimensionamiento del enfoque de 
la política. La intervención de la Corte Constitucional, por ejemplo, es uno de los componentes 
característicos que marca una apertura de la narrativa estatal para permitir entrever las 
miradas de otro tipo de actores con perspectivas cultural, económica y socialmente diferentes 
para pensar la incidencia del conflicto. 
De este modo, las narrativas han sido un mecanismo para la identificación de perspectivas 
expresadas en argumentos, que varían de acuerdo a los actores, y se ubican desde esas 
posiciones para reiterar el contexto preciso en que surgen las controversias. Las narrativas de 
política son los relatos que permiten ver a través de qué mecanismos de argumentación 
persuasiva, diferentes actores se alían, convencen, contravienen posiciones, e inciden en la 
formulación de lineamientos. 
Cuando se caracteriza el debate suscitado entre actores desde el  Estado, se visualiza la 
pertinencia de hablar de reparación en conexión con contextos internacionales que así lo 
reclamaban. La reparación en la primera década del siglo XXI no surge como una preocupación 
por las víctimas aún cuando es la primera ocasión en que se les sitúa como un eje definitivo en 
los lineamientos de la reparación. Organismos multilaterales establecieron parámetros 
reguladores que incluían perspectivas de paz, derechos humanos y un discurso anti-
impunidad, los cuales fueron revisados por instancias internacionales como la Corte Penal 
internacional que habían generalizado la idea del nunca más a las amnistías o acuerdos de paz 
a costa de la impunidad. Sin embargo, la forma en que se tradujo el marco normativo de 
Justicia y Paz puso de manifiesto un lenguaje de derechos como medio de traducción de su 
perspectiva, en la que se buscaba mantener coherencia con las expectativas globales al 
plantear la reconciliación como derecho y vía para la paz, una paz dependiente de las garantías 





Las prioridades en la política y los cursos de acción no incluyeron prospectivas de atención 
diferencial a los actores que en su momento quedaron ausentes del debate, situación que 
posteriormente fue revisitada desde lo que consideramos un proceso de reformulación de 
lineamientos de política en el mismo Estado, identificable a partir de la relevancia de otros 
discursos para la caracterización de las víctimas y de la reparación desde perspectivas como las 
de la Corte Constitucional y los autos de seguimiento.  
Precisamente, la condición de víctima catalogada en la ley de Justicia y Paz no fue una 
condición que los pueblos indígenas quisieron asimilar tranquilamente. De hecho, al interior 
de la ley de origen vivida a través de los arreglos culturales de los Wayúu, no se concebía la 
idea de que extraños a la comunidad fueran perpetradores de crímenes que pudiesen afectar 
la armonía natural y mucho menos, luego de sus actos, poder reparar o reconstruir los 
desastres generados. Los pueblos indígenas, entre ellos el Wayúu, siempre han contado con 
principios de compensación cuyas autoridades aplican a nivel interno, y sin embargo, los 
procesos de intromisión de la cultura occidental generan la necesidad de repensar los 
principios del derecho propio para mantener su derecho a la autodeterminación. Involucrar a 
los palabreros Wayúu, los líderes, las mujeres, y el territorio como elemento y actor vivo es 
pertinente en las discusiones que se mantienen cuando se plantea la posibilidad de reiterar el 
modelo occidental vigente de reparación para enaltecer la pervivencia de los valores culturales 
indígenas amenazados por el conflicto latente. Además, se demanda una ampliación de la 
concepción de la víctima, que no única, se remite a una concepción colectiva afianzada en las 
miradas ancestrales de conexión entre las comunidades y al tiempo entre estas y el territorio. 
 
Como se planteó, el principio de compensación que pervive culturalmente se remite a 
conflictos internos, a disputas que se negocian a partir de la contemplación y enaltecimiento 
de la dignidad de aquellos que se ven involucrados en las discusiones para respetar y 
mantener un entorno equilibrado con base en la reciprocidad y la interlocución. Por ello, los 
Wayúu en su narrativa mostraron aspectos que comunes a la intencionalidad de Justicia y Paz, 
la han superado para dar relevancia a la dignidad de las víctimas desde la importancia que 
tienen los tres pilares (territorio, familia y mujer) para el diseño de la reparación en tanto vía 
que garantice la restitución de tierras, la plena vivencia de sus arreglos culturales y 
principalmente, el goce del derecho de autodeterminación. 
 
Gracias a las pautas dadas por la Corte es posible integrar las narrativas hacia un espacio de 
reformulación cuya continuidad es inacabada. Al revisitar miradas específicas, las 
percepciones del pueblo Wayúu junto a las de muchos otros grupos vulnerables ante el 
conflicto armado son pertinentes en tanto replantean controversias y las encaminan hacia 
otras posibilidades de política pública de reparación. A través de una forma de victimización 
específica como el desplazamiento forzado, la Corte Constitucional abrió el camino en el 
sendero estatal para la integración de narrativas culturales que afiancen la igualdad en los 
procesos de formulación y reconstrucción de lineamientos de una política que aún se 
encuentra en proceso. 
 
En ese sentido, el diseño y re-formulación de políticas de paz, específicamente en lo que 
compete a las políticas para la reparación, deben contar con una perspectiva de incidencia real 
basada en la participación mancomunada de los actores que delimitan la situación 
problemática a ser intervenida. La insistencia que da Roe hacia la identificación de 
controversias para solucionarlas es conferido a la integralidad del enfoque planteado por la 
Corte Constitucional. Es esta la pauta que faculta y enaltece nuevos mecanismos para pensar 
la reparación. La controversia que desata la Corte en la narrativa estatal es la puerta de 
entrada a nuevas controversias como la indígena en el escenario de la construcción de una 





lenguaje de derechos desde una dimensión en la que los discursos se debaten en ámbitos de 
mayor reciprocidad. 
 
No obstante, el camino es largo aún y las claves en materia de paz, y en específico, en cuanto a 
reparación, están en el reconocimiento y el perfeccionamiento de mecanismos de 
interlocución para encuentros narrativos con resultados ponderables en materia de reiteración 
de derechos y justicia social. A la postre estarán los Autos de seguimiento de la Corte 
Constitucional y la eventual generación de nuevas alternativas para la reparación, espacios que 
superan la discusión sobre el derecho a la desmovilización y a la reinserción, para protagonizar 
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1. DESARROLLO DEL  MARCO JURÍDICO DE JUSTICIA Y PAZ 
Fecha en el 
2005 
Fuente titulo Fuente de 
critica 
Critica 




Autodefensas  Sobre el proyecto de verdad, justicia y reparación presentado por Pardo, Parody, Velasco y 
Borja (PPVB): "Borja –afirmo Báez- no puede pasar de legislador a juez implacable. No 
podemos admitir tribunales, jueces,  ni legisladores ideologizados respondiendo solo a 
intereses de venganza" 




sobre ´ley de 
paras´ 
Gobierno Proyecto de Verdad, justicia y Reparación presentado por (PPVB) se opone a que los 
desmovilizados en el momento de dejar las armas, entreguen una versión libre sobre sus 
actos ilegales que permita a las victimas conocer la verdad de los hechos, a la reparación 
esperan que esta se haga hasta después de que los autores de los delitos paguen las pena 
impuesta y cumplan con el periodo de supervisión que es igual al de la pena. 





para la paz 
Critica el proyecto de los congresistas (PPVB) “Con este proyecto negociar va hacer muy 
difícil, pero no me importa, pido que tengamos más Fuerza Pública y más poder coercitivo 
porque no va hacer fácil llevar a estas organizaciones al margen de la ley a una 
desmovilización voluntaria cuando el mismo día de la desmovilización  el jefe tiene que 
auto incriminarse, declarar públicamente cuales delitos ha cometido, delatar a todos los 
hombres del grupo, entregar la prueba judicial y pasar  en fila uno por uno  por un tribunal 
donde tienen que hacer confesión plena. Y dentro  de las organizaciones al margen de la 







Hay un conflicto 




Una ley  de Verdad, Justicia y Reparación debe ser universal  para todos los actores 
armados ilegales y debe dignificar a la figura de la víctima y debe ponerla en un primer 
plano ante la justicia. 
04-feb el tiempo Tire y afloje para 
´ley de paras´ 
Rafael Pardo Nosotros propones 
una pena mínima, 
en el proyecto del 
Gobierno no la 
contemplaba; 
propusimos una 
Procuraduría  para 
asesorar el comité 
de victimas dentro 
del proceso judicial, 
la propuesta del 
Gobierno no la 
consideraba así; el 
valor de la 
confesión es 
primordial, si la 
confesión no es 
completa el 
desmovilizado debe 
perder todos los 
beneficios. 
HAY ACUERDO   Tribunal: El 
Gobierno no tendrá injerencia  en 
la designación de los magistrados 
del tribunal que juzgara a los 
autores de delitos atroces.  
Confesión: para recibir los 
beneficios de la Ley los sindicados 
entregaran una “versión 
completa” sobre los hechos en que 
se vieron involucrados.Reparación: 
los sindicados entregaran los 
bienes obtenidos de manera ilícita 
que tienen a su nombre o en 
nombre de terceros para recibir los 
beneficios de la ley. Los miembros 
de los grupos armados que 
resulten beneficiados con las 
disposiciones de esta Ley  tienen el 
deber de reparar a las víctimas de 
aquellas conductas punibles de las 
que fueron condenados. Penas: 
habrá penas mínimas de 5 años y 
máximas de 10 años para autores 
de delitos tales como homicidio 
fuera de combate o colocando a 
las víctimas en estado de 
NO HAY ACUERDO    Tribunal: 
Gobierno propone que sean 3 
los magistrados  los que 
integren el tribunal, con 
posibilidades de ampliar su 
número a 9 a solicitud del 
gobierno para periodos de 4 
años.Los Congresistas proponen 
que el tribunal este conformado 
por 9 magistrados con periodos 
fijos de 12 años. Pena: La 
propuesta del gobierno reza “si 
el tiempo de la pena establecida 
en el Código Penal con rebajas y 
beneficios es inferior a cinco 
años ese periodo será el que se 
aplicara como pena definitiva”, 
existe el riesgo según los 
congresistas de que a la luz de 
este texto, la pena máxima sea 
menor a 5 años. En la propuesta 
de los congresistas se plantea 
que “el tiempo de privación 
efectiva de la libertad en un 
establecimiento de reclusión no 





indefensión, desaparición forzada, 
tortura, violencia sexual, 
secuestro o cualquiera de las 
conductas que puedan  tipificarse 
como crímenes de guerra, 
crímenes de la humanidad o 
genocidio. 
caso, a 5 años”             
Confesión: El Gobierno pide una 
confesión plena y los 
congresistas exigen una 
confesión  “completa, pública y 
fidedigna.”  
6-12 feb el 
espectador 
el proceso  en la 
lupa 
internacional 
E.U y Europa Europa y Estados Unidos dicen frente al proyecto “Nadie quiere dar un apoyo fuerte  a un 
proceso que resulta exonerando a crimines de lesa humanidad, ocultando la verdad de los 
hechos, legalizando el robo de bienes, mostrando tacañería en las reparaciones” Adam 
Isacson –Director de programas del Center Foro International olicy 
6-12 feb el 
espectador 
si no hay justicia 




procurador “La verdad tiene que estar basada en la confesión absoluta de los hechos. Y cuando se falta 
a la verdad, quien haya faltado a ella no puede ser beneficiario de ningún acuerdo.”                       
“que Haya justicia, que haya sanción, porque no puede salir indultado, amnistiado o 
exonerado quien haya incurrido en delitos de lesa humanidad”                                                                        







veeduría de la 
ley 
Redepaz Ana Teresa Bernal presidenta de Redepaz mira con buenos ojos el proyecto presentado por 
los congresistas: Pardo, Parody y Borja, pues es el que más equilibra la reparación a las 
víctimas y la justicia para los victimarios. La iniciativa de los congresistas además de tener 
al tribunal de Verdad, Justicia y Reparación, trae otras herramientas como  el Consejo 
Nacional de Reparación, el Comité Asesor de Victimas y el Sistema Nacional de Reparación 









Vicepresidente No concuerda con las diferentes propuestas que se han presentado frente al proceso  con 
las AUC, manifiesta que   hace falta la reconciliación y el perdón para poder lograr la paz.  
14-21 feb El 
Espectador 
  G-24 Los países Europeos del G24 reunidos en Cartagena reclaman que no  haga un proceso de 
paz sobre la base del perdón y el olvido  sino sobre la verdad, justicia y reparación.  
14-feb el Tiempo proyecto divide 
al Gobierno 
AUC En internet reclamaron “una ley de reconciliación”. Adolfo Paz agrego “ los proyectos 
actuales que pretenden darle una base legal a los procesos de paz, no solo con las 
autodefensas sino con cualquier grupo armado irregular, no avanzan en la senda del 
perdón y reconciliación sino que por el contrario contribuyen mas a la guerra y la venganza 
que a una verdadera pacificación”.  
14-feb el Tiempo proyecto divide 
al Gobierno 
varios Francisco Santos: “lo que necesitamos es un proyecto de reconciliación, un proyecto que 
mire el tema no desde el punto de vista jurídico, sino desde el punto de vista moral”       
Rafael Pardo: “No entiendo cómo delitos de lesa humanidad pueden quedar sin sanción. El 
Gobierno cree que con 3 obispos se arregla todo el perdón”                                                         
Sabas Pretelt: “La búsqueda de la paz requiere tanta justicia como sea posible y tanta 
impunidad como sea necesaria”            
Adolfo Paz: “Esperamos un marco jurídico que sea eficaz,  que permita las condiciones 
adecuadas para que  podamos reconciliarnos, que haya una paz duradera y sostenible”. 
21-feb el 
colombiano 
al proceso con 




“los proyectos que cursan en el congreso desde el más grande hasta el menos duro, 





24-feb el tiempo ¿Qué buscan las 
AUC? 
AUC Critican nuevo proyecto de  Justicia y Paz  “ Qué tampoco nadie crea que las autodefensas 
con sus armas invictas,  se van a entregar voluntariamente a tribunales ideologizados, a 
jueces banales, a penas de privación de la libertas exentas de beneficios” 
24-feb el Tiempo ¿Debe discutirse 
la ley con los 
paramilitares? 
corte suprema El juez de primera instancia  para los autores de delitos atroces debe ser el Tribunal 
Superior de Bogotá y no los Tribunales Superiores del Distrito a su vez preciso que la 
segunda instancia  para esos casos no debe ser la sala penal de la Corte, sino la plenaria de 
la corporación por tratarse de delitos que tienen implícitos ingredientes jurídicos y 
políticos. 
20-26 feb El 
Espectador 
la justicia es 
parte de la 
reparación 
CDIH “El proceso ha avanzado sin el respaldo de un marco legal integral que clarifique las 
condiciones bajos las cuales se desmovilizan personas responsables por la comisión de 




rebaja de penas 





presidente  del 
senado 
la propuesta de rebaja de penas  para los detenidos resulta inconveniente, pues no es el 




rebaja de penas 
para presos que 
reparen a 
victimas 








rebaja de penas 






la comisión 1 
de la cámara 
“lo inexplicable es que cada vez  aparecen temas nuevos sobre los que no se realizan 
consensos y enredan la esencia del proceso con ingredientes como el jubileo.  Lo que 
hacemos es seguir creando más razones de confusión y perplejidad. Debe ser presentado 
en un proyecto de ley aparte. ” 
10-mar el Tiempo Congresistas 
denuncian 
´narcomico´ en 
el proyecto de 
justicia y paz 
senadores Los senadores Rodrigo Rivera y Rafael Pardo dicen que el artículo 64  del proyecto 
tipificaría en el Código Penal la conformación de grupos de autodefensa como sedición, lo 
que impediría la extradición de paramilitares.  
15-mar el Tiempo los paramilitares 
prefieren que el 
proyecto de 
´justicia y paz´ se 
hunda 
AUC critican  de nuevo el proyecto de justicia y paz presentado por el Gobierno, "preferimos la 
presentación de un proyecto nuevo que les de garantías jurídicas y que se hunda el actual” 
16-mar el Tiempo Comunicado de 
las AUC 
AUC “reafirmaron su impresión de que este es más un proyecto de sometimiento; comentaron 
que el texto no sirve para la paz de Colombia y que el proyecto no contiene ningún tipo de 
contenido social, solo judicial. 
17-mar el Tiempo Discurso de jefes 
paras inquietan 
a congresistas 
Congresistas Parody y Pardo frente a la aprobación del artículo 3: la ley  destruye la proporcionalidad de 
la pena en virtud de que esta no se impone de acuerdo con la gravedad del delito, sino por 





18-mar semana   Rodrigo Rivera Está dispuesto apoyar la tipificación del paramilitarismo como delito político  a cambio de 
exigir a los paramilitares el desmantelamiento total de sus estructuras, la devolución de 
todos los bienes cuyas procedencia licita que no sea posible explicar, toda la verdad sobre 
sus conductas y patrocinadores, su ausencia  del debate político  en un término inmediato 
y un acuerdo para verificar el cumplimiento de estos compromisos. 
03-abr semana el brazo largo de 
la justicia 
Fiscal CPI Luis 
Moreno 
Ocampo 
La corte no va aceptar una ley de Justica y Paz que no contenga convincentes elementos de 
-reparación y verdad, y que no incluya las peticiones de las víctimas. 
09-abr el Tiempo ONU Cree que 
los cambios a 
justicia y Paz la 
empeoran 
ONU La confesión: los autores de delitos atroces deben ayudar a esclarecer la verdad de los 
hechos y por ello obtener beneficios de ley y no ve con buenos ojos que la estancia en 
Ralito se tome como parte de la pena cumplida. Y no está de acuerdo con el concepto que 
el gobierno maneja de sedición. 
09-abr el Tiempo   Rafael Pardo “el procedimiento legal que se aprobó no permite ni la investigación, ni la verdad, ni la 
participación de las victimas” 
12-abr el Tiempo la ley debe 




de las AUC para 
el proceso 







Justicia y paz 
enfrenta a 
Gobierno y  a las 
victimas 
Asfamipaz Marleny Orjuela de Asfamipaz  califico el proyecto de “inadecuado, por no contemplar la 
verdad, la justicia y menos la reparación” 
24-jun el Tiempo duras críticas 
internacionales 
contra la ley de 
justicia y paz 
Amnistía 
internacional 
Amnistía internacional califico la ley “contrato con la impunidad”. Pollack investigador 
principal de AI para Colombia dijo “ tanto el plazo de 60 días para investigar a mas de 
10.000 paramilitares, como el número de investigadores judiciales que serán asignados a 
esta labor -20-  hace imposible que se puedan llevar a cabo investigaciones plenas, serias e 
imparciales. A su vez no ve con buenos ojos el artículo de confesión, las desmovilizaciones 
individuales y  la falta de garantías de desmantelamiento  de los aparatos político, 














1. DEFINICIÓN DE CONCEPTOS 
Fecha en 
2005 




Hay un conflicto 




“Hay muchas formas de reparación  y, 
evidentemente,  se necesita una adecuada y 
justa. No puede ser toda en términos de cárcel, 
aunque también se requiere, porque los delitos 
atroces  no pueden pasar así como quien se 
bebe un vaso de agua. Pero hay muchas otras 
formas: desde el trabajo comunitario, hasta el 










“a quienes han sido víctimas, 
no se les puede salir a decir 
que aquí no ha pasado nada, 
porque entraríamos a una 
etapa más grave de lo que 
está ahora. Tiene que haber 
justicia porque si no llega no 
habrá paz”                                        
“Se plantea una comisión de 
victimas presidida por la 
Procuraduría, no estamos de 
acuerdo porque nuestra 
función es totalmente 
vigilante” 
“La ley de extinción de dominio   tiene que 
haber entrega y devolución de bienes. El Estado 
no tiene capacidad  económica  de 
resarcimiento, es aquí que viene la ayuda  de la 
comunidad internacional, que debe inferir lo 
menos posible y ayudar más”             “La 
comunidad internacional debe jugar un papel 
importante en la reparación, porque se trata de 
un proceso que para su realización se necesita 





10-feb El Tiempo 
Gobierno radico 




“ las victimas  estén 
organizadas o no, deben tener 
la posibilidad de hacerle 
seguimiento  a los procesos, 
no directamente  sino a través 
de un organismo como la 
Procuraduría 
 
13-feb El Tiempo hablan las victimas 
victima  
Jaime Peña 
“las victimas deberíamos estar 
allí es nuestro derecho” 
“Queremos que nos digan 
¿quiénes lo  hicieron, por qué 
lo hicieron y qué hicieron con 
ellos? Con saber la verdad con 
eso tengo” 
“una reparación simbólica seria que el Gobierno 
les hiciera un monumento a los caídos”. 
24-feb El Tiempo 
¿Debe discutirse la 





del Consejo  
de Estado 
 
 La reparación  a las victimas debe ser  “total” y 








ONU Llama a 
reparación de las 
victimas 
ONU 
1.       Esclarecer 
satisfactoriamente  la 
comisión de los delitos graves 
“conforme  al derecho 
internacional”  en los cuales 
miembros de esos grupos 
aparezcan como autores, 
coautores, determinadores o 
cómplices    2. Impedir que los 
autores de delitos atroces se  





la justicia es parte 
de la reparación 
CDIH 
 






21-28 feb Semana 
Maquiavelo no tiene 




“Además  del tribunal, la 
fiscalía y la procuraduría, 
tendrán una unidad   dedicada 
asesorar   a las víctimas. Se 
crea un fondo de reparación 
para recibir  las donaciones 
internacionales, los bienes 
entregados por las 
organizaciones al margen de la 
ley y los aportes del 
presupuesto de la  nación. Y va  
haber un consejo de 
reparación  para ayudar a  
marcar el norte de la 
reparación. Todos estos 
recursos estarán asignados en 
un presupuesto previamente  
por el Congreso  de tal manera 
que tampoco generaremos 
una crisis fiscal. 
“el gobierno será  inflexible en la aplicación de la 
ley de extinción de dominio  a los bienes de 
procedencia ilícita, y el tribunal adelantaría 
también en materia  de tierras para  lograr que 
sean entregadas y vayan al fondo de reparación  
de las víctimas, que tendrá  una veeduría de 





12-mar El Tiempo 




Pablo de Greiff del Centro 
Internacional de Justicia 
Transicional dijo que le causa 
curiosidad que en los 
proyectos del marco de la 
desmovilización de autores de 
delitos atroces,  la víctima no 
aparece 
 






“La ley que el Gobierno aprobará tiene que decir 
claramente que todos los bienes ilícitamente  
adquiridos los tienen que entregar. Y es que 
esto, además, no va a derogar  ni total ni 
parcialmente, nuestro gran paso contra la 
extinción de dominio” 
19-mar El Tiempo 
iglesia, gremios y 





Las víctimas tienen  el derecho 
de sr reparadas integralmente  
y que todos los bienes 
adquiridos ilícitamente deben 
concurrir a ese  propósito 
Con relación a la entrega de bienes y recursos, 
quien se acoja a la ley  tendrá que entregar al 
Estado  los bienes y recursos adquiridos debido 
a su participación en el grupo ilegal al que ha 
pertenecido o por la comisión de cualquier 













En materia de reparación insisten en que el 
Estado debe hacerse responsable de la misma y 
consideran que se deben tener encuentra 
grupos vulnerables, en especial los menores, los 
indígenas y la población afrocolombiana. 
Además, piden un espacio para las mujeres que 









“La verdad es la mínima forma de reparación a 
las víctimas y la máxima garantía para la 
sociedad de que se desmontara el fenómeno 
paramilitar.” 
28-mar El Tiempo 
Justicia y paz entran 
en fase definitiva 
gobierno 
persona que haya sufrido 
daños directos como lesiones 
físicas o mentales, sufrimiento 
emocional, perdida financiera 
o menoscabo de sus derechos 
fundamentales como 
consecuencia de la acción de 
grupos armados ilegales 
Comprende las acciones que propendan por la 
restitución, indemnización,  rehabilitación, 
satisfacción,  y la garantía de que dichas 
conductas no se repetirán.               Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación: 
conformada por el Vicepresidente de la 
Republica, el Procurador General de la Nación, 
los ministros del interior y de Hacienda, el 









Entrevista con Diego 
Vecino, integrante 




La reparación se ha convertido en una  
operación de extinción de dominio de los bienes 
recibidos por herencia o por nuestro trabajo. El 
Estado debe iniciar una reparación  por lo que 





Justicia y paz 
enfrenta a Gobierno 
y  a las victimas 
Viceministro 
de justicia 
“La intervención de las 
victimas está prevista para la 
etapa final, cuando se llegue al 








“La reparación es más simbólica. No 
entendemos cómo le podemos reponer a una 
persona un familiar perdido. Nosotros también 
hemos sido víctimas. El solo hecho de vernos 
obligados a ingresar a una guerra que nunca 
quisimos nos convirtió en víctimas desde el 
primer momento.”       Si nos toca dar las tierras 
para programas sociales no hay diferencia 
porque eso ya lo venimos haciendo con 
proyectos productivos en varias zonas del país. 
Queremos que nos dejen hacer nuevos modelos 
de empresas que ya hemos venido 







1. SÍNTESIS DE PROYECTOS PRESENTADOS PARA JUSTICIA Y PAZ 
 Gobierno Pardo/Parody Moreno D Caro P. Cordoba Restrepo/Benedetti 
Penas 5-10 años: “si el tiempo de la pena 
establecido en el cogido penal con 
rebajas y beneficios es inferior a 5 años, 
este periodo será el que se aplicara 
como pena mínima”   
5-10 años + 
beneficios x trabajo y 
estudio 
3-7 años. Un tercio 
de la pena se aplica 
en colonias agrícolas 
y los 2 tercios 
restantes en trabajo 
comunitario en el 
área definida x el 
Tribunal de verdad, 
justicia y reparación. 
Ni menos de 5 
años  ni mayor 
de 30 
Se aplica el 
concepto de pena 
alternativa no 
menor de 5 años ni 
mayor de 10 años 
Tribunal Compuesto x 3 miembros con 
posibilidad de ampliarse a 9 cuando el 
gobierno lo solicite. Elegidos x la corte 
suprema  x un periodo de 4 años 
Elige corte suprema 
de justicia de ternas 
enviadas por el 
consejo superior de 
la judicatura por 
periodos de 12 años. 
Conformado x 9 
magistrados 
Elige la corte 
suprema de justicia 
de ternas enviadas x 
el Presidente de la 
Republica para 
periodos de 4 años. 













Elige corte suprema 
de justica, ternas 
envidas x el 
Presidente de la 
Republica para 
periodos de 4 años. 








Confesión Confesión Completa. no contempla la 
pérdida de beneficios en los casos en 
que se compruebe que emitió la 





total de beneficios 
por omisión en la 
confesión de delitos 
Contempla el 
concepto de verdad 
integral. Pérdida 
total de beneficios x 









acreedor  de 
los beneficios 
jurídicos 
Rechaza la delación 
y la 
autoincriminación y 
premia el gesto de 
la entrega. No 
contempla perdida 




Victimas Delega en la Procuraduría General de la 
Nación la asistencia y apoyo a las 
víctimas para la reclamación y 
restauración 
Institucionaliza la 
participación de las 
victimas en el 
proceso  a través de 





participación de las 
victimas en el 
proceso a los 
organismos de 
veeduría de la 
sociedad civil 






derechos de las 
victimas 
Delega en la 
procuraduría 
general de la 
nación la prestación 







Reparación Ubica en Cabeza de la Red de solidaridad 
social la responsabilidad de coordinar y 
canalizar los recursos para la reparación 
material de las victimas 
Reparación integral: 
individual, colectiva 
y simbólica. El Estado 
debe reparar el daño 
x acción y omisión de 
algunos de sus 
agentes 
Faculta a  la red de 
solidaridad social 
para coordinar y 
canalizar los 
recursos para la 
reparación material 
de las víctimas. 
Limita a 24 meses el 





de las víctimas. 
Este derecho 
se ejercerá 





donde se haya 
cometido el 
crimen  
Delega en la 
Procuraduría 
general de la 
Nación la 
prestación de 
asesoría legal y 
representación a 
las victimas  
Particularidad Ha sido objeto de numerosas 
modificaciones y conciliación con 
diferentes sectores políticos. A última 
hora fracaso la conciliación con aliados 
del propio gobierno 
Cuenta con el 
respaldo de sectores 





el guiño de 
Washington 
Es el proyecto mas 
laxo en cuanto a 
penas se refiere y el 
único q contempla 
colonias agrícolas 







someterse a la 
justicia. Es el 
proyecto más 
severo en la 
aplicación de 
penas 
El Presidente de la 
Republica podrá 
solicitar suspensión 
condicional de la 
pena a autores de 
delitos graves si eso 
contribuye a la 
búsqueda y el logro 





1. PRINCIPALES DIFERENCIAS ENTRE LAS PONENCIAS 




No se acepta la existencia de 
conflicto armado 
Los hechos por los cuales 
se investiga, procesa y 
sanciona tienen su 




Guerrillas y Autodefensas Según el DIH: grupos con 
mando reconocido, 
capacidad de efectuar 
operaciones militares 




Basada  en archivos judiciales 
que son precarios 
Exigen identificación, 
fecha de ingreso al grupo 




No pide cese de hostilidades 
ni devolución de los 
secuestrados 
Exige cese de 
hostilidades y devolución 





Procedimiento Basado en el sistema 
acusatorio (ley 906 del 2004) 
términos estrechos. En 6 mese 
se acusa o se precluye 
Proponen aplicar ley 600 
del 2000 que es más  
exigente e materia de 
investigación de delitos. 
Confesión Solo hay aceptación de cargos 
y la omisión de delitos no 
tiene efectos 
Confesión completa y 
fidedigna y la pérdida de 
beneficios si se omiten 
delitos 
Procuraduría Asiste a las victimas Las victimas forman 
parte activa a través del 
proceso de la 
procuraduría 
Tribunal Primera instancia de 
juzgamiento en tribunales 
superiores del distrito 
Primera instancia de 
juzgamiento en tribunal 
especial en Bogotá 
Penas Entre 5 a 8 años. Pero pueden 
ser menor 
Entre 5 a 8 años. En 
ninguna circunstancia 
puede ser menor 
Perdida de 
Beneficios 
Pierde beneficios si intima o 
corrompe a autoridad judicial 
o carcelaria 
Pierde todos los 
beneficios si no cuenta 
toda la verdad y no 






1. PRINCIPALES TEMAS APROBADOS DE JUSTICIA Y PAZ 
Alternatividad 
penal 
Suspender la ejecución de la pena determinada en la sentencia, remplazándola  por una 
pena alternativa (menor)  como contribución a la paz. 
Definición de 
Victimas 
Persona que haya sufrido daños directos como lesiones físicas o mentales, sufrimiento 
emocional, perdida financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales como 




Miembros de la fuerza pública que hayan sufrido daños como consecuencia de la acción 
de los grupos armados ilegales. 
Derecho a la 
justicia 
El Estado debe investigar para lograr la identificación, captura y sanción de responsables 
por delitos 
Derecho a la 
verdad 
La sociedad y en especial las víctimas, tienen el derecho de conocer la verdad sobre los 
delitos cometidos y sobre el paradero de victimas de secuestro  y desaparición forzada. 
derecho a la 
reparación 
Comprende las acciones que propendan por la restitución, indemnización,  rehabilitación, 
satisfacción,  y la garantía de que dichas conductas no se repetirán. 
Desmovilización  Es el acto individual o colectivo de dejar las armas y abandonar el grupo armado. 
Derecho de las 
victimas 
Tendrán derecho a pronta e integral reparación por los daños sufridos, a ser oídas y a que 
se les facilite el aporte de pruebas, a recibir de las autoridades información para la 







Los miembros de los grupos armados beneficiados con esta Ley tienen el deber de reparar 
a las víctimas de conductas punibles por las que fueron condenados. Cuando se 
compruebe el daño y no el victimario, la organización ilegal reparara. 
Actos de 
reparación 
La entrega de bienes obtenidos ilícitamente, la declaración pública que restablezca  la 
dignidad de la víctima, el reconocimiento público de haber causado daño, la colaboración 
eficaz para la localización del secuestrados o desaparecidos y el hallazgo de cadáveres. 
Restitución Implica la realización de actos que propendan por la devolución  a las víctimas  a la 
situación anterior a la violencia de sus derechos.  Incluye el restablecimiento de la 















1. REACCIÓN SENTENCIA  CONSTITUCIONAL 370/06 
Fecha Fuente Actor Reacción 
19/05/2005 
El Colombiano: Justicia y 
paz paso condicionada 
Corte 
Constitucional 
Los magistrados Jaime Araujo Rentaría, Alfredo Beltrán Sierra,  y Humberto Sierra Porto, salvaron su 
voto; es decir, se apartaron de la decisión, al considerar que la totalidad de la ley  no está ajustada a 
la Carta Política. Frente a las victimas la Corte sostuvo que estas deben ser reparadas integralmente, 
teniendo en cuenta para ello la verdad de los hechos ocurridos durante el tiempo que estuvo 
operando  la organización ilegal, además del derecho a la justicia de las victimas.                                     
Con el beneficio de las victimas también serán cobijadas los familiares cercanos a ellas, por haber 
sido afectados por la violencia ejercida contra uno de sus allegados. Así mismo, quienes sean 
considerados víctimas de la violencia, podrían intervenir en los procesos que se adelanten en contra 
de los posibles victimarios y deberán ser informados sobre el trámite del juicio. En cuanto a la 
reparación el Fondo de Reparación consagrado en la Ley de Justicia y Paz, solo podrá ser utilizado en 
caso  de que los bienes, tanto ilícitos como lícitos, no cubran la referida reparación.  La indemnización 
a las victimas debe hacerse por el condenado o procesado hasta con su propio patrimonio.               
19/05/2005 
El Tiempo: Duro recorte de 
beneficios a `paras´ 
Corte 
Constitucional 
“Si antes del proceso de paz –dijo el presidente de la corte Jaime Córdoba-  alguien fue condenado 
por un delito como  homicidio de persona protegida (por ejemplo, miembros de grupos étnicos) y 
recibe una pena de 40 años, y con posterioridad se somete  a la ley de justicia y paz y confiesa otros 
de sus delitos, y recibe una condena de cinco años, esa persona pagara una pena efectiva de 45 
años” 
20/05/2005 
Semana: ¿Peligra el 
procesos? 
AUC 
 "Ahora nos tocará entregar los zapatos, los yines que tenemos puestos, gracias a la forma tan 
machetera como la Corte resolvió el tema de la reparación", dice indignado Antonio López, ex 
dirigente del Bloque Cacique Nutibara, el primer grupo paramilitar en desmovilizarse. Algunos de los 
desmovilizados más afectados, como Salvatore Mancuso, han manifestado que impulsarán un 
plebiscito, que desemboque en una Constituyente, que le dé mayor piso al proceso de paz. "La Corte 






El Colombiano: Ley 975 
quedo la forma pero 
cambio el fondo 
Varios 
Ernesto Baez: “No esperábamos esa decisión. Hubiera sido preferible que declararan inexequible 
toda la ley.  
Bernal Cuellar: “No conozco el contenido pero por lo que he oído pienso que esta parte de las 
sentencias plenas se podrían aplicar a quienes estén recluidos en las cárceles y que todavía no se ha 
definido si podrán ser juzgados  bajo la ley de Justicia y Paz”. 
20/05/2005 
El Tiempo: Horas de 
tensión por fallo de Justicia 
y Paz 
Congresistas 
Rocio Arias: “siempre he dicho que este proceso de paz más que jurídico, primero tiene que tener 
una salida política. El campo juicio es más de interpretación, pues cada fiscal o un juez le pueden dar 
una lectura distinta.  Por ejemplo, el fallo de la corte que ya se hecho para atrás”        
Alfredo Rangel: “El pronunciamiento de la Corte  introduce una gran incertidumbre al proceso de paz 
con los paramilitares. Ciertamente es un cambio en los acuerdos, en las reglas de juego convenidas. 
Creo que la Corte ha privilegiado la letra de la ley frente al propósito de la patria”                                         
WILSON Borja: “se había pensado con la primera noticia que no era posible que una persona cuando 
era condenada se le sumaran (penas) cuando eran delitos de antes. Al ser cosa juzgada, la ley no 
prevé la posibilidad de apelar una sentencia.  Lo que se crearía un problema jurídico.  
20/05/2005 
El Tiempo: Horas de 
tensión por fallo de Justicia 
y Paz 
AUC 
Salvatore Mancuso: “Mantengo mi posición: no retomare las armas. Agotaré todos los caminos que 
sean necesarios para que con el gobierno, el legislativo y la gente, busquemos alternativas” 
21/05/2005 
El tiempo: Se pensó hasta 
en proyectos de urgencia 
para calmar a los `paras´ 
Congresistas 
Armando Benedetti: “todo el mundo tiene la cabeza en la reelección del presidente. La Corte nos 
dejo fríos” 
21-27/05/05 
El Espectador: Ley de 
Justicia y Paz quedo en 
entre dicho 
AUC 
Ernesto Baes: “la Corte Constitucional se dedico a colegislar”,  “se ha afectado gravemente la paz en 






El Espectador: Ley de 
Justicia y Paz quedo en 
entre dicho 
Gobierno 
Sabas Pretelt: “Estoy preocupadísimo y perplejo, esta ley se concertó con las mayorías”   Francisco 
Santos: “Los fallos de la Corte se respetan. Hay que buscarle una salida. La sentencia sierra la paz 
hacia adelante. ¿Qué le ofrecemos al ELN? ¿Qué sus líderes vayan 40 años a la cárcel? 
21-27/05/05 
El Espectador: Ley de 
Justicia y Paz quedo en 
entre dicho 
Congresistas 
Piedad Córdoba: “El proyecto como estaba era un arrodillamiento del Gobierno a los `paras´. Este 
proyecto le devuelve la moral a la sociedad colombiana.  Las reacciones del Gobierno son muestra de 
que éste si está comprometido con las AUC y este fue el espíritu con el que crearon esa ley”                                                             
Rafael Pardo: “El Gobierno dijo que esta ley no había sido concertada, pero ahora se demuestra que 
si hacia parte de un acuerdo. Este fallo demostró que nuestros argumentos si eran validos y que sí 
habían vicios de inconstitucionalidad”                                                     
27/05/2005 
Semana: ¿es cierto que la 
corte `reculó´ con el fallo 
de la ley de justicia y paz? 
Entrevista Presidente de la 




La decisión de la Corte fue una sola e inequívoca. Avaló la Ley de Justicia y Paz, declaró constitucional 
el beneficio de la pena alternativa, pero al propio tiempo se exige que la verdad sea completa, la 
reinserción sea en serio, y la reparación, plena. Hay que diferenciar las percepciones de la realidad La 
ley original no definía unas reglas claras para la intervención de las víctimas ante la Fiscalía en el 
curso del proceso penal, pero tampoco estaba claro el marco jurídico de la reparación para que esta 
fuera integral, como ordenan la Constitución y los tratados internacionales. Lo que la Corte dijo es 
que el Fiscal tiene que valerse de la información que suministren las víctimas para determinar la 
verdad histórica de los acontecimientos. Se determinó una mayor amplitud de los términos de la 
Fiscalía (era de apenas seis meses) para recibir la versión de las víctimas y hacer la imputación de los 
cargos. Y ya no sólo se responde con el patrimonio ilegal, sino también con el personal, y si este no es 






El Espectador: Ley de 
Justicia y Paz quedo en 
entre dicho 
Varios 
Carlos Gaviria: “La Corte Constitucional hizo su mejor esfuerzo para mejorar la ley de justicia y paz. 
Las observaciones que hicieron son acertadas e importantes. Además, en muchas de ellas, yo insistí 
en el congreso, mientras el trámite de la ley. Es un acierto de la Corte”           
Carlos Holguín Sardi: “La Corte ha reafirmado los principios de la ley: la verdad, la justicia y la 
reparación. Las reacciones de los desmovilizados son una pataleta natural de cualquier delincuente 
que no quiere pagar sus penas”                                                               
Mauricio Pimiento“La ley de justicia y paz queda sirviendo para nada. Se han caído aspectos 
esenciales que no tenían otro objetivo que la paz. Me preocupa que se cierre la puerta para la salida 
negociada del conflicto”                                                            
Alvaro Leiva: “Esta es una norma mucha más estricta, que sumada al tema de la extradición, pone en 
el filo de la guillotina  el proceso con los paramilitares. Claramente el Gobierno buscaba otra cosa”                                                          
Luis Guillermo Vélez: “Esto crea una situación difícil para el proceso. Sin embargo, si alguien se 
desmovilizo bajo una ley, está amparado bajo la presunción de su legalidad”         
Antanas Mockus: “La Corte lo que hizo fue ajusta la ley la constitución.  Me hubiera gustado que 
ellos mismos hubieran ofrecido y otorgado lo que ahora la Corte les impuso. Es obvio que los dineros 
de las AUC no van alcanzar para reparar a las víctimas, y entonces tendrá el Estado que poner el 











FORMATO ENTREVISTAS A WAYÚU 
 
¿Cuáles son los órdenes sociales más representativos de su comunidad? ¿Por qué? 
¿Cómo ha sentido el impacto del conflicto armado como indígena Wayúu?  
¿Qué entiende por reparación? ¿Cuáles son sus expectativas al respecto? 
¿Qué aspectos considera usted como necesarios para hablar de reparación con el Estado? 
 
